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WENCESLAO VEGA B. HISTORIA DEL DERECHO COLONIAL DOMINICANO.
Los Terrenos Comuneros Un sistema jurídico de propiedad inmobiliario rural característico de la República Dominicana, es el de los terrenos comuneros, los cuales surgieron de la época colonial, extendiéndose al período republicano, y persistiendo aún hoy aunque con campo de aplicación muy reducido ya. De este sistema hay también ejemplos en otras regiones de la América Hispana, especialmente en Cuba, pero en ninguna otra parte fueron los terrenos comuneros tan extendidos ni de tanta importancia como en Santo Domingo. Los terrenos o sitios comuneros empezaron ser mencionados a principios del Siglo XVII. De ahí en adelante se extendieron por toda la Isla, pudiendo decirse que ya para los Siglos XVIII y XIX la mayoría de los terrenos llanos del país formaban parte de algún Sitio Comunero “Cuanel”. 
En 1911 se empezaron a dividir y mensurar los terrenos comuneros 1país, un censo de ellos arrojó la cantidad de 5,862 Sitios Comuneros. Los autores que han estudiado los terrenos comuneros en Santo Domingo (Bonó, Ruiz Tejada, Bonilla Atíles, Alburquerque, Clausner, etc.) especulan sobre el origen de este particular sistema de propiedad territorial, presentando diversas hipótesis, ninguna de las cuales parece concluyente. Lo que sí es evidente, es que los terrenos comuneros surgen del régimen hatero establecido en las tierras llanas de la Isla a fines del Siglo XVI. 
Es posible que esas vastas extensiones, fuesen adquiridas generalmente por Real Merced o Amparo y luego reforzadas por Real Confirmación bajo las leyes del 1631 y 1754 ya citadas, y tuvieran sus linderos muy vagos, extendiéndose cada vez más sin queja oficial, sus dueños deteniéndose sólo cuando llegaban al lindero de otro hato o ante algún accidente natural. 
Las dificultades para mensurar las propiedades rurales causarían problemas a la hora de ventas y sucesiones y entonces se empezó a usar el valor dado originalmente al terreno entero al ser adquirido (por merced, subasta, composición, venta, etc.) para calcular el valor de la parte que se desmembraba. Así, por ejemplo, si un terreno era adquirido originalmente por $800 pesos españoles (llamados "Pesos de a Ocho Reales"), al ser posteriormente vendido la mitad en este acto de venta se consignaba que se vendían" $400 pesos de tierra dentro del sitio tal". Luego si el dueño de estos $400 pesos de tierra vendía a su vez una parte de lo suyo (una cuarta parte por ejemplo), se indicaba que se vendían $100 pesos de tierra, y así sucesivamente.
 Ocurrió a veces que un terreno se adquiría sin designación de valor (en las Mercedes y Amparos Reales esto fue muy frecuente, pues sólo se citaban los linderos), entonces a los muchos años y tras ventas y sucesiones, los condueños deseando hacer una partición, buscaban peritos que dieran a la propiedad el valor que debió haber tenido originalmente, y entonces con esa suma como base, calculaban la parte proporcional que cada dueño tenía en el momento de la partición (Ejemplo de un caso como este último es la partición del Hato de Yubina en 1811, que se conserva en el Archivo Real de Bayaguana (Libro 15, Expediente 137) y que se trata de la partición hecha por los nietos del dueño original, quien obtuvo el Hato por Amparo Real del 1779). 
De la costumbre constante de operaciones de este tipo al través de los años, llegó el momento en que al mencionar una extensión de terrenos se decía "tantos pesos de terrenos" o "tantos pesos de títulos", Se usó también decir "tantas acciones de pesos". Por otro lado, como en el título original de adquisición se mencionaba generalmente el nombre geográfico del lugar, el hato tomaba entonces el nombre de ese lugar o sitio rural, de lo cual con el tiempo se identificó el hato con el nombre del sitio, surgiendo entonces la denominación de "Sitio Comunero".
 Al producirse un acto de desmembramiento, se mencionaba entonces, por ejemplo: que "se vendían $300 pesos de títulos dentro del Sitio Comunero de Novillero, Puerto Plata". Como se habrá notado, un peso de título en un sitio comunero no guardaba relación alguna con su área, sino más bien representaba una parte alícuota del área total original del sitio. Los terrenos comuneros nunca fueron comunes. Es decir, no había copropiedad indivisa entre todos los dueños, como sería el caso de una sucesión, puesto que cada dueño dentro de un sitio podía no sólo usar libremente de su terreno, sino venderlo y dejarlo en sucesión sin necesidad de obtenerla autorización de los demás dueños dentro del Sitio. Los hatos comuneros se solían dividir en sabanas y en monterías. Las sabanas servían de pastos para los animales mansos y para conucos, mientras que en las monterías se cazaban las reses cimarronas y se coro taba la madera. Generalmente los condueños de un Sitio Comunero convenían usar en común las monterías, mientras que, por el contrario, las sabanas siempre fueron consideradas propias de cada dueño, quien usualmente le ponía linderos claros para marcar la extensión de su predio.

VENTA DE PARTE DE UN SITIO COMUNERO Año1699: Archivo Real de Bayaguana, Libro 3, Exped. : Un Real Sello Tercero de Un Real año Mil seiscientos noventa y siete y noventa y ocho. En la ciudad de San Juan Bautista de Bayaguana en veinte y dos días del mes de Abril de mil seiscientos noventa y nueve años, ante mi Luis Sánchez De Alemán, Alcalde Ordinario por el Rey Nuestro Señor de dicha ciudad, como Juez Cartulario ante quien pasan y se otorgan todos y cualesquiera escritos, testamentos, concilios, autos y escrituras otras judiciales que sean, en esta ciudad en defecto de Escribano Público ni Real, se presentó el Capitán Joseph Mejía vecino de esta ciudad y me hizo relación diciendo que él tenía que hacer y otorgar una escritura de venta a favor de Juan Navarro, otro vecino de esta dicha ciudad, y constándome la falta de Escribano, hice escribir dicha escritura interponiendo a ella mi autoridad y decreto judicial.. Sepan cuantos esta Carta de Venta Real vieren, como Yo, el Capitán Joseph Mejía vecino que soy de esta ciudad de San Juan Bautista de Bayaguana, otorgo y conozco por esta presente carta, que de mi grado y buena voluntad, vendo, renuncio, .eedo y traspaso por Juro de Heredad, por ahora y para siempre jamás, a Vos Juan Navarro, que estáis presente, y para vos y vuestros herederos y sucesores presentes y por venir y para aquel o aquellos que de vos hubiere título, causa y razón legitima de cualquier manera que se conviene, a saber: un pedazo de sitio y montería que yo el dicho Capitán Joseph Mejiahe y tengo en el término de El Seybo, que hube y compré del Capitán Don Bemabé Páez Jirón y Maldonado, vecino de la ciudad de Santo Domingo, el cual sitio y montería os lo vendo con treinta y dos reses corraleras que yo el dicho tengo en el Hato de Mata Hambre los cuales dicho sitio y montería están entre el Rio Casui y el del Almirante, y los lo vendo con todas sus entradas y salidas, usos y costumbres, derechos y servidumbres, con todo lo anexo y perteneciente, que por una parte linda con Hato de Doña Francisca Pimentel nombrado San Jerónimo y por la otra parte con el Hato de Mata Hambre que al presente es mío y por la otra parte de arriba con tierras de Sabana Grande, por el precio de Cuatrocientos y cincuenta pesos de a ocho reales de plata, y declaro que tengo recibido de Vos el dicho Juan Navarro ese precio y que me hice cargo de paga! por dicho Capitán Don Bemabé Páez al cura Vicario Don Juan RenfIgio que al presente lo es de la Iglesia Parroquial de esta ciudad y como tal Capellán de las Capellanías que en ella están fundadas que se las debía dicho Capitán Bemabé Páez y porque la paga en demasía de dichos trescientos cincuenta pesos nos parece os habéis de obligar vos el dicho Juan Navarro a sacarme paz y salvo con dicho Cura y Vicario de dichos trescientos cincuenta pesos de principal y sus réditos dentro de dos meses, y declaro SE" su valor de dichos sitios y monterías dichos cuatrocientos cincuenta pesos con las dichas treinta y dos reses, y si algo más vale o valer puedan, de la demasía y más valores hago gracia y donación pura, mera, perfecta e iI Tevocabloque el derecho llama Intervivos acerca de lo cual renuncio a la ley del Ordenamiento Real hecho en las Cortes de AlcaIa de Henares por el esclarecido Rey Don Alonso Osmio del gloriosa memoria, que hablan en razón de las cosas que se compran o venden por las o menos de la mitad o tercera parte de su valor y justo precio según y como en dichas leyes se contiene, y desde hoy día y hora de la fecha en adelante me desisto y aparto de la tenencia, posesión y señorío que sobre ellas tenia, en el de dicho Juan Navarro, para que lo haya y posea por suyo propio, como cosa suya propia adquirida con buena fe como estos sitios lo son y por esta presente carta le doy poder y facultad para que por su propia autoridad sin licencia y consentimiento de ninguna justicia y sin por ello caer e incurrir en pena alguna, desde luego pueda entrar, tomar y aprehender la tenencia, posesión, propiedad y señorío de dichas tierras, y como vendedor me obligo a la evicción y saneamiento de dichos sitios de tal manera que os sea ciertos y seguro y de paz, y si pleito os saliere por esta presente carta me obligo a salir y saldría ellos frente a terceros, de que por su parte me fuere requerido en mi persona o en las casas de mi morada, y lo seguiré y feneceré y acabaré a mi propio costo y misión, de tal manera como vos el dicho Juan Navarro libre y pacíficamente y sin costa alguna y si así no lo hiciere e cumpliere por no querer o poder, que yo sea obligado y me obligo a restituiros nuestros cien palos que en cuenta de ello me habéis dado y me obligaré al principal y réditos de dichos trescientos cincuenta pesos con más todas las costas, daños, menoscabos e intereses que la dicha razón se le siguieren y creciesen sin pleito ni contienda alguna, so pena del doble y costas por pago de evicción y cumplimiento de ello y por esta carta presente, doy y otorgo poder cumplido a todos y cualesquiera jueces y justicias del Rey Nuestro Señor de cualquier parte y lugar que sean ante quien esta escritura fuese presentada y de ello y lo que en ella contenido se pidiere y demandase entero cumplimiento de justicias, fueros y jurisdicción, de los cuales y cada una de ellas me someto con la dicha mi persona y bienes, renunciado como expresamente renuncio a mi propio fuero, domicilio y vecindad y sobre ello la Ley Cireunvenieere de Jurisdicciones Onium Judicam y las nuevas pragmáticas de las sumisiones como en ellas se contiene, para que las dichas justicias me compelan y apremien a lo así cumplir, para guardar y haber por firme como dicho es, como si fuere por sentencia definitiva por juez competente por mi pedimento consentida y no apelada y del todo pasada como cosa juzgada en firme, por lo cual renuncio a cualquier ley, fueros y derechos que hayan en mí favor y ayuda, para que no me valgan en juicio ni en fuero, en especial la ley y regla de derecho que se dice de general renunciación de las leyes facha no valen, y asimismo se obliga el dicho Juan Navarro a sacar a paz y a salvo al dicho Capitán Joseph Mejía del principal Y réditos de dichos trescientos y cincuenta pesos dentro de los dos meses. En testimonio de lo cual se otorga la presente Carta de Venta ante mí el presente  Alcalde Ordinario y los testigos, en defecto de escribano que es hecha en esta ciudad a veinte y dos días del mes de abril de mil seiscientos y noventa y nueve años siendo testigos Juan de los Reyes, Domingo Mejía y Domingo del Castillo, vecinos y estantes de esa ciudad y lo firmaron de sus nombres a quien yo el dicho Alcalde doy fe que conozco y filmo con ellos. Ante mí, Luis Sánchez, Alcalde Ordinario, Joseph Mejía, a ruego de Juan Navarro, Domingo Mejía.

Juan Bosch. Composición social dominicana
En la línea fronteriza entre Haití y Santo Domingo hay personas que poseen gran cantidad de tierra y de caoba. Ellos están esperando la anexión para vendérselas algunas personas que puedan comprárselas. Ellos no pueden vendérsela(s) a las personas que viven aquí porque éstas no tienen dinero con que pagarla" (Marrero Aristy, ob. cit., Vol.II, pág. 195, 505). En la misma obra hay varias referencias a los llamados "terrenos comuneros" que era una forma muy generalizada de propiedad pre capitalista.
La posesión de tierras con títulos legales fue una de las preocupaciones de los capitalistas norteamericanos que tenían ingenios de azúcar en el país, y para eso se requería un gobierno dominicano cooperador debido a que entre las medidas indispensables para dar garantías a esos inversionistas una era acabar con la propiedad colectiva o terrenos comuneros y la otra era entregar tierras del Estado a los ingenios. En 1907 se estableci6 la obligaci6n de mensurar los terrenos comuneros para hacer particiones y en 1911 se votó la Ley de Concesiones Agrícolas. Según la sintetiza Knight, esa leyera un escándalo. Dice Knight (págs. 61-3); "Uno de los prop6sitos por los cuales se trató de simplificar los procedimientos divisorios, fue el de impulsar la adquisici6n de terrenos por grupos extranjeros, especialmente por los azucareros, para que éstos comenzaran a actuar de acuerdo con la "Ley de Concesiones Agrícolas" de 1911. Se le permitía a un concesionario, conforme a esta ley, levantar factorías; construir y mantener carreteras, ferrocarriles, puentes y muelles; mejorar puertos y ríos. Apropiarse agua para irrigación y hacer las construcciones necesarias incluyendo canales: operar barcos y remolcadores de nacionalidad extranjera; instalar vías telefónicas y telegráficas, estaciones inalámbricas y plantas eléctricas, con la estipulaci6n de que no debían vender corriente sin la autorización del Ejecutivo. Los productos de esas empresas estaban exonerados de derechos de exportaci6n durante ocho años, y los impuestos vigentes no podrían ser aumentados dentro de un plazo de veinticinco años. Los impuestos municipales fueron limitados al 2 por %, advalorem. Los buques o lanchas sólo pagaban la mitad de los derechos de puerto en vigencia. Los derechos de aduana sobre las maquinarias para tales empresas quedaran reducidos al 50 por ciento, por medio del descuento del papel sellado para el efecto". Como se advierte, esa ley daba a los inversionistas extranjeros poderes prácticamente absolutos, tantos como los que podían tener sobre una pequeña isla desierta que se hallara en medio del mar sin estar bajo el amparo de una nación. Dentro de su propiedad, los inversionistas eran gobiernos sin restricciones. Es claro que medidas como ésas tenían que hacer de Ramón Cáceres un modelo de gobernantes latinoamericanos los ojos de los funcionarios de los Estados Unidos.
Jorge Ibarra Cuesta. De súbditos a ciudadanos siglos XVII-XIX. Vol.220
Sucedió que para La Española se dictó en 1550 una Real Orden que limitó la provisión real de 1541 a un radio aproximado de 10 leguas en torno a la ciudad de Santo Domingo y que además estipuló que los derechos de la comunidad de pastos no debían perjudicar a terceros. No obstante, Goudreau y Giusti consideran que con toda probabilidad la comunidad de pastos se extendió a toda la isla. A su modo de ver, en La Española «se desarrollaría el régimen de terrenos comuneros más extendido y más importante de toda América» (Michel J. Godreau y Juan A. Giusti, «Las concesiones de la Corona», San Juan de Puerto Rico, 1993, p. 15.),  Al parecer estos estudiosos se refieren al hecho de que el régimen de haciendas comuneras dominicanas —por el que los herederos de un hatero disponían de los pesos de posesión de la tierra, pudiendo sus ganados apacentar libremente en todo el terreno de la hacienda— estaba muy extendido en la isla, pero no a que existiera libertad de pastar los ganados en cualquier hato, corral o sitio del territorio insular. Es en ese sentido que el historiador del derecho dominicano Wenceslao Vega identifica a los «terrenos comuneros» con las haciendas comuneras, en las que los poseedores, miembros de una familia terrateniente, se repartían el hato en pesos de posesión. La posesión de cualesquiera cantidades de «pesos» sobre una hacienda daba los mismos derechos de utilización de su conjunto de bosques, pastos y aguas. Las extensiones de tierra que se consideraban generalmente objeto de apropiación privada eran las que los propietarios de los pesos de posesión cercaban a los efectos de cultivar productos agrícolas o bien para ser usadas como corral de sus ganados. Un peso de posesión en una hacienda comunera no guardaba relación alguna con su área, sino que representaba más bien una parte alícuota del área total original de la hacienda.
En Puerto Rico los intereses en juego no eran de tanta envergadura, por lo que se procedió a aplicar la disposición real sin mayores contemplaciones. Aun cuando el sistema comunero de propiedad de la tierra constituía un anacronismo, la modernización borbónica estaba orientada a propiciar el establecimiento de un régimen de plantaciones a gran escala, el cual se basaba en la explotación brutal del esclavo y en relaciones de dependencia que favorecían la apropiación del excedente insular por el capital comercial español y el Estado colonial. El proyecto borbónico del XVIII de demoler las haciendas terratenientes y destruir el poder político del patriciado criollo a fin de favorecer la creación de plantaciones esclavistas en gran escala que fueran financiadas por el capital comercial español constituía la base de una modernización colonialista caracterizada por vínculos de dependencia estrechos y despóticos. Las disposiciones coloniales contra los cabildos de las posesiones insulares hispánicas tomaron formas inéditas cuando desde el siglo xvi favorecieron el asentamiento de colonos en las haciendas del patriciado terrateniente. El designio de la metrópolis era estimular la agricultura comercial con la finalidad de aumentar los ingresos del fisco. La Real Provisión de 1541, dictada por Carlos v, declaró que todas las tierras que no estuvieran en cultivo, incluyendo montes y pastos, serían de uso común. Esos terrenos no podían ser retenidos en calidad de propiedad privada; tampoco podían las autoridades coloniales o los cabildos cederlos en usufructo privado. La disposición real convertía a Puerto Rico en un hato comunero: los ganaderos podían hacer que sus reses pastasen libremente en cualquier lugar de la isla. La medida tendía a menoscabar el poder de los cabildos y de los señores de hacienda a la vez que estimulaba el asentamiento de una numerosa población de colonos como estancieros.
José Abreu Cardet y Luis Álvarez López. Guerras de liberación en el Caribe hispano (1863-1878). Vol.193
A pesar de los obstáculos propios de una economía mercantil agraria atrasada, producción limitada, carencia de fuerza de trabajo estable, demanda solvente raquítica, primitivos instrumentos de producción, y la existencia de los terrenos comuneros que hacían posible el acceso a la tierra del campesinado(aún con poco de capital), explican las dificultades para el desarrollo de una agricultura comercial. Sin embargo, la población estaba muy bien adaptada a su medio ecológico, pues la producción de los renglones más dinámicos de la economía se fue incrementando en las diferentes regiones, así como su comercialización internacional. Las características propias de la economía del hato todavía estaban presentes: vinculación mínima con el mercado, la existencia del conuco como unidad básica de producción para la subsistencia, la existencia de una limitada fuerza de trabajo con fácil acceso a la tierra por la existencia de los terrenos comuneros, primitivismo tecnológico y aprovechamiento extensivo de la tierra. 
La combinación de una agricultura atrasada basada en primitivos instrumentos de producción como la coa y el machete y un sistema de tenencia de la tierra que le daba acceso a la misma a gran parte del campesinado. Terrenos comuneros, y la existencia de una población pequeña constituyeron obstáculos insuperables para el surgimiento de una economía de plantación en el período posterior a la Revolución haitiana. La independencia política de la República Dominicana y el surgimiento del Estado dominicano no varió en lo absoluto esta situación. Las condiciones descritas condujeron al campesinado a integrarse lentamente a la economía de mercado. La carencia de un sistema eficiente de transportación, débil integración al mercado internacional, la carencia de capitales y de un mercado nacional, explica por qué la economía dominicana era más atrasada que la de Cuba y Puerto Rico.
La economía de subsistencia descansaba sobre los hombros de un campesinado independiente con acceso a la tierra. La existencia de los terrenos comuneros permitía el acceso del campesinado a la tierra, a pesar de estos no poseer la propiedad de la misma. La baja densidad de la población, la abundancia de las tierras, la precariedad de los mercados y los primitivos medios de transportación caracterizaban a la endeble economía dominicana. El abandono de dominicana en 1865, luego de la aventura anexionista, fue menos traumático para la metrópoli que el de Cuba.
Pedro Mir. La noción de periodo en la historia dominicana (Tomo 1).  Vol.195
De ellas la más importante es la institución de los TERRENOS COMUNEROS, un fenómeno tanto jurídico como histórico peculiar y privativo de la historia dominicana, totalmente libre de antecedentes en la colonización española, resultante de la absorción de elementos de la propiedad privada por la comunidad territorial surgida de las Devastaciones, a raíz de los intercambios clandestinos que una suerte de extraña dependencia mutua impone entre ambas colonias y que alcanzan su plenitud a fines del Siglo XVIII. El hecho fundamental es que, a despecho de los esfuerzos tardíos de los españoles, deslumbrados por el éxito francés en el sentido de implantar el sistema de plantaciones, el sistema comunero conservaba todo su vigor, permitiendo a todos los habitantes de esta parte sin excepción alguna, incluyendo a los antiguos esclavos, el disfrute de las tierras en un plano de libertad ilimitada, inclusive racial, que explica por sí sola la resistencia popular a la parcelación de las tierras como expresión de la propiedad privada. El grito emancipador de aquella parte no podía encontrar un eco muy profundo en esta parte. Ni los unos ni los otros podían comprender a su vecino. 
El haitiano era incapaz de comprender por qué el esclavo dominicano no iba a Haití en busca de su libertad. El dominicano tampoco era capaz de comprender por qué debía buscar en la otra parte una libertad de la que no se sentía privado en ésta. O al menos en grado tal que pusiera en opción su vida. Se da así, en el limitado territorio de la Isla de Santo Domingo, el fenómeno singular de que la lucha por la independencia burguesa sea dirigida en una tercera parte de ella por esclavos y en las dos terceras restantes por campesinos ligados a un régimen de propiedad común de las tierras –los TERRENOS COMUNEROS– y hostiles a la propiedad privada.  Pero no de manera universal. La naturaleza peculiar del sistema comunero impulsaba el desarrollo de tendencias contradictorias, en la medida en que las formas propias de los cultivos, aproximaban o distanciaban la influencia de la propiedad privada. En esa virtud se advertían ciertos matices entre los terratenientes del país, aunque la misma noción de «terrateniente», que será utilizada copiosamente para fines prácticos en este trabajo, tiene una connotación peculiar dentro del sistema comunero, toda vez que la noción de propiedad, equivalente a posesión, despoja al latifundio de todo sentido, de modo que debe entenderse en su sentido etimológico de tenencia de la tierra, cualquiera que sea la modalidad de esa tenencia. Tres grupos de terratenientes prevalecen en la práctica productiva del país: 

• Los «hateros» del Este, consagrados a la cría de ganado y el corte de maderas, intensamente partidarios de la comunidad territorial debido a la naturaleza particularmente favorable de este sistema para la crianza sin cortapisas y el corte indiscriminado de los árboles.

• Los «tabacaleros» del Cibao (o del Norte), el ala más progresista de los terratenientes, partidarios fervientes de la parcelación de las tierras, tanto por la forma de su mercadeo como por la delicadeza de la planta, hostil a la depredación tanto animal como humana que permitía el sistema comunero. 

• Los «azucareros» del Sur, comprendida la Capital, el sector más conciliador de los agricultores, partidarios en no pequeña medida de la indeterminación de la propiedad de las tierras y al mismo tiempo de la propiedad privada, por la naturaleza híbrida de la producción azucarera, a la vez industrial y agraria, históricamente vinculada a la explotación esclavista.  
Dos de ellas partidarias de la parcelación de las tierras: 

a)  Una tendencia pro-haitiana, activa en la región norteña, obviamente favorecida por los tabacaleros y que supone un entendimiento con los dirigentes del país vecino; 
b)  Una tendencia pro-francesa, activa en la región sureña, simpática a los azucareros del Sur y que favorece los proyectos del Gobernador de la Martinica contra Haití a cambio del poder.

Las otras dos, partidarias de la supervivencia de los terrenos comuneros: 

c)  Una tendencia pro-española, activa entre los hateros del Este y que se apoya en el Gobernador de Puerto Rico; y por fin, 
d)  una tendencia pro-colombiana, totalmente fuera de contexto, quizá destinada a servir de cortina de humo a la tendencia francesa debido al respeto a la capacidad militar de los haitianos, y que cuenta no muy candorosamente con el supuesto apoyo de Bolívar y la Gran Colombia.
A consecuencia del paso en falso de Boyer, la causa de los terrenos comuneros, cuya parcelación, en la dirección histórica correcta, era al mismo tiempo sustentada por los agricultores Cibaeños y por la política de Haití, se convierte automáticamente en la causa del rescate de la independencia CONTRA Haití en lugar de su consolidación y afianzamiento contra Europa.  Los 22 años exactos que dura esta situación, de febrero de 1822 a febrero de 1844, inauguran una nueva fase en la lucha del sistema comunero por su supervivencia. Las zonas en las que fueron parceladas las tierras pusieron en evidencia sus excelencias productivas y su corrección histórica haciendo posible el restablecimiento de la economía. Se reavivó el comercio. Una porción considerable de políticos y de intelectuales, a pesar de la clausura de la Universidad y la presión de la lengua extraña, se plegó a la situación.La otra es Pedro Santana, quien recogerá la línea de la defensa de los terrenos comuneros, caracterizada por su resistencia a la significación burguesa de la independencia, dentro de la tradición inaugurada por Juan Sánchez Ramírez en 1809, y que se funde y confunde con la lucha por la independencia debido a la intromisión del poder haitiano en el proceso. Santana procede de las más profundas fibras del sistema comunero. 
Su padre fue soldado destacado en Palo Hincado a las órdenes de Juan Sánchez Ramírez por quien manifestará una devoción que el hijo conservará y glorificará en el futuro. Él mismo posee una buena hacienda en el Este, explotada en común con su hermano gemelo y sus peones.En esta circunstancia se manifiesta la debilidad de las fuerzas de orientación burguesa que prevalecen en el país y el peso que conservan en la dirección de los destinos nacionales aquellas otras que se aglutinan en torno a los terrenos comuneros.No tardará en ser derrocado y en volver por quinta vez a ocupar ese elevado cargo para sucumbir por fin, en un dorado exilio, después de un proyecto de anexión a Estados Unidos que se frustró en el último momento y con el cual, y con la denominada GUERRA DE LOS SEIS AÑOS, a que dio origen, concluye, en los últimos días del año de 1873, la agitada dominación de los azucareros del Sur acaudillados por Báez, así como el prolongado período del predominio del caudillismo, impuesto por un sistema de fuerzas sociales e históricas aglutinadas en torno al sistema ancestral de los terrenos comuneros. 

Los dos años de euforia nacional que siguen a 1874, cantados por el esto vibrante y genuino de Salomé, la cantora profética en cuya voz encontró su camino el viejo ideal de la independencia pura y simple con todos sus atributos burgueses, fueron suficientes para articular las nuevas fuerzas políticas encargadas de sustituir a las estructuras económicas arcaicas. Ya conocemos el nombre de estas estructuras: se llaman los terrenos comuneros.
El origen de la Intervención Militar de 1916 y del régimen establecido por el Generalísimo Trujillo en 1930, tienen un profundo vínculo común: el sistema de propiedad tradicional de las tierras, conocido desde el primer silabeo de este relato como los terrenos comuneros. En 1916 no se trata ya de la hegemonía de los terrenos comuneros en el poder, puesto que sus grandes caudillos han pasado a la historia. Se trata ahora de una vieja contradicción que palpita en sus entrañas y, en cuya virtud, se confunde la resistencia de los terrenos comuneros a desaparecer, con la resistencia nacional. La resistencia más porfiada, y tenaz, la más mortificante y comprometedora, la que más daño hizo a la Intervención en el exterior y la que exacerbó más los ánimos en el interior, fue la que los «terrenos comuneros» le presentaron al «marine» y a los planificadores del régimen.  De todos los pasos emprendidos por la Intervención norteamericana –creación de la Guardia Nacional, desarticulación de los grupos políticos tradicionales, eliminación de los antiguos caudillos vinculados a las potencias extranjeras que le eran adversas, así como la emancipación del tesoro público respecto de los intereses de facciones, etc.– el más importante y de significación histórica más profunda y fundamental, fue la eliminación compulsiva y no pocas veces sangrienta, del sistema de producción agraria basada en los terrenos comuneros, medida por la cual clamaba la industria azucarera, creada a fines del siglo anterior.  La ilustración más dramática de la resistencia la ofrecen los peyorativamente denominados gavilleros, que luchan en la zona de concentración de los ingenios de azúcar en el Este, no lejos de las llanuras donde el pueblo dominicano inauguró sus esencias nacionales con la batalla de PALO HINCADO, y donde ahora el «hato» antiguo se ve forzado a encarar su Waterloo contra el flamante latifundio azucarero. Una y otra vez la causa del honor nacional se ve comprometida contradictoriamente en la defensa de los terrenos comuneros.  Las hazañas de los gavilleros no pudieron impedir la implantación en 1920 del SISTEMA TORRENS, o de registro de la propiedad inmobiliaria, debidamente acompañado de un severo Tribunal de Tierras, como solución radical y definitiva de la indefinición territorial que perpetuaban los terrenos comuneros en nuestro país.
Sin embargo, por impedir que el fantasma de los terrenos comuneros pudiera abandonar su tumba, fue necesario imponer una férrea dictadura, que tocó en misión a Trujillo, entonces el joven teniente que se había calificado en las acciones decisivas contra los «gavilleros» orientales. La formidable dictadura encarnada en él y que tiene este fundamento histórico, liga su destino a la hegemonía de la casa Morgan en la economía norteamericana. Las tres décadas que agota se explican de ese modo y al mismo tiempo explican ese período histórico. Pero el fantasma de los terrenos comuneros deambulaba aún por estas tierras. En 1963 se articula un proyecto de Constitución en uno de cuyos artículos se establece la prohibición de adquirir la propiedad de tierras a los extranjeros. La elección del escritor Juan Bosch al poder poco después, significa la implantación y la ejecución de este precepto, que no le admite más de siete meses en la más alta magistratura del Estado. El Código laboral se enfrentaba a otra situación igualmente compleja y sin duda mucho más difícil de resolver. Era el de la mayoría impresionante de antiguos descendientes de esclavos que vivían en los campos más o menos sumergidos en el sistema ancestral de los terrenos comuneros. Es indudable que, siendo ésta la forma predominante de la agricultura, la inmensa mayoría de ellos se encontraran allí. No hay referencias concretas acerca del sistema en el Código a pesar de que era el obstáculo fundamental al cual tenía que enfrentarse. Pero las disposiciones que lo afectaban estaban presentes en diversos preceptos, y particularmente en aquellos que se referían a los hacendados celadores en su CAPÍTULO QUINTO. Ya la Ley 8, última del capítulo anterior y que anuncia a éste, dispone que:…todo vividor, esclavo o libre que no tuviere para la sazón y tiempo respectivos de cada especie de frutos competentes labranzas de él, cercadas y sembradas en la forma regular de la agricultura, será destinado por providencia a servir en alguna de las haciendas del mismo partido, por un jornal diario, obligado a salir a la plaza para este efecto…Y, como que las puertas para este jornal diario se encontraban cerradas en todas partes, se suponía que la única posibilidad abierta era la de la Esclavitud. La naturaleza absurda de este conjunto de disposiciones residía en que, se echaban las bases para poner a disposición de la industria azucarera los 15 mil esclavos potenciales, que constituían la población de esta parte, pero solamente existían 19 ingenios y 19 trapiches rudimentarios para absorberla. La cesión gentil de España a Francia en 1795 condenó el Código Negro Carolino a dormir el sueño eterno en los Archivos de La Habana. Unos años antes, justamente el año de la explosión revolucionaria en Francia, 1789, la Corona preparó un expediente para el reglamento de esclavos en todas las Indias, en el cual figuraban estos documentos y se incluía LA IDEA DEL VALOR DE LA ISLA ESPAÑOLA de Sánchez Valverde, pero el Código Carolino estaba ya condenado a ser disfrutado por las polillas habaneras. No debe, pues, sorprender que, al escarbar en sus más recónditos orígenes, se descubra una institución histórica completamente original en sus formas, inaudita en sus antecedentes y totalmente desligada del programa colonizador de los europeos en esta parte del mundo. Esta institución, que se conoce como los terrenos comuneros debido a que constituye una forma de propiedad privada incrustada en la propiedad comunitaria de las tierras, o a la inversa, representa un caso único en el sistema de propiedad territorial en todo el Continente, si se tiene en cuenta que se manifiesta como el fundamento de toda la sociedad y no de una parte de ella. Otros casos ha habido de fundación original del sistema de propiedad de las tierras de un grupo, de una zona, de una colectividad racial o religiosa, que convive con el ordenamiento nacional establecido por el Estado. Tal sería el caso de los cimarrones de Haití y Cuba, de los ayllus que menciona Mariátegui en Perú, de los mormones y de las mismas pieles rojas en Estados Unidos y muchos casos conocidos. Pero la originalidad de los terrenos comuneros de Santo Domingo consiste en que toda la sociedad se organiza en estos términos y se convierte así en la base histórica absoluta, la que ha de constituir la vertebración histórica fundamental de toda la historia del país. Este caso es único en el Nuevo Mundo. Y la razón es que las DEVASTACIONES de 1605 y 1606, de donde esta institución insólita se desprenden, es también un caso único en el Nuevo Mundo. El Profesor Ots Capdequi, una autoridad reconocida en esta materia, declaraba en un cursillo que dictó en 1944, recogido en volumen con el título de EL RÉGIMEN DE LA TIERRA EN LA AMÉRICA ESPAÑOLA DURANTE EL PERÍODO COLONIAL, que algunas conversaciones universitarias le habían hecho ver la importancia peculiar que para el estudio de los orígenes históricos de los bienes comuneros puede tener en Santo Domingo este texto legal: que los pastos, montes, aguas y términos sean comunes… (Ots Capdequi, José M. El régimen de la tierra en la América española; Santo Domingo, 1946, página 95).Pero no se percató de un hecho fundamental. Es verdad que se disculpaba de una manera muy honrosa: Me habréis de perdonar si por el momento yo no insisto sobre el particular, porque mi conciencia profesional me impide abandonarme demasiado por un terreno que no puedo pisar todavía con la suficiente firmeza. Ese hecho fundamental es que el sistema de los terrenos comuneros, o bienes comuneros como él prefiere llamarles, no fue una institución que apareció en Santo Domingo por obra de la legislación española ni de ninguna otra legislación sino que fue el resultado de un proceso que brotó de las DEVASTACIONES del Siglo XVII, como un producto espontáneo de la población, en el marco de la total indiferencia de la legislación metropolitana, que es otro hecho a tomar en cuenta, respecto de su colonia inaugural. Por eso, al abordar su cursillo, el Profesor Ots Capdequi trató de orientarse en los antecedentes legislativos de la Madre Patria, apelando a la RECOPILACIóN DE LAS LEYES DE INDIAS de 1680, donde aparecen las disposiciones dictadas para Santo Domingo durante el Siglo xvi. Por tanto, esas disposiciones no reflejaban la situación real del Siglo xvii que, por otra parte, se producía al margen de la ley y exclusivamente insertada en la costumbre.
Sin embargo, Ots Capdequi admitió la necesidad de estudiar el problema desde otras perspectivas: Yo creo que para poder penetrar en el verdadero alcance jurídico y en las consecuencias de esta disposición es necesario realizar investigaciones de historia económica y de geografía económica, porque seguramente circunstancias de este tipo que aquí se dieron y en otras partes faltaron, o por lo menos no se dieron tan acusadamente, pueden darnos la clave de esa modalidad típica de Santo Domingo en orden a los bienes llamados ‘comuneros’.La clave de esa modalidad típica de Santo Domingo es también una clave típica de Santo Domingo. De otro modo, siguiendo por ejemplo los cauces de la legislación española en América, los terrenos comuneros dejarían de ser eso que el propio profesor español intuye: una institución única en el Nuevo Mundo y peculiar del proceso histórico de Santo Domingo. Nosotros vamos a continuar la búsqueda de las modalidades de ese proceso en su desarrollo histórico, inmediatamente. De La «sociedad hatera» a La «sociedad comunera». Esta criatura de la catástrofe que es el hato del Siglo xvii, conservó sus más puras esencias comunitarias durante todo el siglo que le vio nacer, pero en el curso del siglo siguiente recibiría la acción continua de la propiedad privada, a través de múltiples intercambios comerciales con una colonia vecina, y sufriría un trastorno en su configuración ancestral, dando origen a una institución nueva: los terrenos comuneros. Las primeras incursiones extranjeras sobre el territorio, en las zonas devastadas y despobladas del litoral, comienzan por los años de 1632, pero es entre 1655 y 1690 cuando se implantan en la parte occidental de esta Isla los establecimientos franceses firmes que van a convertirla en un emporio de fabulosas riquezas de aquel lado. Estas fechas las establece Delmonte en base a un libro de un viajero inglés, el capitán Roberto Boile, quien afirma que en la época de su visita a Santo Domingo «van formando los franceses algunas plantaciones en la Isla en terrenos que se han ido apropiando poco a poco…» Ya en el Siglo xviii esas plantaciones se convierten en un modelo soberbio de explotación del esclavo africano en función de la voracidad del mercado mundial. Y de nuevo va a operar en la parte española, el trasiego de esencias privadas que insufla a la propiedad el intercambio con extranjeros, hecha la salvedad de que ahora el extranjero es relativo, porque sólo será el que mora en la porción occidental de la misma Isla, completamente a espaldas del que viene del océano como en 1605. Pero éste será suficiente para hacer sentir su influencia en la precaria economía heredada de las DEVASTACIONES en esta otra parte de la Isla.Basta recordar que el volumen monetario que llegaba a esta Colonia española por medio del situado de México, de manera irregular, ascendía a 274 mil pesos supuestamente anuales. Mientras que el producto de los intercambios con la colonia francesa redondeaba los tres millones de pesos. Esta suma, realmente considerable para la época y para el determinado país, debía hacer que la comunidad de las tierras, que frenaba cuando no imposibilitaba el desarrollo económico, se viera amenazada en sus más sólidos puntales. Como consecuencia de ese fenómeno, los más activos agentes del intercambio, comenzaron a imponer algunas normas, aunque por vía consuetudinaria, naturalmente, que les permitiera reservarse alguna forma de propiedad privada en el marco de la comunidad territorial ya secularmente establecida. Es así como aparecen las célebres acciones o derechos de tierra, llamadas también pesos de acciones, acciones de pesos o simplemente pesos o acciones de tierra, que reservaban un derecho de uso o usufructo de ciertas cantidades de terrenos para el ejercicio privado de la montería del corte de árboles maderables o de la agricultura, sin afectar la naturaleza común de la propiedad de esas tierras. En ese momento, pues, aparece un elemento monetario como base de los intercambios comerciales, que impregna al hato original del Siglo xvii de elementos característicos de la propiedad privada. Y naturalmente cambia su naturaleza y da origen al hato del Siglo xviii que, más tarde o más temprano, se conocerá en nuestro país con el nombre de TERRENOS COMUNEROS y que alcánzala hasta nuestros días (Alburquerque, Alcibíades: Títulos de los terrenos comuneros en la República Dominicana, Santo Domingo, 1941. Y también Ruiz Tejada, Lic. M. R. Estudio sobre la propiedad inmobiliaria en la República Dominicana, Santo Domingo, 1952 y Hoetinck. H: El pueblo dominicano, Santiago de los Caballeros, Rep. Dom., 1972).

Es el propio Delmonte quien nos presenta el hato en función de este elemento monetario, aunque la descripción que le debemos sólo destaca los aspectos comunales del sistema. Antes de presentarlo, Delmonte pide disculpas por hacer una pequeña digresión para dar alguna idea del sistema agrario que se observaba en LA ESPAÑOLA y por ser estas ocupaciones tan características de los dominicanos. Y lo presenta así: El Hato era una posesión que comprendía el terreno correspondiente a las acciones que se obtenían, llamadas DERECHOS DE TIERRA, en los cuales estaba el dueño facultado a criar cuantos animales quisiera y a apoderarse de los bravíos o alzados… Pero no nos dice más. El resto de su descripción descansa en los aspectos comunitarios de este sistema de producción que, sin lugar a dudas, correspondían al período de mayor pureza de la comunidad primitiva, pero que sufrían ya un proceso de descomposición por el contacto con la intensa naturaleza capitalista del sistema imperante en la colonia vecina. Sánchez Valverde nos da más noticias en su IDEA DEL VALOR. Celebra que para 1780 hayan aparecido Poblaciones y Fábricas que dan Pero la esencia comunitaria de la propiedad de las tierras es tenaz. El hato cambia de nombre pero conserva su apellido comunero, como expresión y defensa de su comunidad ancestral. Este rasgo esencial del hato del Siglo XVII se perfilará en los terrenos comuneros del Siglo XVIII, se conservará durante todo el Siglo XIX y alcanzará un punto bastante lejano durante el Siglo XX.  Para dar una visión que, a la vez que nos dibuje el perfil definitivo de esa institución nos muestre la firmeza de sus rasgos, vamos a hacer provecho de una serie de interrogatorios que llevó a cabo una Comisión del Senado norteamericano que vino al país en 1870, con el propósito de indagar las condiciones sociales, económicas y políticas imperantes, con vistas a una eventual anexión de la República Dominicana a los Estados Unidos de América. Las respuestas parcialmente utilizadas aquí se deben a unos testigos especialmente calificados por la doble circunstancia de ser extranjeros, conocedores de la situación agraria en otros países desde un plano superior de conciencia, y de estar ellos mismos sumergidos en el sistema desde largos años atrás en el país. Juan Cheri Victoria, es un francés de Burdeos, General en la época de Santana (después de 1844), tiene ahora 70 años y es Alcalde de El Maniel y profundo conocedor de las costumbres. 
La Comisión le preguntó: ¿Cuál es el método que tienen ustedes para medir y poseer la tierra? Responde: La tierra aquí no se mide por medio de marcas y guardarrayas para cada propietario, sino que se posee como terrenos comuneros como decimos aquí, es decir en común. Cada uno tiene derecho a su parte, a tantos dólares (pesos), y puede usar cualquier parte o cuadro que esté en los terrenos comuneros, la cual puede ser un cuadro de considerable extensión. Si un hombre tiene quinientos dólares descritos en su escritura y traspaso (hay un salto) tiene derecho a cortar la caobay nadie más tiene ese derecho, pero no tiene derecho a la tierra después que ha sido cortada la caoba. Esto provino de la costumbre de sacar madera y ya se ha convertido en una ley… En este país, después que una persona sale de su casa y abandona su tierra más de un año y la casa se quema y desaparecen las mejoras, otra persona puede ocuparla y considerarla suya… Este método de dividir la tierra que yo he descrito, provino de la costumbre de no medir la tierra por medio de límites o guardarrayas. Una persona compra un derecho o título en un terreno comunero, el cual comprende varias leguas cuadradas, y puede ocupar cualquier parte del terreno o todo el terreno que haya desocupado, no importa la cantidad que sea, con tal que no le toque a la tierra ya mejorada ni a la que está detrás o más allá, de dónde sacan las maderas necesarias. Hay que dejarlos sacar la madera y la leña que necesitan para hacer hervir el guarapo y hacer el azúcar. Esa persona puede tomar la tierra que quiera, pero tiene que ocuparla y utilizarla. Otro francés, nativo de Cherburgo, Augusto Gautier, de 58 años, preguntado: ¿Qué cantidad de tierra tiene Ud. en su finca?.Puede aún dar alguna información atendible. Se le preguntó si la tierra estaba muy parcelada en el país y entre otras cosas responde: Hay aquí un tipo de derecho de propiedad peculiar, llamado comunero, una especie de título de comunidad en que todos los descendientes de algún gran terrateniente poseen una tierra en común, cuyos linderos están bien definidos y dentro de los cuales cada heredero tiene igual derecho que los demás…Gabb, desde luego, no puede desprenderse de sus intensas concepciones de la propiedad privada y, de una manera u otra, contempla la comunidad como una forma de propiedad privada. En general, lo que resulta de estas declaraciones es un hecho sustancial, el carácter comunitario de la propiedad de la tierra, aun cuando se base en la ficción de un causahabiente fantástico y legendario. Estos interrogatorios tuvieron lugar cuando el sistema había atravesado ya un período intenso y prolongado de influencias privadas y ya netamente capitalistas. Sin embargo, conservaban aún su carácter esencial, lo que nos permite suponer que durante el Siglo XVIII, esta naturaleza comunitaria, que de una manera tan profunda impresionó al historiador Delmonte y Tejada, descendiente de hateros del Cibao, conservaba todas sus características. 

La palabra hato es, pues, polivalente. Designa tres calidades distintas: a. el hato del Siglo XVI, obviamente inscrito en la propiedad privada de tónica feudal, aunque manifestando signos de descomposición capitalista; b. el hato del Siglo XVII, netamente caracterizado por sus rasgos comunales y procedente de un instante recolector de la sociedad colonial, desarticulada a raíz de las DEVASTACIONES; y c. el hato del Siglo XVIII, que continúa históricamente al anterior como una etapa superior de desarrollo, por la absorción de rasgos de la propiedad privada y su inserción en la economía monetaria, y que se conoce como el sistema de los terrenos comuneros. La sociedad hatera no ha sido definida, hasta ahora y hasta donde ha sido posible saberlo, en sus rasgos esenciales. Pero aquí se contempla que debemos entender por tal a aquella sociedad que se organiza en torno al régimen de producción propiamente hatero que cubre todo el Siglo xvii. Por tanto no puede reconocerse la sociedad hatera, de naturaleza comunitaria, durante el Siglo xvi donde predominan los rasgos feudales de la metrópoli de origen, ni tampoco durante el Siglo xviii donde la absorción de caracteres de la propiedad privada lo transforman en terrenos comuneros. Por tanto, es en la sociedad hatera donde encontramos el núcleo más remoto y cuya continuidad ininterrumpida desemboca en la sociedad dominicana actual. Más allá encontramos un abismo profundo –las DEVASTACIONES– en cuyas entrañas de fuego se pierde todo vínculo y desaparece todo contacto. Más acá encontramos los terrenos comuneros constituyendo el espinazo del recorrido histórico de los dominicanos.
Otra zona era Santiago, que sin duda se benefició más que ninguna otra región con ese comercio. Santiago producirá anualmente unos $20 mil pesos en tabaco en hoja. Pero también comerciaba con el tabaco elaborado (túbanos), azúcar, café y cacao, y desde luego los productos de la ganadería. Yen todo el resto del país hay hatos para cría de ganado, principalmente vacuno y caballar. Esta industria es tan lucrativa que las carnicerías de la parte francesa no tendrán otro surtimiento, ni sus habitantes otro paraje para la adquisición de mulas y caballos necesarios para la conducción de sus cosechas… En torno a ese tipo de producción y de intereses, se constituía una tercera zona en la región más oriental de esta parte de la Isla, la más alejada del centro de operaciones comerciales y, por esa razón, la más desvalida y concentrada en su pasado secular. Esta estructura tripartita del desenvolvimiento económico, nacida al calor de los intercambios con el oeste, debía penetrar muy profundamente en el curso histórico y ejercer una influencia perdurable. Inclusive llegaría a infundir, con el paso de los tiempos y de las circunstancias, tres estilos distintos de interpretación del destino común. De hecho, nunca desaparecería totalmente de la fisonomía histórica dominicana, lo que explica la naturaleza de la influencia que los «terrenos comuneros» imprimían en la vida nacional, porque toda la producción arrancaba del hecho fundamental del sistema comunitario de propiedad de las tierras.  De manera que tenemos en D. Juan Sánchez Ramírez un terrateniente típico. Al consignar que había sido Comandante de Armas y Alcalde, ordinario de su villa natal de Cotuí, Fr. Cipriano de Utrera comenta: Y está demás la mera enunciación de terrateniente porque aquel oficio de República, no se daba nunca a los privados de bienes de fortuna… Pero también sabemos que el Caudillo, que posee tierras de montería en el Junco y cortes de madera en Macao, se ubica inequívocamente en la clase de los hateros del Este, a la que pertenecía por la naturaleza y la ubicación de sus intereses, y respecto de la cual él actuaba como portavoz y como intérprete. El núcleo de esta política aparentemente conservadora, pero que en el fondo es activa y violenta, gira en torno a la propiedad de las tierras. Concretamente gira en torno al destino de la propiedad comunitaria de los «hatos», que constituye la tradición más profundamente arraigada entre los terratenientes orientales y que se encontraba amenazada en esos momentos por la tendencia histórica. La presión de esa tendencia, impulsada y encarnada en la Revolución francesa, se revelaba ya claramente opuesta y hostil a la forma de producción basada en la propiedad comunitaria, que frenaba el desarrollo de la burguesía capitalista, y mostraba su filo revolucionario en dirección de la emancipación de las tierras por la vía de la parcelación de los terrenos comuneros en Santo Domingo, y la eventual desaparición de los hatos. Partiendo de esa óptica, toda la política de los «hateros» va dirigida a combatir y si es posible a destruir en sus más hondas raíces a los portadores de esa tendencia histórica, con un encono y con una firmeza que sólo se explica por las implicaciones que conlleva para toda esaclase social. Es indudable que las numerosas voces que se acercaban al oído de Sánchez Ramírez para impulsar sus actitudes y solidarizarse con sus consecuencias, creaban en él las respuestas emocionales que objetivamente reconocemos como obstinación y otras peculiaridades de su carácter. Pero en el fondo se trata de una violencia colectiva que se va a revelar en diversos aspectos, en el marco de la situación creada en el país por los acontecimientos del 2 de mayo en España.
Los terratenientes del Sur, por su parte, se dedicaban al cultivo del café –el propio Ciriaco era un hacendado cafetalero– y al de la caña de azúcar, que exigían un trabajo directo, una cierta ciencia y una técnica por primitivas que fueran. Esa diferencia en la naturaleza de la actividad económica de ambos sectores determina una actitud distinta respecto a la naturaleza de la propiedad de los terrenos comuneros que, a su vez, imprime su carácter a las concepciones políticas de ambos. Para los criadores es cuestión de vida o muerte la supervivencia de la comunidad territorial que les permite la montería libre, el ganado y la búsqueda de los árboles adecuados para el corte. Pero a los cultivadores les conviene la cerca, que protege sus siembras de la incursión devoradora del ganado. Y el mismo azucarero se inclina naturalmente a la propiedad privada de las tierras, aunque eventualmente se beneficie de la comunidad territorial. Estos dos sectores entran automáticamente en contradicción cuando los azares de la vida pública traen al primer plano el problema de la supervivencia de la indefinición de la propiedad en el sistema de los terrenos comuneros. Sánchez Ramírez objetiva de manera inmisericorde la actitud del hatero del Este contra el cultivador Ciriaco, del Sur. Y se muestra implacable… Así, con los mismos fundamentos, se explica la misión patriótica que lleva a Sánchez Ramírez a convertirse en un Caudillo en la lucha por la expulsión de la dominación francesa y en un abanderado incondicional del retorno de la dominación española. En la misma medida en que los franceses, sea cual sea su papel opresor en Santo Domingo, son los portadores de la tendencia burguesa hacia la parcelación de los terrenos comuneros y en consecuencia de la destrucción y el hundimiento de la economía hatera, encontrarán en Sánchez Ramírez y sus correligionarios un enemigo a muerte, mientras que España será vista por ellos como un símbolo, no del pasado como realmente debe ser vista, sino del futuro precario de los terrenos comuneros, y como garantía de su supervivencia eterna. Yo voy imitando a España. Tuyo, Sánchez, así terminaba el Caudillo, sin que viniera a cuento, una carta que dirigía a José Joaquín del Monte en mayo de 1809, sobre asuntos diarios de la guerra. (Carta de Sánchez Ramírez a José Joaquín del Monte a 27 de mayo de 1809. Diario de la reconquista. Documento 82). Los cultivadores, por el contrario, no tienen que verse necesariamente afectados por la tendencia francesa ni favorecidos por la tendencia española. Y no es por casualidad que Pablo Báez, el padre del hijo, connotado azucarero del Sur, intrigara en favor de los franceses, siendo español, traidor a su nación, como lo calificaba Huber ante sus jueces españoles. Pero no pudo calificarlo de traidor a sus intereses…
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La anexión a la Gran Colombia (1821): El fracaso de la anexión a España –en el orden político, económico, social e inclusive moral (por el descrédito de los terratenientes nativos que la auspiciaron), plantea una doble salida: Esta disyuntiva domina los acontecimientos del ciclo republicano y, contemplada desde nuestra época, permite observar: 
1-Que la independencia nacional no se presenta desde el primer momento como una realidad acabada, claramente definida en sus formas y su contenido en razón de la ausencia de una burguesía suficientemente desarrollada y vigorosa, capaz de sustentar a sus ideólogos y portavoces frente al embate de sus enemigos. La independencia se presenta como un ideal borroso cuyos contornos deberán definirse sobre la marcha, tanto en sus fundamentos teóricos como en los instrumentos que deben hacer posible y viable la República. 
2-Que la conducta de los patrocinadores de la anexión, determinada por la incertidumbre respecto al destino que la independenciales reserva a los terrenos comuneros, consiste en impedirla por cualquier medio o apoderarse de su dirección a fin de salvar desde dentro la perpetuidad del sistema de la propiedad común de las tierras.El problema surge de la circunstancia de que en Santo Domingo la tenencia de la tierra es de naturaleza comunitaria, o dotada con una fuerte gravitación de la propiedad común sobre la propiedad privada. Precisamente, el rasgo que caracteriza el problema de las tierras y que comienza a agudizarse en el período que observamos, es la contradicción producida en toda la sociedad por la inclinación de ciertos sectores hacia el desarrollo de la propiedad privada y el consiguiente desarrollo en dirección capitalista, y la resistencia por parte de otros sectores, interesados en conservar la indeterminación de la propiedad que es característica del régimen comunero, frenando el desarrollo de la inversión de capitales. Tanto la crianza de ganado como el corte de la caoba y la fabricación de azúcar, que constituían el grueso de la producción económica de entonces, requieren grandes extensiones de terreno, unos para el pastoreo de los animales, otros para el aprovechamiento de la caoba, cuyas unidades no se concentran en parcelas delimitadas, sino que hay que buscar los árboles allí donde los ha sembrado el azar por lo menos 25 años antes; y otros en fin para sustituir los terrenos cansados, después de sucesivas moliendas de caña en la fabricación del azúcar. La comunidad de las tierras permitía el aprovechamiento libre de sus frutos sin las limitaciones que impone el derecho de propiedad claramente definido por medio de cercas alambradas. Esto significa que la parcelación de la propiedad comunera, al impedir el libre usufructo de los terrenos, debía convertirse en la ruina de los agricultores ligados a esta forma de explotación de las tierras. De ahí su resistencia feroz a toda tentativa de superar la indivisión de los terrenos comuneros. Por el contrario, a medida que se iba desarrollando en el país el cultivo del tabaco, que es esencialmente opuesto a la vagancia de los animales y que requería cierta atención asociada a la limitación del territorio bajo cultivo, se desarrollaba al mismo tiempo una tendencia hacia la parcelación de las tierras o cuando menos un desprendimiento cada vez mayor respecto del sistema de los terrenos comuneros, que dejaban de ser así el factor determinante de sus actitudes políticas, como no fuera para hacerles resistencia. Estas dos posiciones contradictorias, derivadas de la naturaleza del aprovechamiento del sistema territorial vigente y que reunía en su torno las fuerzas económicas y por consiguiente políticas más influyentes del país, se expresaban en términos geográficos: los sectores más estrechamente ligados a los terrenos comuneros y hostiles a cualquier tentativa de parcelación, tenían su centro principal en la región sur del territorio: los hateros del Este, concentrados en el Seibo con un centro caobero en Higüey, y los hacendados azucareros del Sur, de la zona de Azua y Baní. Y formando grupo aparte, los sectores tabacaleros del Norte, principalmente en las ricas vegas del Cibao. Vamos a caracterizar estos grupos inmediatamente. 

El hato madre del Siglo XVII, que no tiene nada que ver con su antecesor del Siglo xvi, sufrió a la vuelta del siglo una modificación esencial: el producto dejó de orientarse exclusivamente al sustento del núcleo familiar como fue en sus orígenes ya lejanos y se orientó al comercio con extranjeros. Ese giro cambió las relaciones de producción dando origen a un señor típicamente feudal que se enriquecía principalmente con la exportación de la caoba desde el puerto de Santo Domingo a las islas vecinas, y un núcleo de trabajadores que seguían en calidad de siervos las directrices tanto económicas como políticas de este señor feudal. Para estos señores del Este siguió vigente la antigua máxima: la crianza aleja la labranza y fueron en consecuencia los más sólidos defensores de la integridad del sistema de los terrenos comuneros y de paso los más celosos depositarios del pasado español. En un documento del francés Gustave D’Alaux, pseudónimo del cónsul francés en Haití, Máxime Raybaud, que conoció profundamente nuestro país en aquella época y al cual se encontraba ligado por la naturaleza de su representación consular, se ve a este sector agrario como si fuera toda la clase social, agraria, debido a que en el momento en que pudo observarla, mediados del siglo xix, ejercía un visible predominio en la vida pública. Refiriéndose a la época de Boyer (después de 1822) consideraba que el estado de barbarie de los dominicanos tenía por fundamento…los dos grandes recursos de toda organización social imperfecta: la ganadería, que en este clima privilegiado y en ese inmenso territorio casi virgen, no exige ni fondos ni cuidados, y el corte de maderas preciosas, trabajo que conlleva su remuneración inmediata…Agregaba que los vastos terrenos concebidos a los primeros colonos se habían transformado casi en todas partes en hatos de los cuales disfrutaban en común los descendientes de esos colonos… Y concluye afirmando que sólo habría bastado la división de esos hatos para arruinar la ganadería…Importa poco que D’Alaux ignore que no fueron los terrenos concedidos a los primeros colonos, el amparo real, lo que sirvió de base al hato sino la fuga en masa de los primeros colonos en la situación de catástrofe que siguió a las DEVASTACIONES de 1605 y 1606. Lo que importa es su visión de europeo cultivado respecto a la situación prevaleciente entre los hateros del Este del país, rígidamente adheridos aún en 1850 a la esencial indivisión de los terrenos comuneros y ferozmente hostiles a cualquier tentativa de parcelación o política cualquiera que la implicara. Este sector prestó el más resuelto apoyo a la empresa de Sánchez Ramírez en 1808, contra el francés fuertemente imbuido del sistema de propiedad agraria parcelada que se estableció en el antiguo Saint Domingue, de la otra parte. Fue en sus llanuras donde se libró la batalla de PALO HINCADO. Y uno de sus personajes más destacados e influyentes fue Pedro Santana, lugarteniente de Sánchez Ramírez. Una generación más tarde, un hijo suyo del mismo nombre e igualmente hatero, llevaría a su culminación el papel y la ideología de este sector social y arrastraría a sus líderes a un desenlace trágico: Los hacendados azucareros del Sur. Este sector de los terratenientes llegó a diferenciarse netamente de sus colegas del Este, debido a que pusieron el énfasis de su producción en la fabricación de azúcar para el consumo local y a la naturaleza de las relaciones de producción que ella originaba, el trabajo servil. El carácter local de su producción impidió que la esclavitud se desarrollara en dirección del sistema de plantaciones, que exige el vínculo con el mercado mundial para ser rentable, y lo mantuvo en el marco de la servidumbre doméstica. Al mismo tiempo, los mantuvo ligados al sistema de los terrenos comuneros que les permitía el uso de grandes extensiones de tierra llana sin inversiones de capital. Pero su fijación al sistema no era tan profunda, ya que la desaparición del régimen comunitario de propiedad de las tierras no implicaba necesariamente la destrucción de la industria azucarera. Más bien a la inversa. A largo plazo, debía ser precisamente esta industria la que debía ser fatal para el sistema y lo llevaría a su extinción. Por tanto, la permeabilidad de estos terratenientes a otras concepciones políticas era en principio mayor que la de los hateros del Este y debía establecer diferencias de criterio ideológico con respecto a sus colegas. En tiempos de los franceses se encuentra a Pablo Altagracia Báez, uno de los dirigentes más destacados de los hacendados azucareros y semiesclavistas del Sur, prestando su más decidido apoyo a aquellos y en abierta oposición a la campaña de Huber y Ciriaco Ramírez en MALPASO y durante su periplo sureño. Este Báez era un verdadero señor feudal en la comarca y una generación más tarde veremos igualmente a un hijo suyo, Buenaventura Báez, continuando la línea ideológica y la conducta política de esta clase social, arrastrándola a un desenlace igualmente desgraciado. Y no debía ser extraño que, dentro de las mismas concepciones anexionistas y el mismo desenfreno por la conquista del poder característico de toda la clase terrateniente del país, estos dos sectores concluyeran en una rivalidad feroz entre sus más destacados representantes. Pero cuando se entablaron los intercambios comerciales con la colonia francesa en el Siglo XVIII, el tabaco fue de los pocos productos que pudieron acompañar al ganado en las operaciones con sus vecinos, y siguió siendo un cultivo atendido sin interrupción en el Cibao. Ya para 1820 está fértil región comprendía dos tipos de terratenientes. Unos eran los pastores clásicos del tipo de los hateros del Este, partidarios siempre del sistema de los terrenos comuneros –ranchos en las montañas, hatos en las llanuras– que basaban su industria en el ganado y en esa providencial caoba que hizo de Puerto Plata su gran puerto. La norma histórica de estos pastores del Norte siguió siendo la de que la crianza aleja la labranza. Los otros eran los cultivadores de tabaco, que interpretaban esa máxima a la inversa y que eran por tanto los partidarios naturales del sistema de parcelación de las tierras. La naturaleza misma del cultivo del tabaco, una planta delicada que impone la cerca protectora y exige una atención cuidadosa del cultivador, era hostil al uso indiscriminado de las tierras. Bosch traza con su maestría descriptiva en breves líneas estas sutilezas agrarias: La economía del tabaco es tan diferente de la economía del hato como la mañana lo es de la tarde. En rigor, sólo tienen en común que la tierra es en las dos un factor fundamental. Pero en la economía hatera, además de la tierra, y tan importante como ella, está el ganado, que requiere grandes extensiones porque el pasto no se cultiva; es natural, y aparece aquí y allá, en cantidades desiguales. En la economía del tabaco la tierra que se usa es de tamaño limitado, su calidad tiene que ser de buena a muy buena y la producción exige cultivo y cuidados. En la economía del tabaco el limitado tamaño de la tierra que hacía falta para producir una cantidad apreciable de la hoja, hacía antieconómicos los servicios de peones y esclavos, razón por la cual el tabaco tenía que ser cultivado, cosechado y tratado por el dueño de la tierra o por un medianero o arrendatario, si acaso con la ayuda de algún miembro de la familia. El ámbito social del productor de tabaco era necesariamente mucho más amplio que el de los esclavos o los peones de los hatos, y aunque ese productor de tabaco fuera un analfabeto, el campo de relaciones más amplias en que se veía situado, tenía que influir en sus ideas…La separación ideológica y política de ese sector, respecto de sus colegas del Sur y del Este, fue siempre tajante, a juzgar por las posiciones políticas que asumieron durante todo el curso de la Era Imperial.La separación ideológica y política de ese sector, respecto de sus colegas del Sur y del Este, fue siempre tajante, a juzgar por las posiciones políticas que asumieron durante todo el curso de la Era Imperial. Mientras estos últimos se inclinaron invariablemente al predominio de una gran potencia imperial europea, los cultivadores del Cibao, en oposición a los pastores de su misma región y de los hacendados del Sur o los hateros del Este, representaban con sus más y sus menos una tendencia decididamente progresista en el país. Pero es claro que su tendencia progresista frente a los otros sectores de la clase terrateniente no debía significar nada cuando la contradicción se establecía con el pueblo. Durante la lucha contra el francés, los terratenientes del Cibao prestaron apoyo a Sánchez Ramírez, en el cuadro de la unidad de toda la clase en ese momento. Ya hemos visto que este apoyo no dejó de oponer cierta resistencia a la política de asedio interminable a la Plaza de Santo Domingo, que obligaba a perpetuas requisas para sostener los ejércitos extranjeros que participaban irracionalmente en aquella acción, y no es difícil que la oscura oposición que culminó con los fusilamientos ordenados por Sánchez Ramírez en 1809, en Santiago, tuviera algo que ver con estos cultivadores. Pero el fracaso de la anexión a España, los separó de sus colegas del Sur y de del Este y los lanzó por otros caminos políticos. Estos tres sectores agrarios tienen en común su contradicción con el pueblo y, por ende, una inclinación extranjera, determinada por su inevitable inclinación a buscar apoyo en otras fuentes de poder que no sean las del propio pueblo. Pero sus contradicciones internas las obligarán a tomar caminos divergentes según la actitud de estas fuentes de poder respecto del régimen de los terrenos comuneros. En principio, la actitud haitiana, que se caracteriza por su tendencia revolucionaria a la parcelación de las tierras, para quebrantar la influencia de los latifundios coloniales, constituirá un foco de atracción para sectores hostiles a la perpetuación de la comunidad territorial, como los tabacaleros de Santiago. España, por su parte, atraerá a los sectores más identificados con la conservación del sistema, como los hateros del Este. Francia, que representa una posición avanzada respecto del régimen de tierras pero sin abjurar de intereses coloniales, inspirará a aquellos sectores que pudieron conocer la opulencia del régimen de plantaciones tan grato a los azucareros, incluyendo a los azucareros del Sur. Con estas líneas ideológicas, producto de la naturaleza de sus intereses económicos, estos tres sectores se encontrarán sumergidos en la vorágine de la política cuando hace su aparición el PARTIDO DEL PUEBLO. El rasgo más notorio de la situación es el que le otorga España, cuya anexión ha sumido el país en la crisis más espantosa y que es imputable principalmente a los hateros del Este encabezados por Sánchez Ramírez. De pronto se abre ante la conciencia nacional un abanico de posibilidades históricas que sume a las clases sociales dominantes en el desconcierto. Aquellos que son partidarios de la parcelación de las tierras, no comparten las proyecciones colonialistas de Francia o no comparten las proyecciones revolucionarias de Haití, decidiendo su inclinación de un lado o del otro. Aquellos que son partidarios de la perpetuación de la indeterminación de la propiedad de las tierras, y que se han identificado con el poder español, se encuentran sumidos en el peor de los desconciertos frente a Francia y a Haití, que enarbolan una bandera que les es hostil, y España presionada por el descrédito. El carácter apremiante de la situación viene dado por la organización de la línea popular en un partido político cuyas proyecciones hacia la independencia se nutren en un movimiento que sacude a todo el continente y que ya ha alcanzado, con Bolívar, sus más resonantes victorias. Veamos a continuación cómo se ordenan políticamente esas cuatro tendencias en las cuales se sumergen los sectores dominantes del país en función de sus contradicciones económicas fundamentales. Boyer se mostró comprensivo y respetuoso respecto de España y así se lo manifestó a Kindelán, en los momentos en que sus propósitos eran más claros. Otra cosa era si el país se declaraba independiente. Y ese era el papel que los haitianos atribuían a los agricultores del Norte y al que ellos se sentían naturalmente inclinados. Es por eso por lo que, coincidiendo con la llegada del gobernador Kindelán en 1819, comenzó a sentirse en la faja más próxima a la frontera una actividad política poco común, encaminada a la independencia bajo los auspicios de Haití. Desir Dalmazí o Dalmassi, un activista político haitiano, iba y venía de una parte a la otra en gestiones de ese tipo, haciendo provecho de sus relaciones personales en esta parte, lograda durante años de actividad comercial con productores y compradores. Sobre esa base había construido una sólida base para los entendimientos. También entre los hacendados del Sur trajinaba otro activista, José Justo de Silva, dominicano que parece haberse establecido en Haití a raíz de cierto conflicto con la justicia de esta parte. De Silva se manejaba en el Sur con gran soltura y sin que sus actividades, abiertamente dirigidas a la liquidación del régimen colonial español, fueran denunciadas al poder central por las autoridades locales, que no dejaron de ser reconvenidas por Kindelán por ese aparente descuido. Y es que los grandes agricultores de esa parte, debido a la naturaleza de sus intereses en la producción azucarera, no tenían una fijación muy intensa respecto a los terrenos comuneros, como era el caso de los hateros del Este, y se mostraban siempre dispuestos a colaborar con la corriente imperante. Por dar un caso notable, Pablo Altagracia Báez que era uno de los hacendados más influyentes de la zona de Azua, estuvo con España, como español que era, hasta la llegada de Ferrand, a cuyas filas se pasó, y más tarde se distinguió como uno de los más sólidos soportes del gobierno de Sánchez Ramírez y llegará el momento en que lo encontraremos en Haití como uno de los más fervorosos adeptos de la nación. Con estos elementos de juicio no deberá resultar extraño que en los primeros meses de 1821, la actividad en el sentido de esta independencia equívoca, fuertemente adversa al movimiento popular que excluía todo tipo de injerencia extranjera en su programa, llegara hasta el punto de animar al teniente coronel haitiano Carlos Arrieu a lanzar un Manifiesto en el cual se proclamaba la independencia de esta parte de la Isla, con el nombre de REPÚBLICA DOMINICANA.
Esta doble proyección de la tendencia colombiana –tan adversa a la haitianista como a la que anhelaba la independencia pura y simple– canaliza las posiciones y concepciones hateras que estuvieron en la base de la reconquista. Su líder principal es el Dr. José Núñez de Cáceres, el reconocido Cantor de Palo Hincado, Rector que fue de la Universidad y consejero de Sánchez Ramírez, a quien la tradición atribuye el haber colocado en los oídos del Caudillo la idea –rechazada– de la Independencia. A su lado estaba Manuel Carvajal o Carbajal, jefe del Ejército en Palo Hincado, tan hatero como Sánchez Ramírez y su copropietario en diversas monterías. 
Más tarde, para dar a sus injusticias una apariencia ele legalidad, dictó una ley, para que entrasen en el Estado los bienes de los ausentes, cuyos hermanos y parientes inmediatos aún existen sumergidos en la miseria. Todavía no satisfecha su avaricia, con mano sacrílega atentó a las propiedades de los hijos del Este; autorizó el hurto y el dolo por la ley de 8 de julio de 1824; prohibió la comunidad de los terrenos comuneros, que en virtud de convenios y por utilidad y necesidad de las familias se habían conservado desde el descubrimiento de la Isla, para aprovecharlas en favor de su Estado, acabar de arruinar la crianza deanimales y empobrecer a una multitud de padres de familia. ¡Poco le importaba! ¡Destruirlo todo, arruinarlo! Este era el objeto de su insaciable codicia. En general esta tendencia recogía al elemento disgustado por el desdén metropolitano con el que fue premiada aquella que fue considerada como la gran hazaña de la reconquista. Su sello era pues el típico de este sector de los señores del campo: hostilidad feroz a la política agraria de los haitianos y desde luego a las implicaciones populares de la consigna por la independencia pura y simple. Jamás traicionará ese emblema. De ahí su ruptura con los grandes agricultores del Cibao, hasta el punto de que en aquellos días, el problema de la independencia apareció ante los ojos de algunos cronistas no compenetrados con las raíces profundas del problema, como una confrontación provincialista entre Santiago y la Capital. Pero esta confrontación era mucho más profunda y no se limitaba solamente a los agricultores Cibaeños sino en general a cualquier posición política que implicara el destino de los terrenos comuneros.
Por eso la desesperación introducida entre los hateros, y que debía expresar políticamente Núñez de Cáceres, ante el desarrollo de una tendencia popular, se extendía al elemento comerciante de la propia Capital, principalmente los catalanes, que eran portadores naturales de esa ideología.
Esta concepción racial del hecho de la anexión que no puede tener otro propósito, o cuando menos otro resultado, que exonerar a los señores de la tierra de su responsabilidad en la interpretación equivocada de la realidad nacional, se perpetúa todavía hoy en la historiografía nacional. Particularmente sorpresiva es esta perpetuación en un historiador joven, Moya Pons, conocedor a fondo de las realidades que determinaban los acontecimientos en ese período y de la naturaleza de los intereses que mediaron en ellos. En su obra laureada, Manual de historia dominicana, PUCMM, Santiago 1977, aparecida después de redactarse este capítulo, reitera un criterio expuesto ya en obras anteriores, en el sentido de cargar en la cuenta de los «mulatos», una calificación peyorativa por cierto en nuestro país, la responsabilidad por la anexión a Haití. En su página 223 menciona el sordo pero latente (lo que quiere decir subjetivo) conflicto de razas y alega que Núñez de Cáceres sabía lo mismo que Boyer, que la mayor parte de la población era mulata y veía con mejores ojos la unificación con Haití, cuyo gobierno prometía tierras y la liberación de los esclavos… Y cabe preguntar ¿qué tierras? y ¿qué esclavos? en un país donde abundaban las tierras, donde el sistema comunero daba acceso a todo el mundo a su aprovechamiento y donde los esclavos eran una institución metafísica y desconocida: Sobre todo es sorprendente esta interpretación en Moya Pons porque los nombres de los personajes que se mostraron desde el primer momento favorables a la anexión son conocidos y, por otra parte nadie como él ha examinado con más detenimiento y propiedad el papel que la naturaleza de la estructura económica y el régimen de propiedad en nuestro país, particularmente en el Cibao, representó en ese período y en esos acontecimientos.
De modo que el primer destello de la libertad que traían los haitianos para aquellos que consideraban esclavos, era la obligación de trabajar en unos términos hasta ahora desconocidos. Porque todavía no se sabe qué es lo peor, si el bien que se inspira en la ignorancia o el mal que se apoya en la sabiduría. Lo que es seguro es que ninguno de los dos tiene disculpa. Boyer creó inmediatamente una Comisión que debía rendirle un informe acerca del estado de la propiedad de las tierras en esta parte de la Isla (Moya Pons, La dominación haitiana, cit., página 46), y sucede que, así como no existía en Santo Domingo una esclavitud real, tampoco existía una propiedad real. En nuestro país se trasmitía libremente el USO de las tierras partiendo de una ficción de propiedad realmente inexistente. Los causabientes poseían en común una propiedad de la cual vendían indefinidamente el derecho de posesión sin que nadie pusiera en cuestión la legitimidad de esa propiedad ni siquiera la existencia real del causante. Ya sabemos que esos causantes emigraron en masa a raíz de las DEVASTACIONES y que, como decía Sánchez Valverde, se perdió hasta el rastro de ellos, de modo y manera que el problema de los títulos de propiedad no se podía tocar en Santo Domingo. En los hechos nadie era propietario y el saneamiento de los títulos era la catástrofe. La vida iba a demostrar que ese problema, el de reconstruir la situación anterior a las DEVASTACIONES, estaba por encima de las fuerzas de la Revolución haitiana. Esta sociedad se había organizado originalmente en torno a los terrenos comuneros y de allí se desprendían sus hábitos ancestrales, su psicología misma y hasta su supervivencia histórica. Y esto no podía ser borrado de un plumazo. La Comisión dictaminó que existían cuatro categorías de propiedades: 

1º. Las propiedades eclesiásticas, bienes inalienables, concedidos por la Corona española al clero secular y regular, de los cuales los beneficiarios sacaban rentas llamadas capellanías. 
2º. Las propiedades con el gravamen del mayorazgo, concebidas a los particulares a título de privilegios nobiliarios. 
3º. Las propiedades rurales de inmensa extensión, concedidas por privilegios inmemoriales a particulares para la crianza del ganado. 
4º. Y, por último, los bienes propios de la Corona.Y esa era la exacta verdad. Sólo que era la exacta verdad del Siglo XVI.
Pero había también la exacta verdad del Siglo XVII, uno de cuyos aspectos era la existencia misma del Estado haitiano y los dirigentes de aquel país debieron haber conocido que así como en la parte occidental la propiedad territorial había tomado un sendero distinto a consecuencia de las DEVASTACIONES, lo mismo había ocurrido en esta parte, con la diferencia que allí la propiedad fue regulada por el derecho francés y aquí por un derecho distinto, igualmente válido, que era el derecho consuetudinario o de costumbres. Y era esta la realidad que había que tomar en cuenta. Pero no fue tomada en cuenta. Las recomendaciones de la Comisión se convirtieron en la Ley del 8 de julio de 1824, que establecía que las tierras pertenecientes a particulares, en un país donde ninguna de las tierras pertenecía a particulares (como norma de principio subjetivo –no reconocido públicamente–) pasaban a dominio del Estado: 
ART. 1o.- Todas las propiedades territoriales situadas en la parte oriental de la isla, antes del 9 de febrero de 1822, año 19, época en que dicha parte se unió a la República, que no pertenecían a particulares, son declaradas propiedades nacionales y formarán parte en adelante del dominio público. 
ART. 2o.- Son declaradas asimismo propiedades nacionales, y como tales formarán parte del dominio del Estado, todas las propiedades mobiliarias e inmobiliarias, todas las rentas territoriales y sus respectivos capitales que pertenecían ya sea al gobierno precedente de dicha parte oriental, ya sea a conventos de religiosos, a monasterios, hospitales, iglesias u otras corporaciones eclesiásticas. 
ART. 3o.- Son declaradas asimismo propiedades nacionales todos los bienes muebles e inmuebles que pertenecen, en la parte oriental, ya sea a los individuos que, hallándose ausentes del territorio cuando se produjo la unión, no habían vuelto el 10 de junio de 1823 esto es, dieciséis meses después de dicha unión, ya sea a los que se marcharon de la isla sin haber jurado, en el momento de la unión, fidelidad a la República.
Como muy bien asevera Moya Pons: Dicho en pocas palabras, la Ley del 8 de julio de 1824 buscaba eliminar el sistema de los terrenos comuneros, Porque el más importante de esos problemas consistía en el hecho de que la mayor parte de los títulos de tierras que se encontraban en manos de los dominicanos desde la era colonial estaban afectados en mayor o menor grado por la posesión, división, usufructo, venta y participación de los terrenos comuneros, lo cual hacía enormemente difícil la determinación de los verdaderos propietarios, pues en el sistema dominicano de tenencia de la tierra el poseedor del título no era siempre el dueño de toda la tierra ya que la misma podía estar afectada, como de hecho estaba, por innumerables ventas de acciones o pesos de tierra que daban derecho a otros individuos y corporaciones a explotarla con la misma capacidad legal y los mismos derechos que el poseedor del título.
Sin embargo Price-Mars entiende este problema exactamente en los mismos términos que Boyer, sólo que más de 125 años después: Era anticipadamente- dice- lo que ahora llamamos una vasta operación de nacionalización de las propiedades mobiliarias. Significaba esto asimismo uniformar la legislación allí donde había conflicto, y era, por último, el sometimiento a la regla común allí donde había privilegios de Estado y agrega: Pero eso significaba también atentar a los intereses tanto más respetables en cuanto que sus orígenes se perdían en la noche de los tiempos, y esos eran precisamente los intereses que ni Boyer ni Price-Mars llegaron nunca a comprender y que indujeron a ambos a interpretar el problema en términos raciales. Es justo reconocer que, en la polémica que Price-Mars sostuvo con algunos intelectuales dominicanos, en torno a estos problemas de la historia común, tampoco estos comprendieron la naturaleza del sistema agrario que estaba en el corazón mismo de las concepciones y las costumbres de los dominicanos, y cayeron en el mito racial que con muy certeros argumentos combatía Price-Mars. De esa manera fue posible que este historiador, pisando un terreno extremadamente frágil, batiéndose en un terreno que desconocía y presentando un talón sumamente vulnerable, llegó a poner en posiciones de ridículo que hoy llenan de vergüenza a no pocos compatriotas, a unos intelectuales realmente competentes y que tenían en sus manos todos los recursos necesarios para desenmascarar los pequeños prejuicios y los melindres y resentimientos de clase que se escondían detrás de la aureola de competencia tras de la cual se parapetaba Price-Mars. Y éste los acusó con gran soltura de padecer un complejo de bovarismo del que no se supieron defender. Pero la capacidad de resistencia de los terrenos comuneros era inagotable. Al principio se sucedieron las conspiraciones que pronto se revelaron ineficaces. Sobre todo después de la famosa conspiración de Los Alcarrizos, que fue severamente reprimida. Y la razón no podía ser otra que el hecho insoslayable de que la anexión a Haití logró una firme base de apoyo en la misma población dominicana. Los dirigentes políticos, las personalidades destacadas por su ilustración o su posición social o su prestigio moral y público, los profesores y los activistas que en 1820 revelaron su capacidad para ordenar el futuro y establecer la nacionalidad dominicana, se bifurcaron en dos corrientes igualmente negativas: emigraron, como hizo López Medrano, el firmante del MANIFIESTO de 1820, para quedarse para siempre en Puerto Rico y verse obligado a renunciar a sus ideales democráticos; o se plegaron en Santo Domingo al nuevo orden de cosas, como hizo Correa y Cidrón, el autor del brillante discurso de 1820 delante del Gobernador Kindelán; ambos a dos, haciendo oídos sordos al ruido atronador que ascendía del corazón de las masas populares. De modo que durante ese proceso vamos a contemplar la línea de sumisión de los notables, que hará posible la dominación haitiana, y abajo, en el anonimato de las masas, la resistencia sorda pero inquebrantable de los terrenos comuneros, en manos del pueblo. Pocas semanas después de la anexión, el 27 de febrero, fecha que después sería memorable, fueron convocadas las urnas para elegir a los representantes de la parte española en las cámaras haitianas. Entre los diecisiete electos figuró Pablo Altagracia Báez, el padre del hijo, a quien hemos visto comparecer en todas las situaciones. Un senador: Antonio Martínez Valdez. Boyer pudo decir con amable sonrisa en el acto de apertura de la primera sesión de la cámara de representantes, que por un feliz concurso de circunstancias extraordinarias, toda la extensión del territorio de Haití se hallaba, sin efusión de sangre, bajo el imperio de las leyes de la República. Al concluir su discurso le aplaudieron los 17 ciudadanos elegidos entre las más conspicuas personalidades de la antigua parte española, el Dr. José María Caminero entre ellas.Cuando en enero de 1823 se formó la comisión que debía atender las reclamaciones relativas a las propiedades expropiadas por la Ley del 8 de julio, ésta fue integrada por Borgellá, gobernador de esta parte quien la presidió y por Antonio Martínez Valdez, como administrador principal de Hacienda; Tomás Bobadilla, como comisario de Gobierno; el licenciado José Joaquín del Monte, como decano del tribunal civil; Vicente Hermoso, como juez del mismo tribunal; José de la Cruz García, como juez de paz y Esteban Valencia, que era fiel de peso de la Aduana. El Gobierno no tenía de qué quejarse respecto del apoyo que recibía de las personalidades más conspicuas de la antigua parte española. Algunos de ellos dejaron apasionada constancia de ese apoyo. El historiador García, se resiste a admitir esas manifestaciones, alegando que se trataba de los pocos individuos que vivían conformes con el orden existente, entre cuyas manifestaciones se señalaron, a la par de la canción patriótica A Haití, de Manuel Joaquín del Monte, QUE TANTO RUIDO HIZO EN 1825, las observaciones de las notas oficiales cruzadas entre el plenipotenciario español y los comisionados haitianos, que hizo el 3 de junio, por la prensa, el comisario de gobierno Tomás Bobadilla. Pero Tomás Bobadilla o el inspirado autor de la canción patriótica que tanto ruido hizo en 1825, no eran individuos aislados, eran un estado de conciencia, una filosofía de clase, y ya se verá más tarde que no estaban muy distanciados de la traición a su propio pueblo.  Entretanto, los terrenos comuneros resistían enérgicamente a las disposiciones de Boyer dirigidas a eliminarlos. Los antiguos cultivos continuaron sin que el campesinado acatara las disposiciones en el sentido de dedicarse a otras siembras. A su vez, el corte de caoba siguió llevándose a cabo como antes sin que hubiera forma de ponerle coto a esas actividades, Boyer no pudo superar esta resistencia sorda que no daba el frente. Según explica Price-Mars: Tras haber anunciado con gran ostentación de publicaciones que llevaría a cabo las medidas radicales decretadas por la ley y la Constitución, vaciló, titubeó entre la acción y la indecisión, luego anduvo a tientas y se aferró por fin a las veleidades de la aplicación. Creyó de tal suerte apaciguar el descontento y la irritación. No hizo sino aplazar la explosión de los resentimientos, pues nunca renunció totalmente al método de uniformar la legislación, lo cual le parecía el más seguro camino para llegar a la asimilación de las costumbres de ambas poblaciones.
Según Lepelletier de Saint-Remy, al disiparse el temor de una invasión francesa, que aglutinaba y concentraba todas las facultades del pueblo haitiano, se apoderó de todos la inercia, la desidia y la indiferencia ante los múltiples problemas de construcción nacional que solicitaban su atención. Esto, que sucedía en Haití, se multiplicaba en Santo Domingo y se traducía en los hechos en una absoluta incapacidad para dirigir la producción en dirección distinta a la que los siglos habían inducido en la forma de los terrenos comuneros. Por su parte, Patte explica que Haití carecía de funcionarios capaces de encargarse de la administración civil y que poseía una abundancia de militares más o menos improvisados y generalmente mal instruidos, que obstaculizaban enormemente la aplicación de las disposiciones emanadas del Gobierno central, a su vez incapacitado para encaminarlas en la dirección elegida por su desconocimiento profundo de la realidad de la parte oriental. 
En abril de 1830, según refiere García, se dispuso comprar anualmente una gran cantidad de tabaco en rama, a fin de proteger la agricultura, aunque es evidente que se trataba de favorecer a los tabacaleros, pero de todos modos, el historiador asevera que esta disposición …fue causa de grandes abusos por parte de los empleados haitianos, que siendo comerciantes en su mayor número y, si ellos no, sus mujeres, se aprovecharon de ella para arrebatar a los labradores, a ínfimos precios, el tabaco que cultivaban a costa de muchos afanes y desvelos…A Moya Pons, le parece inverosímil esta aseveración. Sí es cierto lo que afirma García –dice– es muy difícil ver cómo en los años que siguieron a estas disposiciones, quedaron muchos dominicanos favoreciendo la unión con Haití sinceramente. Es verdad que a García no le duelen prendas para sacar a luz el despotismo de los haitianos, pero para algunos no es tan difícil ver cómo esos muchos dominicanos continuaran favoreciendo sinceramente la unión con Haití a pesar de esas disposiciones, toda vez que ellos eran ciertamente dominicanos pero no labradores. Y muy bien podía ser que no fueran ellos los que favorecían la unión, principalmente dirigida a la explotación de los campesinos, sino la unión la que los favorecía a ellos. Esta aparente contradicción no se encuentra en García sino en los dominicanos, que se dividían entonces en dos clases: los que estaban con el pueblo y los que estaban con Haití o con cualquiera que estuviera contra el pueblo. La profundidad y la complejidad de esta contradicción consiste en aquellos momentos en que, la causa de la liquidación de la propiedad comunitaria encarnada en los terrenos comuneros, que trataban de echar hacia adelante los dirigentes haitianos, es la que correspondía históricamente, en el contexto anexionista, a los intereses del pueblo dominicano. Pero, por la tergiversación del poder que habían hecho los haitianos, se convertía en una causa nacional que debía movilizar al pueblo en su favor. Venía a ser así una contradicción de la contradicción. La causa de los terrenos comuneros, que era la de los hateros del Este y de todos los sectores terratenientes ligados al pasado, pasaba a ser así la causa del pueblo, cobijada en la gran bandera popular de la liberación nacional. La contradicción de los sectores más reaccionarios de los terratenientes con el pueblo, se disolvía así en la contradicción con el común opresor extranjero. La resistencia popular encarnada entonces en los terrenos comuneros resultó insuperable para Boyer. 
Los cortes de caoba siguieron imperturbables su práctica ancestral. En un discurso de principios de 1834, el Gobernador haitiano de esta parte declaraba que si el país no estaba más floreciente, no era por falta de disposición, sino por la frivolidad de ese comercio de madera de caoba a la que por desgracia se había entregado de preferencia… Unos días después, el 6 de abril de ese año, se le dio a la población, entre las disposiciones gubernamentales que registra García, un nuevo plazo para hacer verificar sus títulos de propiedad territorial, pues aunque la ley de 8 de julio de 1825 tuvo principalmente en mira asegurar derechos particulares a los que no los tenían sino comunes, a la vez que conocer las tierras pertenecientes al dominio público, no se había logrado eso todavía a pesar de estar nombrada hacía seis años la comisión encargada de hacer la operación, perpetuándose así un orden de cosas que se consideraba como contrario a las instituciones fundamentales de primera República, y que ocasionaba además notorio perjuicio a los intereses del fisco, el cual tenía necesidad de saber lo que le pertenecía para disponer de ellos según lo tuviera por conveniente, por cuya razón se hizo saber que a partir del 21 de diciembre, prescribirían y quedarían nulos todos los derechos que no estuvieran representados por un nuevo título que rezara la cantidad de tierra asignada a cada uno en los deslindes verificados… Pero ni la prohibición de los cortes, ni la obligación impuesta a los campesinos para dedicarse a tales y cuales siembras, ni los plazos para el saneamiento de los títulos que aseguraran derechos particulares a los que no los tenían sino comunes, dieron un solo paso en la dirección establecida por el Gobierno haitiano, y los terrenos comuneros siguieron enarbolando inquebrantablemente la bandera nacional. Boyer cometió muchos y graves errores. El cierre de la Universidad, que había sido el crisol donde se habían fundido las más sólidas y resistentes sustancias del alma nacional, fue uno de ellos, para muchos el más importante. Otros piensan que mucho más importante aún que ese fue la indemnización que aceptó pagar a Francia a cambio del reconocimiento de la República de Haití, ascendente a 150 millones de francos, una parte de la cual fue cargada sobre los hombros de la población dominicana, a pesar de que el acuerdo establecía que ésta quedaría exenta de toda tributación en ese sentido. Pero de una manera o de la otra, éste que debía sin duda herir a los afectados de esta parte, retorna a la cuestión de los terrenos comuneros. El hecho es que para poder cubrir una deuda tan inmensa, la solución no podía estar en otra parte que en una elevación de la producción y, como que la única fuente productiva en todo el territorio seguía siendo la tierra, el pago de esa inmensa deuda debía recaer sobre el esfuerzo directo de los campesinos. Y eso obliga a Boyer a imponer su famoso CÓDIGO RURAL que no era otra cosa que el restablecimiento del clásico sistema de plantaciones que había dado lugar a la gran epopeya emancipadora del pueblo haitiano. De esa manera, Francia volvía a explotar al trabajador haitiano, esclavizado de nuevo, sin necesidad de ejercer directamente ni asumir personalmente ella las responsabilidades de la esclavitud, sino bajo la bandera de la libertad y el nombre altisonante de República. Era inevitable que el pueblo haitiano presentara la más enérgica resistencia a esta medida. El Código Rural, que uncía al trabajador a las antiguas habitaciones bajo las más severas penas, incapacitándolo, inclusive, para abandonarlas sino con una autorización específica del patrón, propiciando así los más tremendos abusos, resultó a la postre inaplicable. Simplemente, los trabajadores no obedecieron. Pero en Santo Domingo, el Código Rural se convertía en una de las medidas más absurdas que pudieran concebirse. Este país no había conocido el régimen de plantaciones. Hacía siglos que había desaparecido el trabajo forzoso. Al amparo del sistema de los terrenos comuneros, que entregaba a las fuerzas de la naturaleza todo el impulso productivo, mientras el trabajador dormitaba bajo una mata de mango, la esclavitud, y cualquier otra forma de trabajo compulsivo, había desaparecido del más recóndito intersticio del alma nacional. Con ese paso Boyer disipaba toda posibilidad de llevar a cabo la unión de dos países. Por ese camino, como el agua y el aceite, como el amor y el interés, no se unirían jamás. Así, la anexión a Haití, como la anexión a España, como todas las tentativas anexionistas de los sectores señoriales del campo y de la ciudad, resultaría también un rotundo fracaso. Es curioso –comenta Patte– que la administración de Boyer resultara tan infecunda, cuando las condiciones intrínsecas de su régimen eran aparentemente tan favorables: ocupaba la isla entera; logró mantenerse en el poder más de veinte años, que es un período más que respetable para un gobernante en el Haití de la primera mitad del Siglo xix; pactó con Francia para establecer la paz y, por consiguiente, pudo dedicar su tiempo y sus energías a la organización interna. Sin embargo, cada capítulo de su programa administrativo estaba fatalmente destinado al fracaso.
Ignoramos cuáles serían los factores que le impusieron a Boyer ese destino en Haití. Lo más probable es que se empecinara en un error inicial cada vez que aparecía un nuevo problema. Aquí en Santo Domingo el error inicial consistió en encarar la realidad dominicana con una óptica haitiana. Y desde luego los problemas fueron muchos. Pero la clave nos la da Moya Pons y vale la pena repetir sus palabras:El más importante de esos problemas consistía en el hecho de que la mayor parte de los títulos de tierras que se encontraban en manos de los dominicanos desde la era colonial, estaban afectados en mayor o menor grado por la posesión, división, usufructo, venta y participación de los terrenos comuneros… Pudo haber agregado que detrás de los terrenos comuneros, aunque de una manera paradójica, palpitaba la independencia y que detrás de esta última, palpitaba el pueblo. 

LA TENDENCIA ESPAÑOLA: Así como la anexión a España de 1809 había acarreado el descrédito de los hateros que la habían patrocinado, también el fracaso de la anexión a la Gran Colombia acarreó el de los terratenientes adictos a la tendencia francesa involucrada en ella y, apenas llegada al poder, la tendencia haitiana deslució a los terratenientes del Norte que eran sus patrocinadores más conspicuos. A la vuelta de un año, estas dos anexiones consecutivas habían desautorizado a las fuerzas internas que le servían de sustentación. Pero la tendencia anexionista es un mal incurable de las clases terratenientes. Es una especie de goma, como decía D’Alaux, que se adhiera a los dedos de esta clase social con increíble firmeza. Estos fracasos consecutivos, en vez de hacer volver los ojos hacia una tendencia más sana, hicieron renacer las ilusiones del retorno a la colonia española en aquellos terratenientes que no se habían responsabilizado con la tendencia grancolombiana ni con la haitiana. La tendencia española se hizo eco de las nuevas circunstancias y brotó con renovados impulsos. Los principales protagonistas de esta reincidencia fueron los hermanos Fernández de Castro, principalmente Felipe quien poseía el mayor Mayorazgo que en la Isla había, llamado de Dávila, y Francisco, joven de las principales familias con haciendas en la jurisdicción del Seybo, como lo presentaba Sánchez Ramírez en su Diario de la Reconquista.
Estos personajes eran de la élite favorecida por el General Ferrand durante la nostálgica Era de Francia. Y justamente en las manos de Francisco puso el destino la carrera de Ferrand puesto que, según los cronistas franceses de aquellos episodios, Guillermín y Lemmonnier Dellaffosse, el Caudillo francés puedo haberse salvado si hubiera prestado oídos a Don Franco como ellos le llamaban y de quien dice un testigo que era más francés que los franceses invocando la opinión popular. Y es verdad que había sido capitán de caballerías en tiempos de Ferrand. No sería nada difícil demostrar que en vísperas de la batalla de PALO HINCADO, este caballero jugaba a las dos cartas… Y sin duda el otro también porque ambos se colocaron en la cúspide social durante el período de la anexión a España y ocuparon elevadas posiciones públicas. Felipe casó nada menos que con Anastasia Real, nombre y apellido de estirpe, y hermanita de don Pascual Real, el gobernador español a quien Núñez de Cáceres derrocó y embarcó para Europa. Con ellos Don Felipe emigró a Francia, luego a España y finalmente a Cuba. Por su parte, Don Francisco no tuvo necesidad de emigrar, ya que se encontraba en misión oficial en el extranjero cuando se operó el tránsito de la Independencia. Siendo personajes de tan elevada alcurnia, como lo proclama Don Felipe, por el rango de mi antigua familia en ella y por mi emigración al tiempo del primer cambio político con abandono de mi cuantioso caudal que constituía el primero de aquella Isla en bienes patrimoniales libres y amayorazgados…, su palabra era escuchada en los ámbitos ultramarinos. Ambos hicieron importantes gestiones, parcialmente fructíferas, encaminadas en ese sentido. Las más peligrosas fueron las de Don Francisco porque en ellas reaparecían esas dos cartas que siempre llevaba en su cartera: la carta española y la carta francesa. El antiguo Capitán de Caballería logró inducir al gobernador Latorre de Puerto Rico a dirigirse oficialmente al Conde de Donzelot de la Martinica en demanda de auxilio en favor de la recuperación de la antigua parte española. Con ese fin le envió una memoria de la situación general del país indicándole concretamente que podía contarse con el Sacristán Mayor de Santiago, con Manuel Carbajal, el viejo cofrade de Sánchez Ramírez quien, según el informante, estaría dispuesto a proporcionar una fuerza militar de 2 mil hombres, con el cura del Seibo, Dr. José Lemos, con don Antonio Ortiz de Higüey, con D. Antonio de Frías de Los Llanos y D. Luis de Luna en los Ingenios, sujetos de toda confianza y que se hallan en los lugares más a propósito para cualesquiera comunicación…44 Esta memoria le fue remitida al Conde de Donzelot por el Gobernador Latorre de Puerto Rico con vistas a una nueva aventura a la que el Gobernador de la Martinica no quiso arriesgarse. No podré de ningún modo, contestó, ayudar sus proyectos para tales operaciones, porque no estoy autorizado para ello por mi Gobierno… Pero no concluyó ahí la cosa. Una nueva representación se le hizo al Embajador francés en Madrid y ahí concluyeron esas ilusiones. Mientras tanto Don Felipe se movía activamente por su lado. Primeramente insistió en salvar su patrimonio personal, dirigiendo numerosas cartas a Tomás Bobadilla en las que daba muestras de simpatía hacia el Gobierno con el fin de que este amigo se las presentara al gobernador Borgellá. Logró que el antiguo gobernador español, Pascual Real, su cuñado, pasando por encima de los escrúpulos del caso, se dirigiera personalmente a Boyer en apoyo de sus reclamaciones patrimoniales. A Bobadilla le escribía desde Puerto Príncipe a principios de 1824 diciéndole: Puerto Príncipe y febrero 22 de 1824. Mi estimado Bobadilla: tengo el mayor interés como que depende de él toda mi suerte y la de mis hijos y hermanas, el que V. presente al Gobierno de esa ciudad todas las cartas que he escrito a V. desde que llegué a Francia, y después las que le escribí también desde España, para que se vea como en todas ellas le decía claramente mi voluntad e intenciones de volver a esta Isla en el actual Gobierno, diciendo a V. en las primeras que desde luego me pondría a cultivar mi ingenio siempre repitiéndole lo mismo habiendo tranquilidad interna; y las otras en que después de saber por cartas de V. con Sola y en otro barco de Habré únicas que he recibido; y en las que me noticiaba embargo de mis bienes como ausente, repetí a V. por contestación me debiese V. si en ese caso de volver y a la Isla o mi hijo mayor me entregarían mis propiedades, para venir o enviar mi hijo pues que yo nunca he manifestado oposición al Gobierno actual, sino muy al contrario como privadamente sabe V. que hablamos cuando el Gobierno de Núñez… etc. Don Felipe logra entrevistarse personalmente con Boyer en Haití y, a pesar de los términos amables del encuentro, se me dirigió el secreto negativo al pie de mi demanda… Don Felipe dirigió entonces sus esfuerzos a convencer a la Corona de la viabilidad de recuperar su antigua colonia por medio de una reclamación a Boyer. La demanda debe ceñirse a pedir de Boyer la parte española suponiendo que si él la ocupó, fue con el único designio de ponerse a cubierto de toda invasión extranjera que perturbase el territorio de la República, decía en un memorial de julio de 1824. Proponía además el nombramiento de un Comisionado que iría autorizado en el caso de Boyer acceda a la reclamación para tomar desde luego posesión en nombre de Su Majestad y restablecer todos los ramos conforme a las Leyes de Indias, conciliando la economía con el Orden… Las ideas de Don Felipe encontraron eco propicio en la Corte y él mismo fue designado en Comisión para reclamar de Boyer la devolución de esta parte de la Isla a España. Como era de esperarse, esta gestión que tuvo mucha resonancia y no dejó de inquietar a Boyer, fue firmemente rechazada. Y quiso el destino que fuera elpropio Tomás de Bobadilla y Briones, la persona encargada, como comisario del Gobierno haitiano, de redactar el documento más importante de rechazo y repudio de las pretensiones españolas, tan hábilmente conducidas por su amigo don Felipe Fernández de Castro. El documento, cuyo nombre olvidó Bobadilla cuando presentaba su hoja de servicios a las autoridades españolas de Puerto Rico, solicitando un cargo, se denominaba OBSERVACIONES SOBRE LAS NOTAS OFICIALES DEL PLENIPOTENCIARIO DEL REY DE ESPAÑA Y LOS DE LA REPÚBLICA DE HAITÍ, SOBRE EL RECLAMO Y POSESIÓN DE LA PARTE ESTE. Santo Domingo, 3 de julio de 1830. Impreso en castellano y en francés. Según la versión que nos da el historiador García de este documento, Bobadilla trataba de probar que la separación de España de los habitantes de la parte del Este no fue temporal, ni a causa de circunstancias muy particulares, sino espontánea y fundada en motivos tan legítimos, como el deseo de sustraerse del despotismo, de la arbitrariedad, del olvido y del desprecio a que estaban condenados, para procurarse ventajas sociales y sacudir el yugo de la esclavitud y de la opresión; que la intención de su Majestad Católica de hacer entrar a los habitantes de la isla de Santo Domingo en el número de sus vasallos, equivalía a querer hacerlos entrar en el número de sus esclavos, etcétera, y que si la posesión podía acordarle a España legítimos derechos, a la pacífica y no interrumpida de la República debía producirlos mejores, por la manera como había tenido lugar y porque era la que convenía a los naturales para su utilidad y bienestar… García agrega que no fueron estos los únicos argumentos de que hizo uso, que también empleó otros no menos chocantes… Y así concluyó esta pacífica aventura de la tendencia española, pero la Historia se encargaría de mostrar que en esa incurable vocación anexionista de los terratenientes, ella sería la que podría exhibir las más profundas raíces.
BALANCE: Estas cuatro tendencias, sin excepción y sin contemplaciones, debieron morder el polvo de la derrota o del fracaso. Unas a corto plazo. Otras con cierta andadura histórica. Dos de ellas, la colombiana y la francesa, estaban demasiado vinculadas entre sí, al menos aparentemente, y demasiado sujetas a esa condición representada en toda la Isla por el potencial bélico de los haitianos, para no sucumbir prácticamente juntas al primer estornudo provocado por las corrientes de aire del oeste. En 1821 se habían disipado ya. Aunque, como más tarde, se descubrirá, no morirán del todo. En el destino de las otras dos, intervino el tiempo. La tendencia haitiana tuvo un éxito inicial muy sonriente porque rápidamente se convirtió en la anexión a Haití. Un número considerable de personajes de la antigua parte española se mostró prontamente dispuesto a ocupar los cargos más representativos en la nueva situación, tanto en Santo Domingo, como en Puerto Príncipe. Aquellos que no podían o no se sentían dispuestos a hacerlo, como López de Medrano, el autor del manifiesto de constitución del PARTIDO DEL PUEBLO, y el propio Núñez de Cáceres, abandonaron el país. Por cierto no pocos. Pero tampoco fueron pocos los que trataron de hacer carrera. Ya en 1822, un Tomás Bobadilla, demasiado pronto para mejor destino, era corresponsal de «LE PROPAGATEUR HAITIEN», un órgano de propaganda del Gobierno haitiano como lo proclama el título. Al profesor Pattee, tantas veces mencionado por representar una opinión extranjera, supuestamente liberada de los prejuicios locales, y moderna (1967), llama la atención sobre ese hecho inquietante para unos y mortificador para otros: Es importante observar que muchos dominicanos, aún los más esclarecidos, colaboraron con el régimen haitiano. Algunos lo hacían de buena fe (se sentían honradamente haitianos), otros por la convicción de que era inevitable (ídem, sólo que no honradamente), y todavía otros por creer en la tesis de la indivisibilidad de la Isla (ídem, ídem). No es posible aseverar que en 1838 bastaba lanzar el desafío y la nación entera se levantaría como un solo hombre contra la ocupación. El país se había desmoralizado (la élite) y la voluntad de resistencia faltaba precisamente entre los que más lógicamente estaban llamados a ejercer la dirección de la cosa pública…Los comentarios entre paréntesis no son de Pattee sino del autor de estas líneas. Y es oportuno hacer notar que el propio Pattee, afirma inmediatamente que la descomposición moral y la inercia se habían apoderado de muchos ánimos lo que supone que no alcanzaba a todos como la vida misma se encargaría de evidenciarlo. La importancia de esta distinción es obvia porque explica dos hechos que se iban a poner de manifiesto a corto plazo. Uno es que la resistencia nacional acabaría por hundir en la ignominia a la tendencia haitiana rescatando la línea de soberanía propia. Y otro es que el desarrollo de esta soberanía sería constantemente frenado por las intrigas de elementos procedentes de las filas de la misma tendencia haitiana, Bobadilla entre ellos. Por fin, la última tendencia, la española, caería a raíz de la anexión a Haití en una especie de sopor pero permaneció latente en el seno de los hateros del Este. La resistencia de este sector de los señores de la tierra a los objetivos de la política del régimen haitiano, fue sorda pero pertinaz. Jamás dejaron de cortar madera o de ejercer la montería, quebrantando así la médula del programa político e histórico del régimen haitiano, sin que estos pudieran pasar de la crítica moderada. En toda la región permaneció intacto y soberbio, como en sus buenos tiempos, el sistema comunero. Y los señores permanecieron fieles, sin participar en la política gubernamental en ningún momento, al recuerdo nostálgico y antológico del Gobierno español, acechando la más mínima crisis para lanzarse a la acción. Juan Sánchez Ramírez sería siempre, como se revelaría después, su héroe y su modelo. Ese fue el desenlace al que se abocaron las cuatro tendencias surgidas al calor de la exuberancia popular encarnada en la aparición del PARTIDO DEL PUEBLO en 1820. Pero el gran sentido de la Historia son las enseñanzas que riega en su dilatada andadura. La Historia marcha a grandes zancadas y no se detiene en los pequeños charcos. A veces ni siquiera en las grandes lagunas. El episodio haitiano fue una de esas grandes lagunas historiográficas en las que no se perciben a simple vista los procesos subterráneos en cuyo seno se continúa el desarrollo de la nación dominicana. Sucede que durante 22 años este proceso no se expresa en los términos de las acciones armadas del pueblo y, por el contrario se caracteriza por la entrega de los sectores más conspicuos al interés de la potencia extranjera, al mismo tiempo que por su renuncia a impulsar el desarrollo, siquiera como portavoces ya que no como dirigentes, de la resistencia popular. Eso sí, tan pronto como las fuerzas populares hacen válida su presencia por medio de acciones palmarias, claramente visibles para el historiador objetivo como en 1804 y en 1808, aquellas cuatro tendencias de los señores de la tierra, disipadas como por encanto al primer manotazo militar haitiano, reaparecen con toda su afición anexionista y vuelven a imprimirle al pueblo dominicano los rasgos predominantes de sus luchas históricas. Esta revitalización de las cuatro tendencias que acabamos de examinar revela que también para ellos el episodio haitiano fue una especie de entreacto, un paréntesis agradable, animado por viajes de Puerto Príncipe a Santo Domingo y viceversa. Y, en consecuencia, sacan de los baúles olvidados sus viejos uniformes de combatientes antipopulares y se lanzan a la lucha, dándole rápidamente las espaldas al poderío haitiano, hasta ayer cargado de prestigio y en tal virtud rodeado de lacayos empalagosos. Es lo que debemos contemplar a continuación.
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LA ANEXIÓN A FRANCIA: El año de 1838 es un año clave. En este año culminan las gestiones que desde 1826 había emprendido Boyer para obtener el reconocimiento de Francia, a cambio de unas gruesas reparaciones, en beneficio de los esclavistas despojados por la Revolución. Para el pueblo haitiano, como para cualquiera, era la traición. Su independencia le había costado demasiados sufrimientos, sacrificios y martirios para que tuviera que pagar además con dinero lo que había sido ganado con sangre. Desde ese momento, quedó sellada la suerte del régimen de Boyer. Pronto apareció una sociedad oposicionista que desembocaría en un movimiento organizado en Praslin con el nombre de LA REFORMA y bajo la jefatura de Charles Herard Ainé. Eso, en Haití. En Santo Domingo, el curso de los acontecimientos obedece a otra lógica. La tradición independentista, que se remonta a principios de siglo, ha permanecido latente en el seno de la resistencia que los terrenos comuneros han sostenido desde los primeros instantes. Los elementos objetivos están dados. Faltan los subjetivos. Al fin aparecen en la forma de un dirigente carismático y de una organización conspirativa y secreta denominada LA TRINITARIA. La funda Juan Pablo Duarte en 1838. El momento no puede ser más oportuno y rápidamente engarza con la agitación revolucionaria de Praslin. El movimiento de LA REFORMA, que en Haití propugna la eliminación del régimen de Boyer, en Santo Domingo se proyecta, bajo la dirección de LA TRINITARIA, hacia la eliminación del régimen haitiano en su totalidad, como premisa para la creación de una República nueva en el seno de la comunidad latino-americana y mundial. El desenlace se produce en 1843. Increíblemente, este año de 1843 es la repetición de 1820. LA TRINITARIA es el equivalente del PARTIDO DEL PUEBLO. Significa, ahora como entonces, la emergencia del pueblo en un plano histórico determinante. En ambas situaciones la ocasión es un proceso electoral que, como la Historia no se repite sino en un grado superior de complejidades y desarrollos, se da más de una vez. Igual que en 1820, tan pronto como LA TRINITARIA se manifiesta como una fuerza histórica orientada hacia la independencia pura y simple en manos del pueblo, y no sólo como un movimiento separatista respecto a Haití, empiezan a perfilarse aquellos sectores hostiles a esta tendencia popular. Y, así como entonces cundió el desconcierto entre los sectores más o menos responsabilizados con la anexión a España, ahora se desencadena una desaforada carrera entre estos sectores, más o menos responsabilizados con la anexión a Haití. Uno de sus caudillos confesará después que prefería en último caso, ya que era necesario sacudir el yugo de Haití, ser colono de una potencia cualquiera… Evidentemente, lo que era fundamental para ellos era impedir que el poder llegara a manos del pueblo. Pero el problema no se reducía simplemente a convertir este país en colonia de una potencia cualquiera. Era preciso establecer con anterioridad cuál potencia quería y cuál podía y además, que el querer y el poder se dieran en una sola. Las opciones, en 1843 como en 1820, resultaron ser las mismas, con las ligeras variantes que introducían las complejidades de un desarrollo superior: Haití, si llegado el caso no era necesario sacudir el yugo, Francia, ahora como entonces, la más favorecida; desde luego, España; y, aunque parezca inverosímil, porque no lo era menos en 1820, también Colombia. Hay una novedad que brota en el cañamazo de perspectivas que ofrece la nueva situación: Inglaterra. La introducción del elemento subjetivo en el proceso que han conducido sordamente los terrenos comunes, se produce en ese año de 1838, como se ha dicho, con la fundación de LA TRINITARIA. Para que este acontecimiento se produzca tendrán que conjugarse una serie de circunstancias, porque el advenimiento del régimen de Boyer fue enormemente favorecido por el debilitamiento externo que había sufrido la conciencia pública, ya de por sí débil en un país económicamente atrasado, en una época difícil, destruido por devastaciones sucesivas y sistemáticas, aislado del contexto latinoamericano y mundial, y drenado por las emigraciones masivas del elemento más culto y esclarecido. Por encima de todo esto, el elemento calificado que permaneció en el país no se inhibió frente al régimen de Boyer sino que le prestó su inapreciable concurso. Es Bobadilla quien sirve a Boyer a la hora de las argumentaciones de alto nivel que necesita para rebatir las trasnochadas reclamaciones españolas de 1830. Una vez más quedó evidenciado que el Gobierno de Boyer no era el producto de una invasión sino de una ANEXIÓN con todas las de la ley. La descomposición moral y la inercia-opina Patte- se habían adueñado de muchos ánimos, prevaleciendo un estado de pesimismo que no veía la utilidad de ningún esfuerzo para sacudir el yugo, por repugnante que fuese a sus sentimientos nacionales. Naciones infinitamente mayores en población y de más larga historia han sido víctimas de una parálisis colectiva en momentos de profunda depresión y han sufrido de igual incapacidad de ver con claridad meridiana la naturaleza de sus destinos. Se necesitó un hombre de visión y de talento para despertar al país de su letargo. Este hombre providencial fue Juan Pablo Duarte. He aquí una personalidad difícil para el biógrafo aunque apasionante y rica para el historiador. Duarte carece de biografía. Es, y no podía ser de otra manera, la condensación más coherente de las esencias de un pueblo devastado, atrasado, mil veces frenado en su desarrollo natural. La vida de Duarte es sólo Historia.La independencia dominicana es un largo y laborioso proceso que se inaugura, no en Santo Domingo, sino en Estados Unidos en 1776 a nivel continental. Las premisas dominicanas con la gran Revolución haitiana que al mismo tiempo emancipa a los esclavos y a los siervos y a la Nación. Y a cesión que, a consecuencia de ella, hace España a Francia de la parte que posee en la Isla. Este proceso revela sus primeros signos en 1804, luego en 1808, más tarde en 1820, brota a la superficie jurídicamente en 1821, se sumerge nuevamente a la Anexión para reaparecer mucho más acentuados en 1843, emerge de nuevo en 1844 para sufrir las más aparatosas peripecias antes de sumergirse de nuevo en 1861, para reaparecer en 1865 y todavía tendrá que prolongar sus esfuerzos para cuajar, por fin, en 1874. Setenta años justos consume en manifestarse de manera definitiva. Lo demás es el Siglo XX con su propio estilo. Pero toda esta larga y agitada trayectoria no es más que la lucha de una clase social histórica, aquella que encarna y transporta el ideal de la independencia, aquí y en todas partes: la burguesía, y que pugna por alcanzar el poder y dirigir los destinos del proceso histórico nacional, contra aquellas clases sociales vinculadas a una modalidad peculiar de la tenencia de la tierra que denominamos los TERRENOS COMUNEROS. Duarte es el personaje singular, prácticamente solitario, que entre todos los que participan en el recorrido histórico, descubre que este ideal burgués es la causa del pueblo, que el pueblo es capaz y que además sólo el pueblo es capaz, como lo deja establecido en su proyecto de Constitución, en su testamento político tal vez en el juramento mismo de LA TRINITARIA (El Artículo 6º dice: Siendo la Independencia Nacional la fuente y garantía de las libertades patrias, la Ley Suprema del Pueblo Dominicano es y será siempre su existencia política como Nación libre e independiente de toda dominación e influencia extranjera, cual la concibieron los Fundadores de nuestra asociación política al decir (el 16 de julio de 1838) Dios, Patria y Libertad, República Dominicana, y fue proclamada el 27 de febrero de 1844, siendo desde luego, así entendida por todos los pueblos cuyos pronunciamientos confirmamos y ratificamos hoy, declarando además que todo gobernante o gobernado que la contraríe, de cualquier modo que sea, se coloca ipso facto y por sí mismo fuera de la Ley.  Este artículo fue escrito, según el Dr. Alcides García Lluberes entre abril y junio), de llevar a cabo la independencia y sostenerla con sus propias manos. Duarte es además el personaje singular que en las nieblas de aquel período difunde, encamina, organiza y dirige la materialización de esa concepción con las armas en la mano. Y, por lo mismo que sostiene que el destino de nuestro país reside en el pueblo, es la estrella, no polar sino popular, que marca los senderos del futuro. En eso consiste su grandeza. Pero volvamos a los acontecimientos. Al despertar el año de 1843, la agitación pública en Santo Domingo, era tan inquietante como esa que en ciertos animales anuncia la proximidad de un terremoto. El 27 de enero había tenido lugar el llamado Alzamiento de Praslin en Haití, y la simple noticia era suficiente para perturbar a cualquier espíritu sensible. También las autoridades suelen ser sensibles, y el general Carrié, a quien correspondía la responsabilidad del orden en Santo Domingo, consideró prudente tomar medidas preventivas. Una comisión capaz de olfatear todo indicio perturbador fue nombrada al efecto. Como era de rigor, la selección se hizo entre elementos profundamente vinculados al medio, conocedores de las costumbres y por tanto capaces de detectar, como los detectives, cualquier brecha por la que pudiera colarse la subversión. Resultaron nombrados unos individuos que, desde largo tiempo atrás, ejercían profesionalmente ante su clientela haitiana, su condición de nativos de esta parte: don Tomás de Bobadilla y el Dr. José María Caminero. Este último ejercía esa profesión con gracia, puesto que no era nativo del país, sino de Santiago de Cuba. Bobadilla en cambio era de Neiba y llevaba ese punto de ventaja a su profesionalidad. El 13 de marzo materializó el triunfo de Praslin. Boyer fue embarcado con toda su familia en la goleta Scilla de bandera británica con rumbo a Jamaica y como destino final, a Europa. Aquello era el fin de una larga dictadura –25 años– y, como históricamente 20 años son menos que nada, también de una breve Anexión. Es claro que, si en lugar de una Anexión, se hubiera tratado de una incorporación forzosa, como con cierta irreverencia sometía a la discusión una encuesta del INSTITUTO DE INVESTIGACIONES HISTÓRICAS en 1937, después de haber cuestionado con no menor irreverencia a Juan Sánchez Ramírez; o de una invasión haitiana, como sostenía Dn. Ml. de Js. Troncoso de la Concha en su contestación oficial a ella en su calidad de Presidente de la Academia de la Historia;8 el hecho de 1822 se habría convertido ya en 1843, a raíz de la caída de Boyer, en una explosión revolucionaria incontenible que habría sacudido a aquella parte de la Isla que había sufrido la invasión haitiana y de inmediato la incorporación forzosa. En ambos casos se habría cumplido el esquema común, el estallido volcánico de la insurrección y desbordamiento de las masas populares en estado de incandescencia. Pero los hechos no correspondieron a ese esquema. La Segunda República llegó en 1844 sin epopeya, casi como un arreglo político. La erupción épica que debía seguir el atropello cósmico tan dramáticamente descrito por Troncoso de la Concha y otros muchos autores, no se produjo.  Parece como si aquellas concepciones que Santana compartía con Bobadilla, y a las que se refiere en su famosa carta del 14 de abril cuando le dice que si como hemos convenido y hablado tantas veces, no nos procuramos un socorro de Ultramar… y coloca estos tremendos puntos suspensivos cuyo contenido suple con las palabras inmediatamente siguientes, V. tiene la capacidad necesaria para juzgar todo lo que le quiero decir y para no hacerse ilusiones y conocer que debemos agitar esas negociaciones con que al juicio de todo hombre sensato sólo podremos asegurar la victoria… En fin, que el pensamiento de Duarte pareció inscribirse bruscamente en el mundo redundante de las ilusiones… Pero debemos rechazar, una vez más, la tendencia a reducir la esencia de la vida histórica a las instancias individuales, al idealismo del uno y el realismo del otro. La confrontación de Duarte y de Santana en Azua, no fue el choque de Don Quijote con Sancho Panza. Fue la expresión de un proceso histórico inevitable cuya marcha no podía ser determinada sino por la confrontación constante de las fuerzas que dominaban el período y les imprimían su sello a los hombres y a las cosas. Duarte era el poder ascendente de la burguesía a nivel mundial en vías de establecer su hegemonía a nivel continental y todavía en la búsqueda de su camino natural en la República Dominicana. El año de 1838 es un año clave, entre otras razones porque evidencia el éxito en dirección burguesa de la política haitiana de la fragmentación de las tierras en Santo Domingo, en aquellos puntos en que pudo ser implantada. Y por eso en ese año se funda LA TRINITARIA con éxito, como respuesta a una necesidad histórica porque su proyección a la independencia «pura y simple» tiende a hacer que el rendimiento de las tierras en manos privadas se revierta en favor de los dominicanos. Duarte, en cuanto encarnación individual de ese proceso, es lo porvenir. SANTANA era el presente. O más bien el punto en que el pasado perdura en el presente. Es la fuerza militante y concreta de aquella porción de la sociedad que todavía gira en torno a las formas comunitarias de la propiedad que conocemos como los TERRENOS COMUNEROS, esencialmente hostiles al desarrollo de la propiedad privada, como fuerza total y predominante de la sociedad, decidida a perdurar eternamente. Santana es el rostro duro y beligerante de una sociedad que se resiste a morir. No tiene que ser necesariamente consciente de ello. Le basta con ser un verdadero señor feudal en el Seibo como lo califica el Cónsul francés a falta de un calificativo más exacto. La verdad es que no es la sociedad a la que se dirigen sus ojos sin saberlo cuando miran hacia España, sino ese sistema peculiar que ha impregnado la vida histórica de este país y que, con la misma abnegación que lo haría la caballería andante en Don Quijote, encarna en él la libertad de cortar caoba en cualquier terreno y montear el ganado donde se encuentre. Y sobre todo, la resistencia feroz al alambre de púas que representa de manera odiosa a la propiedad privada estropeando el paisaje. Por eso, tan enemigo resulta para Santana el régimen haitiano, caracterizado por su afición a la definición capitalista de la propiedad territorial, como puede serlo el anarquista Duarte, de acuerdo con su propia calificación. Y tal vez todavía más, por ser más próximo. La cuestión, empero, no es si lo es o no lo es, sino si puede serlo. Y, en efecto, lo será en la medida en que los TERRENOS COMUNEROS dominen todavía la economía nacional y hagan girar en su torno los acontecimientos políticos. Por su parte, en la misma medida en que los sectores de naturaleza burguesa de esta sociedad sean todavía incapaces, por la debilidad de su desarrollo y por el peso que tienen en la sociedad, Duarte será derrotado. No será Santana quien derrote a Duarte, sino MADAME LA TERRE quien envolverá en sus maleficios a MONSIEUR LE CAPITAL. Y en el marco de este destino, cada cual representará su papel de espíritu angelical para los unos y de espíritu diabólico para los otros. El historiador canadiense Patte lo ha comprendido así con ejemplar lucidez: Con el establecimiento de la república en 1844 –dice– notamos que el estilo de vida en Santo Domingo no se modifica sensiblemente. No sería exagerado afirmar que la República independiente continuó siendo una sociedad de ganaderos y pastores. País de jinetes y de hábitos de pastoreo. Santo Domingo, a mediados del Siglo xix, se asemeja en algo, aunque en pequeña escala, a la Argentina de la misma época. Un Sarmiento dominicano hubiera podido escribir sobre el drama de civilización y barbarie que representaba la vida pública de la nación antillana. Es posible que la inestabilidad característica de la vida dominicana haya tenido sus orígenes en este modo de vivir; en las extensas sabanas por donde deambulaban estos hombres a caballo, desdeñosos de la existencia plácida y fija de los agricultores. Pattee ha tratado de encontrar la explicación de este fenómeno, según nos parece, en algunas fuentes acreditadas y ha venido a dar en una que, desgraciadamente, ha comenzado y terminado por deplorar su incompetencia para proporcionarle alguna ayuda: Como dice el historiador español José M. Ots Capdequi, todo el conjunto de estos preceptos sitúa el problema para Santo Domingo en condiciones diferentes de aquellas en las cuales se sitúa este mismo problema para otros territorios de América… En una palabra, la base jurídica del régimen de tierras en Santo Domingo tuvo un carácter muy especial, que lo diferenciaba notablemente del de otros territorios españoles de Indias. De aquí arranca la naturaleza de la vida económica dominicana durante la época colonial, con proyecciones importantes en los Siglos XIX y XX. Este régimen de tierras abundantes y comunes contribuyó al fomento de la ganadería y, sobre todo, desarrolló en el campesino algunas características que perduran a través de los siglos: cierto despego a la tierra, un sentimiento de nomadismo y escasa vinculación con la tierra misma…Si se comprende que esta es la imagen que encarna Santana y que la visión de Duarte trae al país en 1838 es la ruptura en miles y miles de pedazos de esta imagen ancestral, la confrontación de ambos en el episodio de Baní alcanzará sus verdaderas dimensiones. Entonces no será difícil admitir que cuando era vitoreado al regresar de Venezuela, por cuanto aquella sociedad a la que consagraba sus pensamientos y su vida carecía todavía de la madurez que exigía este compromiso, Duarte era ya un vencido, aunque a la larga era un vencedor… Y es que mientras a Duarte todo le resulta difícil y le sale mal, a Santana todo le resulta fácil y le sale bien. Es indudable que las fuerzas que apoyan a aquél no están maduras aún para sus sueños, mientras que las que apoyan a éste cuentan todavía con el peso de su hegemonía en la economía nacional. Para cumplir sus fines no tenía Santana que ser el hombre idóneo y capaz que difícilmente podía encontrarse en su medio. En una fuente española ya mencionada se informa que por abril el hombre del día es Pedro Santana, hombre del campo y todo lo que esto puede significar se descubre en la siguiente esquela que le envía a Bobadilla cuando este le informa de cierta conspiración a consecuencia de lo cual María Trinidad Sánchez, tía de Francisco del Rosario, y los hermanos Puello, son ejecutados, el mismo día en que se cumple el primer aniversario de la Independencia: Muy apreciado Don Tomás: me ha sorprendido su esquela en cuanto alo que u medice de la asonada para tumbar el ministerio yo creo que esto puede ser falso y esto fuere así sería un atentado yo procurare in formarme y esbitar cualquier desorden hasiesque no lo creo repito lo que yo es sabido es que algunos ofíciales han dado su dimisión como se me dice. Su afectísimo servidor y amigo, Santana.
Todavía le quedarían algunos alientos a la tendencia francesa, pero sus días estaban contados y llegaría el momento en que apuraría el trago de la frustración más amarga. La derrota de Duarte, a quien el cónsul Saint-Denis consagró sus más refinados odios y sus más cordiales insultos, joven sin mérito, envidioso de los triunfos de Santana, alborotador y otras lindezas, no favoreció en lo más mínimo sus pretensiones. Aunque sin dejar de serlo, el obstáculo más severo que pudieron encontrar el cónsul Levasseur y su colega de Santo Domingo, Saint-Denis no estaba aquí sino en Francia: la deuda contraída por Boyer en 1826 y ratificada en 1839. Después de un prolongado silencio y por fin debido a una severa exigencia de Saint-Denis, el ministro Guizot se ve obligado a decir la última palabra. La última palabra es NO. A Francia no le interesa que se rompa la unidad del territorio haitiano y que dé origen a una independencia separada en la antigua parte española. Si de todos modos esta ruptura es un hecho cumplido, Francia no está dispuesta a echar sobre sus hombros la responsabilidad de un protectorado formal. A lo sumo estaría dispuesta, le dice Guizot a Saint-Denis, a otorgarle una cierta protección que no sería en ningún caso un protectorado aunque podría ser un lazo tan estrecho como aquel si la nueva República Dominicana está dispuesta a ¡hacerse cargo de la parte de la deuda contraída por Boyer! Santana no tiene inconveniente alguno pero encuentra una inesperada e importante resistencia: Bobadilla. Este oportunista formidable y agudo, se percató en algún instante y por algún signo sutil de que la tentativa de anexión a Francia, estaba liquidada y le puso el frente, convirtiéndose de la noche a la mañana en el solo defensor de los intereses y derechos del país contra lo que llamaba pretensiones injustas e incalificables de la Francia, según informó Saint-Denis a su Ministerio. Y él mismo explica la causa de ese brusco viraje: Bobadilla, cuya impopularidad aumenta todos los días, prevé una caída próxima. Tomando la defensa de los derechos e intereses de España, espera poder darse por víctima de su devoción y de su fidelidad a la antigua metrópoli y granjearse la buena voluntad y el favor del gobernador de Puerto Rico en donde ya una parte de su familia está ventajosamente establecida. Se hace notar, en efecto, que ese camino coincide con la llegada a Santo Domingo del Padre Bobadilla, su hermano, quien desde muchos años atrás reside en San Juan de Puerto Rico…Santana rompe con Bobadilla y hace algunos avances por iniciativa propia con Levasseur, pero nosotros dejamos estos aspectos episódicos a los historiadores ya que, decididamente, la Anexión a Francia se ha hundido en el fracaso sin pasar de tentativa y entre tanto, truena ante esta página la Anexión a España.
LA ANEXIÓN A ESPAÑA: Una vez disipada la Anexión a Francia como una posibilidad inmediata y concreta, y sólidamente afincada Inglaterra en su política de oposición rotunda a apropiarse de Santo Domingo, quedaron libres las manos de otras dos potencias muy fuertemente calificadas para esta acción: la una, España, por sus vínculos históricos con su antigua colonia primogénita; la otra, Estados Unidos, por su vinculación continental a través de the sea of ourdestiny. Santana resultó ser el hombre de los Estados Unidos. El hecho de haber sido el Presidente de la República en 1844, le otorga prioridad a Estados Unidos sobre España en estos avances y ya en diciembre de ese año se encuentra investido el Dr. José María Caminero con el cargo de Ministro Plenipotenciario de la flamante República Dominicana, sin duda por elección del Ministro de Relaciones Exteriores, don Tomás Bobadilla, de quien como sabemos era un aliado incondicional, para gestionar en Washington el reconocimiento oficial de aquel Gobierno. La marcha de estas gestiones va a alinear a Santana estrechamente con la política norteamericana. Como contrapartida, Buenaventura Báez resultó ser el hombre de España. Su pelo revuelto, sus penetrantes ojos verdes, sus abundantes patillas a la moda, a los que había que sumar la vestimenta elegante y los modales desenvueltos, hacían de él no solamente un dandy, sino una pequeña flor europea en los jardines antillanos. Frente al rústico Santana americano, Báez era la cultura y el refinamiento de Europa. Y debían mirarse mutuamente por encima del hombro… La contradicción de estos dos personajes desde el poder, que va a llenar el período más turbulento de la lucha de los dominicanos por consolidar la independencia de su país y proporcionarle sus genuinos fundamentos populares, no es casual. Aunque no dejan de componer su parte del cuadro, no son las faltas de ortografía de Santana ni las corbatas de seda de Báez las que les llevan a presentarse de manera tan destacada en nuestra historia. Tampoco lo son la sagacidad e inclusive brillantez de los agentes de las potencias en conflicto. Con todo lo deslumbradora que puede haber sido la gestión de un agente norteamericano como Cazneau o de un agente español como Segovia, el verdadero protagonista de esta lucha es el pueblo dominicano, trabajando sordamente, presionando con todos los recursos a su alcance, moviéndose en un mar de oscuras contradicciones y lanzándose continuamente a la arena para certificar con su sangre y su sacrificio la justeza de su misión. Y ésta es una de esas ocasiones donde súbitamente brotan a la superficie las reservas metodológicas. El historiador nacional, don José Gabriel García, ceñido estrechamente a una concepción romántica que no pocas veces obnubiló la pureza de sus intenciones y la limpidez de juicios no puede librarse de los destellos de la personalidad individual. Para él todo este largo proceso de luchas por la independencia nacional se caracteriza, no por el papel del pueblo sino por la aparición providencial de cuatro gigantes: Entre todos los personajes esclarecidos que sirven de adorno a la diadema de las glorias patrias, asoman más de relieve que los otros, cuatro figuras culminantes, cuatro caudillos afortunados que, por el asombroso ascendiente que tuvieron sobre las masas populares, no menos que por la influencia y soberanía que ejercieron sobre los destinos del país, pueden ser considerados como los astros más resplandecientes que hasta hoy han relucido en el cielo siempre esplendoroso de Quisqueya: estos varones singulares son, el brigadier Juan Sánchez Ramírez, el licenciado don José Núñez de Cáceres, el general Pedro Santana y el ilustre prócer don Juan Pablo Duarte… Salta a la vista que en esa secuencia histórica claramente discernible, sobran tres o sobra uno. Y evidentemente falta otro. Si en lugar de considerar los atributos individuales como motor de la Historia, el historiador García hubiera considerado en su lugar a las fuerzas materiales que se agitan en su seno, se habría percatado de que tres de esos personajes encarnaban fuerzas anti-históricas y por consiguiente, no actuaron como motor sino como freno en la materialización de los destinos nacionales. Las fuerzas que impulsaban ese destino se conjugaban y actuaban históricamente en el seno del pueblo, que es el personaje que falta, y encarnaban en Juan Pablo Duarte, que es el personaje que sobra, si no, como declara el propio García por la superioridad de sus dotes materiales e intelectuales, a lo menos por la mayor importancia de su obra. Claro: Porque no se trata de esas dotes materiales e intelectuales que sirven de adorno a la diadema de las glorias patrias, sino de las fuerzas materiales y espirituales, ya que las intelectuales se deterioraron rápidamente, que subyacen en las entrañas de las grandes luchas del pueblo. De esos cuatro personajes sólo uno, Duarte, respondió al llamado de las fuerzas históricas y, en buena lid, debería compartir el anonimato con el pueblo. En esa virtud podemos afirmar con toda suficiencia que, en el fondo, la contradicción que se plantea tan enconadamente en los personajes antes mencionados, Santana y Báez, se remonta a una época tan distante como las Devastaciones de 1605 y 1606 en que ninguno de los dos, ni siquiera los padres de Juan Sánchez Ramírez, estaban por nacer. De manera que el encuentro no es casual. Lo que sí resulta casual es el alineamiento de Santana con los Estados Unidos y el alineamiento de Báez con España. Volviendo siempre al fondo de la cuestión, Santana no puede coincidir con la política norteamericana ni Báez con la española. Sólo las veleidades de la política del momento y la corrupción que el uso o la ambición del poder pudieron introducir en el corazón de estos hombres, explica que en un momento dado se encuentren en esas posiciones. Pero, más tarde o más temprano, el imperio de las leyes históricas se impondrá configurando el desenlace… Santana es el representante más puro del antiguo hatero y por consiguiente el enemigo más acerbo de la propiedad privada como fundamento y resultado de sus vinculaciones agrarias. De ese nudo intrínseco se desprenden todas sus concepciones sociales, políticas, históricas e inclusive religiosas, sin descartar el pañuelo que se amarraba a la cabeza. De modo que es un enemigo sustancial de los Estados Unidos, por cuanto esta nación encarna como ninguna la proyección histórica de la propiedad privada y la acentuación del poder de las clases burguesas, precisamente duartianas, de toda sociedad. Si se toma en consideración que Juan Sánchez Ramírez, el padre de la tradición españolizante en el país, identifica equivocadamente a España con la filosofía de los terrenos comuneros, su modelo entrañable no puede ser otro que España. La modestia de sus recursos intelectuales le impiden a Santana ir más allá de la identificación de una ideología con un personaje y este personaje no puede ser otro que Juan Sánchez Ramírez, a cuyo lado combatió su padre, Pedro Santana, de quien recibió nombre, pensamiento y fortuna tanto como su sistema de vida personal. Esta base fundamental de su vida, que solo de manera epidérmica puede asociarlo con los Estados Unidos, pero que le asocia de manera vertebral a España, le llevará pronto a romper con Bobadilla, que representa otras fuerzas, y más tarde a apurar hasta la última gota el acíbar de la decepción, aunque no sería necesariamente acíbar, envuelto en la tragedia más escalofriante y conmovedora de la historia nacional. Báez es también un producto de los terrenos comuneros, tanto en su filosofía como en su vida privada. Pero hay una diferencia esencial. Báez es un gran señor, mucho más en el sentido feudal del señorío que Santana, en la región azucarera del Sur. Azua, la ciudad que figura como centro de esa región, fue una zona azucarera desde el Siglo XVI. Allí fundó Gorjón su emporio, de allí salió su famoso Colegio con rango universitario y hasta allí llegaron las llamas de las Devastaciones de Osorio. Cuando se restableció la industria azucarera había perdido la opulencia original pero conservó la duplicidad antagónica de su fisonomía: la vocación hacia la propiedad privada de índole capitalista y el aprovechamiento del sistema comunero a falta de uno más apropiado y moderno. La visión conciliadora que insufla ese sistema peculiar de la industria azucarera del Sur, le viene a Báez de su padre, Pablo Altagracia Báez, quien no fue renuente a colaborar con la anexión española de Sánchez Ramírez después de haber colaborado con los franceses de Ferrand, lo cual no le impidió colaborar con los haitianos en tiempos de Boyer. Pero inclusive pudo haberle venido de su propia sangre, porque era hijo de una antigua esclava de quien nunca renegó ni tuvo necesidad de hacerlo, y llevaba por tanto en sus venas fuertemente ligados en un vínculo amoroso al esclavista, ciertamente moderado, y a la Esclavitud. De modo que en Santana y en Báez se enfrentaban, con tanto mayor encono cuanto más fuerte fuera su dominio del poder público, estas dos grandes fuerzas irreconciliables. Y claro está, ellos podían subjetivamente tomar las posiciones que en un momento dado les aconsejara su almohada, pero detrás estaban los núcleos sociales que los respaldaban y que, a fin de cuentas, los amarraban a un desenlace inevitable. Para completar el cuadro clásico del alineamiento de las fuerzas históricas en el proceso nacional, faltaría aquí la toma de posiciones por parte de los sectores del país tradicionalmente ligados a la producción tabacalera y, por esa circunstancia, más ligados que cualquiera de estos dos a la tendencia capitalista. Pero la experiencia frustratoria de la Anexión a Haití, les impuso una especie de marginación del poder en los primeros años de la República, que abrió el camino para el despliegue de esta otra contradicción entre azucareros y hateros. Y es natural que los Estados Unidos representaran para ellos un modelo ideal. Veían en la gran nación americana los frutos del sistema burgués y la prodigiosa encarnación de la independencia y de la democracia. En Santiago se encontraba la gente más culta del país, mejor informada de los acontecimientos y de las corrientes intelectuales predominantes en Europa y América y, en consecuencia, su admiración hacia el sistema americano obedecía a muy razonadas y profundas concepciones. En el país se conocía esta inclinación amable de los Cibaeños hacia la gran democracia del Norte y no dejó de ser utilizada por los sectores que les eran adversos para propiciar sus maquinaciones en favor de Francia. En los archivos de Washington se encuentra una carta muy singular en la que un grupo de familias Cibaeñas se dirige al General Santana conminándole a llevar a cabo la anexión a los Estados Unidos. Según García, la tal carta no fue otra cosa que un chantaje que le hicieron los anexionistas inclinados a Francia al cónsul francés para forzarlo a tomar una decisión. La carta viene fechada a 22 de septiembre de 1849, en los momentos en que el General Santana venía de los campos de batalla con una nueva aureola de capitán victorioso y omnipotente después de batir a Soulouque. Por lo mismo que se trata de una farsa, el lector si quiere puede saltarla, a menos que se interese por las ideas y los argumentos que en ella se esgrimen y que no dejarían de reflejar el pensamiento de algunos sectores, no necesariamente Cibaeños. La carta, aquí de nuevo vertida al español de la traducción inglesa, dice así, GENERAL: Los infrascritos, persuadidos de su desinteresado amor a la patria, y al mismo tiempo convencidos de que un igual amor a nuestra nacionalidad (que usted ha defendido tan dignamente) le obliga a aceptar cualquier cosa antes que verla destruida por los bárbaros haitianos, si el azar de la guerra se vuelve contra nosotros; conociendo además nuestros escasos recursos y lo que es peor los inmensos daños que el presente estado de incertidumbre ocasionan al país; deteniendo la civilización y el progreso, interrumpiendo su tranquilidad y exponiéndola diariamente a los más pesados sacrificios; por estas y otras razones nos dirigimos a usted con el propósito de expresarle en confianza y con sinceridad nuestra opinión acerca de los verdaderos intereses de nuestra patria. Los objetivos del Gobierno de Washington al declarar el principio de que ninguna potencia europea deberá interferir en los asuntos internos de América, han sido los de proteger los intereses del nuevo mundo, e indudablemente este es el acto más excelso y magnánimo de una grande y elevada política. Ha llegado el momento de llevar este principio a la práctica, recordándole al Gobierno de los Estados Unidos, que también nosotros pertenecemos a la gran familia americana y que no solamente por el carácter americano común sino también por la firmeza con la cual hemos sostenido nuestra independencia, merecemos las ventajas que los 27 Estados disfrutan en la Unión. Sería superfluo abundar sobre las ventajas de esta idea. La similitud de las instituciones, la proximidad de las dos naciones, los intercambios de su comercio, la inmigración que ellas pueden promover y que sería la fuente de nuestro bienestar y nuestra prosperidad; hacen mil veces preferible ser (norte) americanos a ser arruinados por los azares de una guerra sin fin. Esta es la única vía posible para hacernos respetables y mantener nuestra independencia, formando un Estado independiente como aquellos de la Unión; porque el calificativo de americanos es el único que cabe en el Nuevo Mundo y el cual, con el devenir del tiempo, se convertirá en el mismo Gobierno y la misma Nación. Así pues, nosotros le suplicamos, General, que tome en consideración esta prueba de nuestro patriotismo y el hecho de que nuestro único objetivo es la estabilidad y el progreso de nuestra patria, que solo podemos encontrar vinculada a esa gran Nación. Confiamos, General, en que si usted está animado de los mismos sentimientos, favorecerá nuestra demanda con nuestro Gobierno, haciendo uso de la influencia que usted posee en los asuntos de la patria. Tenemos el honor, etc (Esta carta es traducción del texto inglés que aparece en William R. Manning: Diplomatic correspondence of the United States (1831-1860), Vol. VI, Washington, 1935, página 53. La traducción es nuestra. Al enviársela al Secretario de Estado norteamericano, John M. Clayton, el Agente Especial Benjamín E. Green, le informa acerca de ella lo siguiente: Le envió copia de una petición dirigida por las principales familias del distrito de Santiago al General Santana en favor de la anexión a los Estados Unidos. Tengo entendido que otras similares se preparan aquí y en Puerto Plata. Hasta que este documento me fue remitido por un viejo conocido mío, Don Nicolás Julia, no he tenido conocimiento alguno de este movimiento (que es sin duda resultado de mi llegada a este país) ni se me ha propuesto ningún patrocinio hasta ahora… Este último detalle es significativo pues parece indicar que no era ese su propósito y parece abonar la opinión de García en el sentido de la patraña que él denuncia). Esta carta fue dirigida a Santana, según el historiador García, por algunos adeptos a su política, a quienes el caudillo contestó diciéndoles que el programa que había publicado el Presidente de la República probaba hasta la evidencia que no tendría predilección por otra nación, sino por aquella que les ofreciera más ventajas, y en el más breve término posible, por lo que debían esperar que la solicitud que hacían tendría buena acogida; que él no había considerado oportuno someterla en los actuales momentos al gobierno porque estando persuadido de que el comisionado americano que se encontraba en Santo Domingo, había escrito a su gobierno solicitando poderes e instrucciones para entenderse con ellos, esperaba que le llegaran, para entonces, con conocimiento de sus facultades, saber cómo se debía obrar, a fin de no dar un paso infructuoso. García encuentra la confirmación de que estos documentos eran el resultado de combinaciones en una nota que el Gobierno le envió al gerente del Consulado francés en la cual le invitaba a que diera lo más pronto posible una solución definitiva al importante negocio del protectorado; y que si por desgracia la decisión de la Francia era negativa, que tuviera a lo menos el mérito de no ser tan dilatada que les impidiera dirigirse al agente especial de los Estados Unidos que acababa de llegar… 
Este importante documento -dice García- que publicó Britannicus en 1852 y que nadie ha desmentido, viene a corroborar la opinión que sustentamos, por estar tan claras como la luz, de que todas las cuestiones de la anexión o protectorado extranjeros nacieron en el país y fueron alimentadas por los mismos hombres, sin que el fracaso de un plan los desanimara para pensar en otro… El hecho mismo de que fuera posible tejer intrigas de esta naturaleza a costa de la burguesía santiaguera, muestra hasta qué punto se encontraba ella en una etapa todavía balbuceante. Y desde luego explica su aparente marginación del poder. Faltaban todavía algunos años y el giro de ciertos procesos económicos para dejar constancia de su presencia histórica y de su capacidad de acción. Entonces se conocerían sus pensamientos y se podrían cotejar con los términos de la presente carta, para comprobar que ésta expresaba el pensamiento clásico de los hateros del Este. El de los tabacaleros del Norte, tenía su propio estilo.
Parece que como resultado de esta amistad entre D. Juan Abril y Buenaventura Báez con el Conde de Mirasol, éste fue madurando hasta dirigirse concretamente al Ministerio de Estado en Madrid en demanda de autorización para intentar volver a la dominación española de la República Dominicana. El ministro de Estado respondió trazando con toda claridad los lineamientos de la política española respecto de Santo Domingo y sus fundamentos filosóficos: El Capitán General de Puerto Rico, llevado de un laudable celo en favor de los intereses de la España ha examinado solo las probabilidades de la empresa; y encontrándola posible, y aún fácil, desea con ardor aumentarla, porque carece sin duda de datos necesarios para pesar las ventajas o los inconvenientes que nos producirá el llevarla a cabo, y las complicaciones que de aquí podrían seguirse al Gobierno de S. M. en sus relaciones con las demás potencias. Desde luego saltan a la vista los peligros que producirían para la seguridad y el orden de Puerto Rico las estrechas y frecuentes relaciones que no podrán menos de existir entre esta Isla y la de Santo Domingo, una vez vuelta a dominio español. En Santo Domingo es preponderante la raza de color y sería muy de temer que poniéndose en contacto con la de Puerto Rico se rompiese el equilibrio entre la población blanca y la de color, en que estriba la paz de la colonia. Por otra parte, los hábitos de desorden e indisciplina que debe haber creado en Santo Domingo la anarquía que aflige al país, podrían ser muy funestas para la seguridad de los habitantes de aquella pacífica Antillas. Pero el inconveniente más grave que encuentra este Ministerio en el proyecto del Capitán General son las complicaciones que produciría en las relaciones del Gobierno de S. M. con la Inglaterra y los Estados Unidos. El Conde de Reus cree que nada hay que recelar por este concepto toda vez que no habiendo reconocido la España la independencia de la República Dominicana, conserva su derecho a la posesión de aquel territorio; pero no podrá ocultarse a la ilustración del Sr. Conde que la legitimidad del derecho no es bastante para intentar una empresa de esta magnitud sin recelo de encontrar oposición en los intereses que se crean lastimados, y que sería cuando menos imprudente provocar esta oposición cuando ninguna ventaja podemos esperar para compensarla. En efecto, el estado de decadencia o más bien de completa ruina a que las convulsiones políticas ha reducido la isla de Santo Domingo, alejan toda esperanza de coger algún fruto de los gastos que su reconquista y conservación causarían al Gobierno de S. M.  Por estos documentos, y por lo que ya sabemos, el mercado anexionista se encontraba completamente en baja por los años de 1840 y tantos. Las posibilidades en Francia eran sumamente remotas y todavía lo eran más en Inglaterra. La política española era totalmente renuente a embarcarse en una empresa que, como ellos lo entendían, aleja toda esperanza de coger algún fruto, que compensara los gastos de su reconquista y conservación, debido al estado de decadencia o más bien de completa ruina en que se encontraba Santo Domingo. Para los Estados Unidos la realidad era otra. Cual que fuera el estado ruinoso en que se encontraran las finanzas del país, había una gran Bahía con minas de carbón en sus inmediaciones. Había además oro, plata, cobre y otros metales en sus minas. No había en el mundo planta alguna que no pudiera crecer en el valle de La Vega. Lo único que se necesitaba era una inversión capaz de hacer rendir esta Isla y de enriquecer a los inversionistas avispados. Al menos esto decían los informes reiterados de los agentes norteamericanos. El primero fue John Hogan, caballero de Nueva York, quien fue designado agente del Gobierno de los Estados Unidos para investigar los recursos naturales del país y la capacidad de los dominicanos para sostener su independencia. La visita de Hogan fue motivada por las gestiones que el Gobierno de Santana hizo en Washington para obtener el reconocimiento de la Independencia dominicana e instrumentar un tratado de amistad, comercio, etcétera entre ambos países. El Secretario de Estado Calhoun le comunicó al enviado dominicano, el Dr. Caminero, que el uso de su Gobierno era enviar un comisionado antes de reconocer la independencia de un país recientemente establecido, a fin de obtener conocimiento de los hechos y circunstancias que se consideren necesarios para llegar a una decisión. Hogan visitó el país a principios de 1845 y quedó encantado. Todos los frutos de las zonas tropicales y templadas podían crecer en su suelo. Las riquezas minerales no le iban en zaga. Esta magnífica Isla sobre la cual la naturaleza ha derramado sus más escogidos tesoros, con mano generosa-decía en su informe del 4 de octubre de 1845- ha sido sin embargo víctima de toda la miseria que el hombre puede infligir a sus semejantes… (Upon a brotherman, literalmente Sobre un hombre hermano suyo). A Hogan siguieron otros. David D. Porter, un joven teniente que llegaría a ser andando el tiempo Almirante de la Flota de Estados Unidos y que volvería al país ya con el grado de Vice-Almirante, recorrió la Isla a lomo de mula, en 1846. Entre observaciones sumamente pintorescas rindió un informe que influyó mucho en la decisión del Departamento de Estado. Contaba él que, después que su barco saludó la plaza de Santo Domingo sin que obtuviera la respuesta de rigor, se les acercó una lancha en la que venía un individuo que al subir a bordo, pidió prestado un poco de pólvora para corresponder al saludo, ya que no tenían en existencia… Porter visitó a Santana a quien le impresionó mucho pues, aunque le pareció un mulato como de 40 años, con un pañuelo bendana amarrado a la cabeza, no afectó ningún embarazo, ni se sintió amilanado o encogido ante el riguroso uniforme del oficial americano, de alegres ojos azules… El informe fue decididamente favorable a la aspiración de la República. Pero a Santana se le fue aireando la paciencia. La República Dominicana no era una finca tan fácil de gobernar como El Prado. Los problemas financieros comenzaron a acumularse y a alimentar una oposición de la cual no sabía cómo desembarazarse. La Iglesia lo mortificaba. En 1846 había dispuesto el envío de una Comisión al frente de la cual iba Buenaventura Báez, acompañado de José María Medrano y Juan Esteban Aybar, con destino a Europa, a fin de gestionar el reconocimiento de la República por parte de España, Francia e Inglaterra, sin aparente resultado. En julio de 1847, Báez le escribía a su amigo: Va nuestro compañero Medrano a referir a vuestro Gobierno, después de una espera en España de más de ocho meses, y ojalá tuviésemos la posición que manteníamos bajo el de Soto Mayor, la de ahora es estacionaria. Caído Soto Mayor, Pacheco no ha pensado sino ganar tiempo, y nada más. Nuestro amigo de P. R. tiene mucha razón, yo estoy desesperado, y si en septiembre no ha determinado algo la España, me marcho. Esta misiva fue probablemente enviada a D. Juan Abril quien, a su vez, se la envió al Conde Mirasol, el Capitán General de Puerto Rico, y éste a Madrid. Abril presentaba una imagen deplorable de la situación en Santo Domingo: Ínterin los haitianos mantengan la política de estarse en sus fortificaciones y no atacarnos, se conservará el país, pero el día que vamos a atacar estamos en el caso de poder hacer muy poca resistencia, porque el desaliento y descontento son grandes. Generalmente por este tiempo con la cosecha del tabaco las onzas bajaban pero hoy está a $200 y escazas; así es que todo vale un sentido en moneda del país; en fin yo no sé en qué pararemos. Las Cámaras lo dejaron todo como estaba, solo una Ley para los ladrones, de pena de la vida; son tantos que no hay nada seguro, veremos con esta Ley si los extingue o si los hará asesinos. Y agregaba conclusivamente: Sr. Conde estamos mal, mal.
No aguantó Santana y renunció el 4 de agosto de 1848. Le sucedió Manuel Jiménez a quien le tocó la desgracia de que, como resultado de las gestiones de la Comisión de Báez, Francia se decidiera a reconocer a la República y firmar con ella un tratado de paz, amistad, comercio y navegación. Automáticamente, Haití entró en campaña. Soulouque, el nuevo Presidente, vio una turba de fantasmas esclavistas que le hacían señales amenazadoras desde Santo Domingo. Arrancó de Haití con un Ejército arrollador ante el cual Jiménez no supo qué hacer y hubo que llamar desesperadamente a Santana. Y de inmediato la situación cambió. Los dominicanos se sintieron envalentonados y los haitianos aterrorizados. La campaña haitiana de 1849 se disipó en un suspiro. Desde luego, cayó el Gobierno de Jiménez. Santana lo echó del poder de un manotazo después de intercambiar insultos y le designó un sustituto. Resultó electo don Santiago Espaillat. Este don Santiago debió ser altamente estimado por el caudillo triunfante para merecer esa distinción. Lo que sabemos de él nos indica que era un conservador de cepa puesto que lo vimos en Santiago de los Caballeros, cuando se discutía en la municipalidad la adhesión a la República recién proclamada, alegar que la República independiente no era posible sin el auxilio de otra Nación. Los despachos americanos a Washington lo presentan como un español de sangre pura y de gran reputación de probidad. Don Santiago, a pesar de esas calificaciones tan envidiables, declinó la elección y obligó a Santana a proponer otro sustituto. Esta vez parece que primó el éxito de las gestiones europeas y la designación de sustituto se combinó con la voluntad de los electores para que llegara al poder por primera vez don Buenaventura Báez. No mucho después llegó un nuevo comisionado americano, Benjamín Green, quien se enteró de que el nuevo Presidente era un hombre de considerable talento y cautivadora palabra, elevados ingresos y fortuna privada…14 aunque fuertemente inclinado hacia la tendencia francesa. Sus instrucciones revelaban una disposición amable por parte de Estados Unidos hacia la joven y preocupada República: Usted ha leído los informes del Sr. Hogan a este Departamento (State Department) y del Teniente Porter a la Marina acerca de las condiciones y perspectivas de la República Dominicana. Estos contienen las últimas informaciones auténticas acerca del tema. Sin embargo, los dominicanos han dado al mundo recientemente otra prueba indicativa de su capacidad para mantener la independencia, rechazando victoriosamente al Ejército haitiano enviado otra vez para subyugarlos. Si sus observaciones confirman los despachos de los Sres. Hogan y Porter, el Presidente (de los Estados Unidos) podría sentirse inclinado ahora a hacer un reconocimiento público de esto por parte de su Gobierno. Trate, por consiguiente, de cerciorarse de si la raza española tiene o no la ascendencia en ese gobierno, si se inclina a mantenerla y si en cuestión de números esta raza tiene una proporción tan favorable respecto de las otras como ocurre en otros Estados de la América española. Dirija particularmente su atención a la administración de la justicia, tanto en materia civil como criminal, e investigue si los litigios entre nuestros ciudadanos dominicanos son y seguirán siendo en el futuro correcta e imparcialmente resueltos por los Tribunales. Cuando un país se considera capaz de rechazar los intentos de otro para conquistarlo e invocar su jurisdicción sobre él, la cuestión inmediata que debe tomarse en cuenta para decidir la conveniencia del reconocimiento es la capacidad y la disposición de un Gobierno para administrar justicia… Báez ejerció la Jefatura del Estado con gran desenvoltura y no menor independencia. No cortejó al Comisionado Green ni al mismo General Santana. Por el contrario, celebró un Concordato con la Iglesia, que irritó extremadamente a Santana, quien creyó ver en aquel paso una medida dirigida contra él. Y desde ese momento le enfiló los cañones, de modo que cuando Báez cumplió su período en 1853, Santana se hizo elegir como el nuevo Presidente y no tardó en hacerle frente al Arzobispo y al ex presidente Báez. A uno le expulsó tres sacerdotes. Al otro le declaró traidor y otras lindezas, expulsándolo también del país. Y, dándole gusto a una vieja vocación de mandonismo, apretó las tuercas al país y desató una persecución brutal contra los elementos vinculados al pasado Gobierno. Esta violenta ruptura iba a costarle sangre y sacrificios inmensos al país. El retorno de Santana al poder significó, entre tanto, una atmósfera más favorable para un tratado con Estados Unidos que sirviera de base al reconocimiento.
 Las observaciones de Green se tradujeron en el envío de un agente norteamericano, William L. Cazneau, debidamente autorizado para la instrumentación de ese tratado. Una de sus cláusulas incluía el arrendamiento de la Bahía de Samaná. Sus instrucciones rezaban: El más poderoso motivo para el reconocimiento de la República Dominicana e instrumentar un Tratado con ella, es la adquisición de las ventajas que los Estados Unidos esperan derivar de la posesión y control de la porción de territorio de la Bahía de Samaná y agregaba: El propósito no es que el territorio cedido sea muy grande: una sola milla cuadrada probablemente proporcione todas las conveniencias que los Estados Unidos tratan de obtener…
La Restauración fue, quizás, el episodio más brillante de la lucha del pueblo dominicano por su independencia. Solo quizás, porque fue un episodio, si se quiere breve, de una lucha mucho más compleja, difícil y prolongada, de la cual no fue más que un estallido fulgurante y victorioso. Ni siquiera durante su transcurso y en medio de los acontecimientos más absorbentes y apremiantes, tuvo respiro la otra lucha, la lucha titánica entre esas dos fuerzas que en nombre del destino burgués se batían contra aquellas que obstaculizaban su marcha. Esta lucha, como ha ocurrido en todas partes, tenía una expresión nacional y otra internacional. Las naciones imperiales se entrelazaban con las fuerzas criollas en una complicadísima malla de maquinaciones, rejuegos y acciones insurreccionales, para lograr mutuamente, las unas apoyándose en las otras, sus objetivos históricos, decididamente en contra de los intereses populares. Por su parte, el pueblo, en la medida de sus recursos y oportunidades, conducía la marcha histórica. La Guerra de la Restauración fue su propia victoria. Pero, aunque esta victoria constituyó uno de los puntos más altos de su proceso histórico, no significó todavía una victoria final. La guerra nacional, a pesar de la eliminación de España, continuaba vigente. La guerra civil, a pesar de la eliminación de Santana, continuaba igualmente vigente. Echemos una mirada a estos dos grandes aspectos de la lucha del pueblo dominicano en esta etapa:
I)  En cuanto a la guerra nacional. Un fenómeno singular que amerita estudio, efectivamente llevado a cabo ya por un funcionario del Departamento de Estado norteamericano, pero que todavía contiene infinitas posibilidades de desarrollo, consiste en la inhibición de las fuerzas internacionales, que durante un largo período se disputaban la posesión de la Isla o cuando menos de la Bahía de Samaná, durante el período de la guerra restauradora. Cada una con sus motivaciones propias, permaneció al margen de la guerra y abandonó a los grupos que servían sus intereses en el interior del país. Ni Estados Unidos, ni Francia, ni Inglaterra, ni siquiera Haití, que en los primeros momentos ayudó a Sánchez y a Cabral y luego los abandonó a su propia suerte, participaron de una manera o de la otra en esta guerra. El pueblo dominicano tuvo que enfrentarse absolutamente solo contra una nación europea poderosa y que tenía dos posesiones, Cuba y Puerto Rico, a ambos lados de la Isla.  Como nos explica el mencionado funcionario del Departamento de Estado, Mr. Hauch. Para abril de 1865, sin embargo, España tenía decidido desde mucho antes, apartarse de la ‘equivocada política de 1861’. Su decisión a este respecto no fue dictada en primera línea por el temor de lo que otras potencias podían hacer. Inglaterra había seguido un curso de estricta neutralidad; Francia, si algo hacía, era simpatizar con España, y ni Haití ni los Estados Unidos, aunque básicamente favorables a la causa dominicana, estaban en condiciones, en el momento en que la decisión española fue adoptada, ni siquiera de indicarles que tal concurso podría serle prestado en el futuro inmediato. El crédito mayor de la victoria dominicana debe acreditársele, por consiguiente, al pueblo dominicano, que virtualmente solo, con la única ayuda de la topografía y el clima de su país y de su aliado el mosquito de la fiebre amarilla, representó el papel principal en la retirada completa de España en julio de 1865. No hay episodio más bravío en toda su Historia (Charles C. Hauch: Attitude of Foreign Governments Towardsthe Spanish Reopcupation of the Dominican Republic (Actitud de los gobiernos extranjeros ante la reocupación española de la República Dominicana) Hispano-American Review, mayo de 1947, Volumen XXVII, página 268 (la traducción es nuestra; hay versión española en Clío que no hemos podido consultar. En lo que se refiere particularmente al papel de los Estados Unidos, aparentemente frenado por la Guerra de la Secesión debe verse el trabajo de Jerónimo Becker publicado por Eme-Eme (Estudios Dominicanos), Número 14, Volumen III, septiembre-octubre de 1974, en el cual se da una visión española del problema y se presenta, aunque no de manera muy clara, una actitud distinta según que se trate del norte o del sur. España se lanzó a la aventura de la Reanexión contando con una eventual victoria de los esclavistas del sur y prestó a éstos cierta ayuda, con lo cual provocó alguna actitud por parte del norte aparentemente destinado a favorecer a los dominicanos, pero de todos modos, intrascendente. Se refiere a una queja española porque los barcos americanos permanecieron indiferentes ante un trasiego de armas a los dominicanos). Estas consideraciones son hermosas. Y autorizadas. Y no deberían ser olvidadas. 
II)  Pero Hauch no destaca, aunque apunta, puesto que se sitúa fuera del marco de su interés temático, un fenómeno paralelo y que permite comprender hasta qué punto esa victoria merece ser acreditada al pueblo dominicano. Y es que, simultáneamente con la guerra contra España, el pueblo libraba, como lo hemos señalado reiteradas veces, una furiosa e implacable guerra civil en sus propias entrañas. Aquellos sectores de las clases dominantes que se proyectaban históricamente hacia la hegemonía del sistema burgués y que habían enarbolado la bandera de la Revolución el 7 de julio en Santiago de los Caballeros, se batían contra otros sectores que permanecían vinculados a la hegemonía de los terrenos comuneros y, por consiguiente, en mayor o menor grado, consciente o inconscientemente, de manera certera o equivocada, a la propia España pero que eran, no obstante, enemigos a muerte del General Santana. Estos sectores, y particularmente el elemento cibaeño sin excluir a un considerable sector ubicado en la Capital, se aglutinaban en el Gobierno provisional de Santiago, organismo civil encargado de la dirección de la guerra, en el cual figuraron los ideólogos principales de la revolución del 7 de julio y de la Constitución de Moca. La evidencia de estas pugnas de clase se hicieron evidentes cuando culminaron con el fusilamiento del Presidente de ese mismo Gobierno provisional, el General Pepillo Salcedo, español de nacimiento y dominicano de nacionalidad, vinculado a la facción baecista de la reacción comunera. En una cronología de la Embajada norteamericana en este país, de la cual ya se ha hecho mención en otra parte, se consigna en noviembre de 1863 los desacuerdos entre los generales patriotas Pimentel, Luperón, Monción, Florentino y otros que operan sin respetar las órdenes de la Junta. El propio Salcedo, presidente de la Junta, disputa con sus colegas de Santiago. Anarquía y masacres por Florentino y otros… y atribuye éxitos a la expedición española enviada al oeste de la costa sur debido a que los patriotas están desmoralizados por las disensiones. Sin embargo, las victorias más fulgurantes de la guerra tuvieron lugar en 1864. El triunfo de Polanco en Monte Cristy al impedir que las fuerzas navales enviadas por La Gándara pudieran salir de esa población después de haberla ocupado a fines de diciembre de ese año y la ocupación de Higüey, cuatro días antes, la una en el norte y la otra en el este de la República, fueron las dos acciones militares con que concluyó la Guerra porque los españoles no intentaron ya ninguna otra operación y decidieron permanecer en actitud defensiva hasta que las Cortes españolas ordenaron la evacuación. Pero es también un hecho la existencia de tales disensiones como quedó comprobado una vez más tan pronto se hizo efectiva la recuperación de la soberanía. Por otra parte, estos sectores sustentaban una contradicción esencial con su propio pueblo. Recelaban continuamente de la elevación de su desarrollo político y de su capacidad cada vez más notoria de ejercer a manos llenas su propia soberanía. Para encubrir este recelo enarbolaban el clásico argumento favorito de Santana y de Bobadilla de la imposibilidad de la independencia sin el concurso de otra nación. Toda la literatura de la época está llena de manifestaciones en ese sentido. 
En una carta dirigida por el Gobierno Provisional al general Florentino en 2 de noviembre de 1863, se le dice amargamente: Al Gobierno no se le ha ofrecido hasta ahora más protección que la de la Divina Providencia, ni Inglaterra ni la América del Norte han dado hasta ahora síntomas de vida, sin embargo de haber sido el primer cuidado que tuvo el Gobierno, de solicitar su intervención y protección Hauch y otras fuentes recogen abundantemente las gestiones que se hicieron en Estados Unidos. Dos misiones partieron para aquel país con ese propósito, las llamadas misiones de Pujol y Clark. Este Clark (William) era un norteamericano residente en Santiago. Dice Hauch que el 24 de noviembre de 1863, el encargado de Relaciones Exteriores de la Junta, Ulises Espaillat, una figura destacada en la vida nacional por su proverbial honestidad, su reconocida cultura y la naturaleza progresista y liberal de su pensamiento, le escribió a Seward, uno de los más activos promotores del proyecto de tratado de la Bahía de Samaná, desde su posición de Secretario de Estado, invitándolo directamente a llevar a cabo una intervención americana en interés de ambas naciones. Expresaba que el Gobierno provisional no había enviado representación alguna a Europa por respeto a Estados Unidos y en previsión de su apoyo. Y añadía que el común interés de rechazar la intervención europea, hacía posible el establecimiento de un protectorado americano en la República Dominicana. Al mismo tiempo, Benigno Filomeno de Rojas, Vice-Presidente del Gobierno provisional, escribía a Lincoln, solicitando theinterposition of a timely and protectinghand (la interposición de una ayuda oportuna y protectora). Otros dos miembros del gobierno provisional, siempre según Hauch, fueron a Puerto Príncipe para entrevistarse con el Ministro americano B. F. Whidden. Pedían el reconocimiento de Estados Unidos pero en el despacho que el Embajador envió a Washington, afirmaba que Estados Unidos podía adquirir la Bahía y la Península de Samaná con este Gobierno no amigo. Las misiones de Pujol y Clark no fueron recibidas en Washington. El Secretario Seward dio instrucciones al Gustavus Koerner, Ministro americano en Madrid, para asegurarle al Gabinete español que Estados Unidos no había recibido las misiones de Clark y de Pujol ni siquiera en términos informales, ni mucho menos había aceptado sus demandas. Tansill (página 267) nos refiere que el ultimo en entrar a desempeñar la presidencia (José María Cabral) fue un ‘entusiasta amigo de Norteamérica’ y el agente comercial norteamericano Paul T. Jones, confesó a Seward que le tenía a Cabral un alto aprecio personal. En vista de la actual situación, Jones creyó muy pronto iniciar negociaciones para obtener la bahía de Samaná para destinarla a una base naval. Si el Secretario Seward deseaba una base de ese tipo, Jones estaba seguro de que ‘se podría obtener fácilmente’, pero Jones no estaba destinado a llegar a la fama negociando un tratado para la cesión de la Bahía de Samaná a los Estados Unidos… 
Contrariamente al espíritu de estas gestiones, el pueblo dominicano, y poco queda fuera del pueblo dominicano, después de estas y otras gestiones, supo sacudirse la opresión y el poderío de una nación tan respetable como lo era todavía España. Fue su propia obra. Y es a la vista de esos documentos que Hauch llega a la conclusión, para nosotros muy justa y para el acaso muy deprimente, de que solo al pueblo dominicano debe acreditarse la victoria restauradora. Desde aquí enviamos a Mr. Hauch nuestra consideración más elevada. El Gobierno provisional de Santiago ha debido tener muy justos motivos para considerar que actuaba en nombre del pueblo dominicano y con el más elocuente aplauso, así como el más profundo respaldo de toda la Nación, cuando inesperadamente se le apareció un fantasma cuya sola presencia amenazó con desmantelar toda esta linda tramoya. Son increíbles las sorpresas que se reservan la historia y las jugadas en que se complace enredar a sus personajes favoritos. Cuando nadie podía tener la menor idea de su existencia física misma, puesto que hacía años que se le daba por muerto, se presentó en escena nada menos que el mismísimo Juan Pablo Duarte. Este sí era un lío. Duarte traía sobre sus hombros dos grandes problemas. Era la figura histórica más profundamente venerada por las más grandes masas del pueblo dominicano. Ese era ya un grandísimo problema. 
El otro es que era un intransigente y tenaz adversario de toda tendencia, concepción o manejo encaminado a enajenar el territorio nacional. Y era difícil negarle a aquel apóstol un lugar en los momentos en que, como en 1844, se libraba la gran lucha por la consagración de una independencia de la cual él era el forjador más ilustre y consecuente. ¡Qué hacer! La solución era triste pero fácil. Más de veinte años de prédica anexionista constante había logrado endurecer y aún contaminar a los espíritus más puros y Duarte no cabía en aquel escenario. Su destino era el de los fantasmas, disiparse en las sombras. Por eso debe haber producido consternación en el seno del Gobierno provisional, primero la noticia de que Duarte había reencarnado y se encontraba de regreso al país, y después la carta que dirigía al Gobierno desde Guayubín, ya en tierra dominicana y en plan de lucha, demandando un lugar en la dirección de la faena revolucionaria. Arrojado de mi suelo natal por ese bando parricida que empezando por proscribir a perpetuidad a los fundadores de la República ha concluido por vender al extranjero la Patria, cuya independencia jurara defender a todo trance; he arrastrado durante veinte años la vida nómada del proscrito, sin que la Providencia tuviese a bien realizar la esperanza, que siempre se albergó en mi alma, de volver un día al seno de mis conciudadanos y consagrar a la defensa de sus derechos políticos cuanto aún me restase de fuerza y de vida… Sus conciudadanos leyeron estas palabras cono si fueran amenaza y más aún cuando continuó la lectura, pero sonó la hora de la gran traición en que el Iscariote creyó consumada su obra, y sonó para mí también la hora de la vuelta a la Patria. Creo, no sin fundamento que el Gobierno Provisorio no dejará de apreciar luego que me comunique con él personalmente lo que he podido hacer en obsequio de nuestra justa causa. La carta, firmada en Guayubín, el 28 de marzo de 1854, tenía el tono de un fundador de la Patria que se reintegra al corazón de sus compatriotas, con un látigo en las manos. El Gobierno se apresuró a dejarle entender sin muchos tapujos y no poca grandilocuencia que no descubría muchas diferencias entre él y cualquier otro ciudadano: Señor General: El Gobierno Provisorio de la República ve hoy con indecible júbilo la vuelta de Ud. y demás dominicanos al seno de su Patria. Nada más satisfactorio para el pueblo dominicano que la prontitud con que los verdaderos dominicanos responden al llamamiento de la Patria; de esa Patria sostenida con el heroísmo y la sangre de sus hijos. Por un momento llegó a desaparecer nuestra Independencia, y el pabellón de nuestra gloria se vio sumido en el olvido, mas quedaba fijado en el corazón de todos los dominicanos…
ANEXION A ESTADOS UNIDOS: Tan pronto como se firmó el tratado, Babcock entregó al Gobierno la suma de $150,000 dólares y partió acompañado de Sacket el 4 de diciembre de 1869 para Samaná con el propósito de izar allí la bandera norteamericana y echar la bandera dominicana en el safety can. Cuenta un emocionado testigo que aquello fue un verdadero acontecimiento espiritual. El domingo siguiente, después de haberse izado la bandera americana, estuve presente en los servicios de la Capilla americana wesleyana. Todo el local estaba lleno de personas bien vestidas, reposadas, constituyendo una congregación devota, que había venido a dar gracias a Dios por las bendiciones que en breve recibirían por el establecimiento de un buen Gobierno. El Capellán, Reverendo Jacob James, pronunció un sermón vigoroso y bien razonado sobre el carácter del gran cambio político que en breve ocurriría… La escena fue conmovedora, pues toda la congregación, compuesta por varios centenares de personas, recibió sus palabras con lágrimas y sollozos de alegría y gratitud. El conmovido testigo que así informaba al Secretario de Estado Hamilton Fish era nada menos que el Coronel Fabens. Y si la congregación era wesleyana y su ilustre reverendo era Mr. James, difícilmente podía manifestarse allí la más microscópica vibración de la espiritualidad dominicana. Esa espiritualidad se estaba depurando a cañonazos en San Juan donde el General Cabral, después de suscribir una protesta pública por aquella ignominia, había desatado una ofensiva con éxito, derrotando a las tropas gobiernistas después de sendos combates que duraron tres horas y derramaron ríos de sangre en Viajama y el Túbano. Por su parte, Luperón había lanzado su propia protesta desconociendo al Gobierno de Báez. Llovieron las exposiciones al Senado dominicano y al Departamento de Estado de Estados Unidos condenando la enajenación del territorio nacional, firmadas por prestigiosos hombres públicos, José Gabriel García entre ellos. Los periódicos independientes libraron, según refiere éste mismo, una batalla impresionante. Hubo un nuevo alzamiento en Guainamosa. Otro en Puerto Plata. Y aún una trama sofocada a tiempo en la misma Capital. El Gobierno fusilaba a troche y moche. Pero la guerra continuaba. Tampoco en los Estados Unidos había terminado todo. Quedaba por delante la batalla en las Cámaras y allí el proyecto tenía que superar una montaña llamada Sumner. Charles Sumner (1811-1874) era una noble figura. Después de graduarse de abogado en 1830 y ejercer su profesión en el clima distinguido de Boston pasó tres años en Europa en la flor de su juventud y de su talento. Como fruto tal vez de esas experiencias, abrazó la causa abolicionista y se convirtió en uno de los líderes más destacados de ella, antes y después de la Guerra Civil. Sumner Welles, su hijo, piensa que este campeón de los «derechos humanos» como se dice hoy, vio en el proyecto de anexión de Santo Domingo a Estados Unidos una amenaza para la independencia de Haití. Es un hecho que durante una conversación que sostuvo Sumner con el ubicuo Coronel Fabens la preguntó si éste creía que la anexión se detendría con Santo Domingo. —¡Oh, no! – Contestó el enviado dominicano– usted debe poseer también a Haití… Y no fue solo Sumner quien vio las cosas de esa manera. El representante haitiano en los Estados Unidos dirigió una protesta al Departamento de Estado alegando que el proyecto de anexión de Santo Domingo constituía una amenaza para la independencia de su país. La verdad es que en los Estados Unidos, y en la misma España, desde 1795 en que la cedió por esa razón, esta isla se consideraba perdida por la preponderancia de la raza negra. Y lo más probable es que Sumner no se detuviera en hacer distinciones metafísicas respecto de un lado y del otro. Lo importante es que para este hombre ilustre la dignidad humana estaba por encima de las configuraciones raciales y de los prejuicios que en ellas se alimentan. A esa convicción consagró el último aliento de su vida y no solamente su posición en el Senado. Pero derrotó al Presidente Grant y redujo el proyecto a un episodio más de los muchos que decoran la azarosa vida histórica de este país. El punto culminante de su propia vida fue el discurso que pronunció Sumner cuando el proyecto fue presentado ante el Senado: La resolución ante el Senado obliga al Congreso a tornar parte en una sangrienta danza macabra. Constituye ese paso una medida de violencia. Ya se han dado varios, y ahora se le pide al Congreso que de uno más. 
El propósito de esta resolución, como lo demostraré es comprometer el Congreso en una política de anexión. Es un paso más en una medida de violencia que ha sido iniciada y mantenida hasta ahora por la violencia… Como Senador, como patriota, no puedo ver a mi país, permitiendo que su buen nombre sufra sin hacer un esfuerzo para evitarlo. Báez es mantenido en el poder por el Gobierno de los Estados Unidos para que pueda traicionar a su país. La Isla de Santo Domingo, situada en aguas tropicales, y ocupada por otra raza, no podrá convertirse jamás en una posesión permanente de los Estados Unidos. Podréis tomarla por la fuerza de las armas o por la diplomacia, cuando un escuadrón hábilmente manejado puede más una que un ministro; más la jurisdicción impuesta por la fuerza no puede perdurar. Ya un estatuto superior ha entregado esa Isla a la raza de color. Es suya por derecho de posesión, por estar mezclado su sudor y su sangre con la tierra, por su posición tropical, por su sol reverberante y por la inalterable naturaleza de su clima. Tal es el mandato de la Naturaleza que no soy yo, por cierto, el primero en reconocer. Santo Domingo es el primero de un grupo predestinado a la independencia en el Mar Caribe, y hacia el cual nuestro deber es tan evidente como lo son los Diez Mandamientos…En Sumner se escucha la imponente resonancia del discurso de Montesinos en los albores de la colonización y, unos tres siglos después, el de Correa y Cidrón pronunciado en la universidad, ambos a dos pronunciados delante de los encomenderos. Como consecuencia de esta apelación vehemente al corazón humano y al sentimiento de la justicia universal, Sumner fue separado de su cargo como líder de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado por el presidente Grant. No mucho después se le acusó injustamente de insultar a los soldados de la patria al proponer cierta resolución acerca de los nombres de las batallas de la Guerra de Secesión y, completamente amargado por la falta de nobleza de sus adversarios, asistió a los debates que su propia causa promovía en el Senado. La acusación no prosperó y pudo tener la satisfacción de oír que era absuelto entre las más cálidas manifestaciones de respeto. Sumner se retiró a su casa y aquella misma noche cayó fulminado por la angina pectori. 
Murió lleno de tristezas porque su mujer, a quien amaba, se había divorciado de él no mucho antes. Tal vez no se habían apartado todavía de su pecho las amarguras que le había producido el abrazarse a una causa hermosa y justa cuando las donaciones y las concesiones andan por medio. Y por fin el presidente Grant quedó libre de un adversario de gran talla. Pero en muchos lugares y sobre todo en la memoria de las generaciones quedó para siempre la resonancia de su bello discurso: La resolución ante el Senado obliga al Congreso a tomar parte en una danza macabra. Báez no había dejado solo al presidente Grant y a sus acólitos en la lucha por el tratado. 
En Santo Domingo resucitó el procedimiento de Santana convocando a un plebiscito para cuya aprobación contaba con todos los recursos habidos y por haber. El Mayor Perry, quien había sustituido a Smith por la renuencia de éste a suscribir los desafueros de Báez, firmó en su calidad de Cónsul o Agente Comercial en la República Dominicana el proyecto de tratado pero no se adhirió a los procedimientos puestos en práctica para imponer su aprobación. No cesó de reportar los abusos y los atropellos de que era testigo, denunció que las cárceles estaban llenas de opositores y que se amenazaba con el fusilamiento o la proscripción a toda persona que intentaba la más mínima protesta. Un ciudadano norteamericano que poseía concesiones en las salinas de Monte Cristy desde los tiempos de la Reanexión española, también se pronunció contra estas maquinaciones gubernamentales. Fue a parar a las cárceles baecistas, se le despojó de sus bienes y creó un tremendo embrollo en Washington que contribuyó a nublar las perspectivas del proyecto. Todavía su caso, perpetuado en un expediente de los archivos de Washington conocido por el HatchReport, pues se llamaba Davis Hatch, constituye objeto de apasionante estudio. El plebiscito se llevó a cabo el 19 de febrero de 1870 y arrojó un lindísimo resultado: 15,159 votos a favor contra 11 en contra. Se dice que estos once votos fueron emitidos por el propio Báez, a quien le pareció que la unanimidad absoluta podía no resultar convincente. Y no debe haber dejado de producir sus efectos porque el tratado no fue rechazado de plano tras el brillante discurso de Sumner. Uno de los partidarios de la mutual Grant-Báez propuso en su lugar el envío de una Comisión para investigar la situación real en Santo Domingo. La llamada proposición de Morton prosperó y la Comisión vino a Santo Domingo. Esta es la misma Comisión a que nos hemos referido mucho más atrás, al ilustrar las concepciones prevalecientes en nuestro país en torno a esa institución peculiar que denominamos terrenos comuneros. El informe resultó sumamente interesante para quien conociera a fondo el país y hoy, la altura de casi un siglo, constituye un verdadero monumento histórico. Posee el inmenso valor de estar compuesto por una serie abundante de testimonios directos que, aunque en muchos aspectos eran ajustados al propósito de favorecer la anexión, escapaban al control de los comisionados. Pero este valor inapreciable hoy, no se manifestaba como tal al Senado de 1870 en Estados Unidos y por fin el tratado fue definitivamente rechazado.
 Al Presidente Grant no le quedó más remedio que resignarse y decidirse a remendar su prestigio, con lo cual demostró que no estaba construido de la misma pasta que el Presidente Báez… La pasta de Báez era indudablemente de una consistencia mucho más sólida. Era un cíclope. Tenía un solo ojo rígidamente fijo en un propósito inquebrantable, como el cañón Bertha de largo alcance que bombardeaba a París en 1918. Cuando el tratado perdió interés, cambió de puntería. En vez de regalarle el país a los Estados Unidos decidió vendérselo a una compañía privada. Esta operación era mucho más cómoda puesto que si algún Congreso tenía que intervenir, era el suyo. Y por allí andaban Fabens y Cazneau. 
La historia dominicana parece complacerse en mostrar que sus luchadores más tenaces, más inquebrantablemente adheridos a la directriz de su pensamiento, más hábiles en sortear los obstáculos y en perseguir sus objetivos, han sido aquellos que se han colocado exactamente en dirección opuesta a la voluntad del pueblo. 
En las filas patrióticas no se encuentra un solo patriota integral, salvo Duarte y desgraciadamente desprovisto de ese calibre, capaz de exhibir la coherencia, a veces inclusive hasta la fascinación de nuestros déspotas. No es cuestión solamente de Báez. Es también Sánchez Ramírez, es Santana y otros que sobrevendrían después. No puede negarse que junto a ellos hubo siempre otros personajes de brillantez incomparable: los Núñez de Cáceres, los Bobadilla, los Delmonte, los Gautier que acaso fueron los peldaños que le dieron estatura. Pero también esta selección oportuna o el servicio que supieron obtener de ellos, es parte de su espectacularidad. Báez se enfrentó a un número impresionante de adversarios imponentes de los cuales sólo uno era de su temple, Santana, y era de su mismo linaje anexionista. En cambio no se encuentra en las filas patrióticas uno solo, ni siquiera Luperón, quien rechazó reiteradamente el poder desde donde podía realizar las aspiraciones populares, y quién sabe si por atender a sus intereses personales como se le ha reprochado varias veces, que fueran tan profunda y tan enérgicamente consecuentes con sus principios, como estos campeones de la enajenación nacional. 
La única explicación posible es que aquellos ideales por los cuales se batía el pueblo, debían ser expresados y dirigidos por las personalidades que brotaban del seno de la burguesía y, aunque no faltaron voces calificadas, la clase social que representaban carecía de la preponderancia económica, del peso en la vida nacional que era imprescindible. Esa puede ser la explicación pero la significación histórica de este fenómeno no es otra: el pueblo dominicano ha sido el gran caudillo, el héroe integérrimo, el forjador incomparable de su propia historia. No hay en toda la historia de América un sólo pueblo que, sin carecer de innumerables héroes y de grandes hazañas individuales, haya forjado su propia historia tanto en su conjunto como en sus etapas de una manera más anónima y, por consiguiente, de manera más intrínsecamente popular. Es justo reconocer que durante la guerra que tuvo que librar el pueblo dominicano para asegurar su soberanía, no careció de aliados. Sumner, los cónsules Smith y el Mayor Perry, el ciudadano Davis Hatch, que tuvieron que soportar inclusive el sacrificio, NissageSaget y los países que abrigaron a sus exiliados. A ellos se oponían fuerzas considerablemente superiores. Toda la campaña de Báez para lograr la anexión estuvo apoyada por la asistencia naval, no menos de siete buques de guerra participaron en ella, de los Estados Unidos. 
Al presidente Grant había que sumarle la astucia y la habilidad incomparables de Fabens y Cazneau. De Babcock, de O’Sullivan, de Hartmont, de los aventureros de Alto Velo y los recursos infinitos del poder. Pero la actividad del pueblo no cesó nunca. Se batió siempre en desventaja y superando las constantes victorias del Gobierno; llenó las cárceles, afrontó los fusilamientos, soportó la miseria infinita, y gritó sin cesar frente a los organismos colegiados de Estados Unidos y del país a través de mensajes, artículos de prensa, manifiestos revolucionarios, cantaletas populares y hasta nombretes peyorativos. Semejante lucha merecía la victoria. Pero no de inmediato. La próxima fase, fue el cambio de puntería de Báez, quien se presentó el 2 de enero de 1873 ante el Senado de su país, después de dejar constancia de su poder tras sus victorias contra las armas revolucionarias y su visita en plan de vencedor al Cibao, y allí en el Senado declaró por medio de un mensaje en el cual expuso que había cesado la necesidad de anexar la República o arrendar la Península y la Bahía de Samaná a los Estados Unidos. Era de esperarse que el próximo anuncio fuera el de que se procedería de inmediato a la reconstrucción del país y el retorno a la concordia del pueblo dominicano, sobre la base de la reafirmación de su soberanía y de un programa de trabajo sustentado en la paz y en la libertad. O, lo más lógico, presentar su renuncia reconociendo su incapacidad para llevar a cabo esos planes sino era en base a la enajenación del territorio nacional. Pero Báez no hizo ninguna de las dos cosas. El anuncio fue una nueva declaración de guerra. Según Sumner Welles, Aseguró a los senadores que estimaba estar más de acuerdo con el progreso de la civilización y los verdaderos ideales del pueblo dominicano al llegar a un acuerdo con una compañía particular para el arrendamiento del territorio. Trasmitía al mismo tiempo al Senado, un contrato que su representante, don Manuel María Gautier, había convenido con una asociación compuesta de varios financieros de New York incorporados bajo el nombre de SamanaBayCompany of Santo Domingo. 
Son dignas de reproducirse las palabras con las cuales el autor mencionado, inicia un nuevo capítulo, el que denomina «De Báez a Heureaux», después de describir el contenido de las estipulaciones del nuevo convenio de entrega del país.  En el año de 1873, ocurrió de nuevo en la República el fenómeno social y político que periódicamente se había manifestado en la Historia dominicana: un contagioso y febril deseo de obliterar el pasado, y de crear una nueva era bajo la dirección de nuevos jefes y bajo nuevos auspicios. Este anhelo estuvo siempre asociado a los fines de los instigadores de revoluciones que continuamente estaban en estado de fermentación: siendo el resultado, más bien, como en el presente caso, del cansancio y el descontento de los jefezuelos de cada comunidad, formadores de la opinión pública, por el desastre y la devastación ocasionada al país por los jefes que le había sido impuestos. Esta aspiración manifestada al principio por algunos grupos en distintas partes del país, fue infiltrándose poco a poco a través de toda la masa analfabeta que obedecía a sus jefes locales…Una sola reserva. Precisamente esta masa analfabeta no obedecía a sus jefes locales. Por el contrario se imponía a sus jefes locales. Esta simple inversión del planteamiento es lo que hace posible comprender la naturaleza providencial del proceso histórico dominicano. 
De improviso la guerra brotó con renovado vigor. Se multiplicaron los fusilamientos. Corrió abundantemente la sangre que esta vez no fue solamente la sangre roja de los azules sino de los propios rojos. La revolución entró en las mismas venas del Gobierno y comenzó a perfilarse una completa unidad nacional en la que los viejos caudillos que habían mantenido la resistencia militar contra Báez durante estos seis años fueron sustituidos por promociones nuevas. Entre los fusilados estuvieron algunos rojos que se levantaron en el Cibao pero también la de un grupo de revolucionarios encabezados por el general Manzueta, quien había sido capturado, al decir del historiador García, a favor de una traición odiosa después de mantenerse prófugo desde la caída del ex-presidente Cabral por las escaboras serranías de la Hilera Central… Báez y la SamanaBayCompany estaban condenados a ojos vista. Uno de sus gobernadores, el de Puerto Plata, Ignacio María González, encabezó un movimiento cuyo nombre sin mayores aditamentos debía sacudir los impulsos históricos de la masa analfabeta por el simple hecho de su formulación sin necesidad del programa que, en efecto le sirvió de base: se llamó el «Movimiento Unionista Nacional» y la unión estalló. El 2 de enero de 1874 Báez se dio cuenta de que estaba vencido. Presentó su renuncia y emprendió el camino del destierro. Ulises Espaillat, quien por esta feliz circunstancia pudo abandonar la cárcel, describió al acontecimiento de la siguiente manera: Una sola opinión reinaba en el país. Una sola convicción existía. Una única necesidad se hacía sentir. La opinión, la convicción, la necesidad de unir en uno solo todos los partidos, trayendo otros hombres al poder… Aquellos que se deleitaban de antemano con toda la sangre que esperaban hacer correr en el Cibao; aquellos que se habían formado para sí una poesía de los lamentos de las víctimas y de las lágrimas de sus desoladas familias; esos hombres, en fin, que en su delirante sistema pedían sangre, más sangre, iban a caer sin lucha al grito de Unión, Fraternidad, Concordia. La hora fatal que llega a los malos gobiernos, había sonado. Aquello se desmoronó sin ruido, cayó sin lucha, vergonzosamente. Tremenda lección…
Pedro Mir. La noción de periodo en la historia dominicana (tomo 3). Vol.197
El flamante gobierno de Ignacio María González, inaugurado en febrero de 1874, rescindió de entrada el contrato con la "Samana Bay Company" y, como coronación de un Tratado de Paz, Amistad, Comercio y Navegación con Haití, auspició un proyecto de ferrocarril que uniría a ambas capitales, Santo Domingo y Puerto Príncipe. Era el fin de una época. Al estampar su rúbrica sobre los documentos que consagraban estas medidas gubernamentales, González desarticulaba los dos ejes simbólicos del pasado. La Bahía de Samaná quedaba libre de la "tendencia anexionista" de los sectores ligados al sistema comunero, y el proyecto de ferrocarril disipaba el supuesto miedo a las incursiones haitianas, explotado festivamente como justificación o señuelo para esa tendencia a la enajenación territorial. El hecho de que estas dos coordenadas hubiesen constituido los ejes del proceso de luchas y de frustraciones de la independencia en 1809, 1821 Y1844, hasta llegar a 1870, indica que este proceso, así como el de las clases sociales ligadas a las tierras comuneras que les sirvieron de apoyo, había concluido. "De inmediato, refiere el historiador, los actos más notables del Gobierno de González estuvieron ligados a su política económica para favorecer la inversión extranjera en el país, tanto en la industria como en el comercio. Durante sus dos años de gobierno, González expidió licencias para la producción de textiles, jabones, velas, azúcar de caña, almidón, chocolate, pólvora, maderas, café, sal y ladrillos, y también exoneró de impuestos la importación de hierro galvanizado para techar las casas, que hasta entonces se cubrían en su mayoría de yaguas, cana o tablitas. De todas estas concesiones la que produjo mayor impacto económico fue la que favorecía la apertura de tierras para plantar caña y construcción de molinos para fabricar azúcar.  Pero sin duda, las más hermosas fueron aquellas que emanaban del pueblo y expresaban el entusiasmo de las masas por el capitalismo nacional. García señala "entre otras resoluciones, la concesión a José J. del Monte, de fecha 4 de noviembre, dándole privilegio exclusivo para la fabricación de almidón por medio de una máquina del sistema americano; la concesión del 10 de noviembre a favor de los señores Juan Saious, con privilegio exclusivo, para la fabricación de cacao por medio de una máquina de vapor; la del 20 de noviembre concedida al señor W. R. Thorman, en la misma forma, para establecer una fábrica de pólvora en la Capital... la concesión de la misma fecha al General José Caminero, del privilegio de usar la máquina de Ramaux para la elaboración de cacao... la resolución del 15 de diciembre concediendo al señor José María Rey el privilegio exclusivo para usar la máquina de su invención destinada a descascarar el café... la concesión de la misma fecha dando permiso a los ciudadanos Félix Eduardo Soler y Martín Rodríguez para establecer una máquina de serrarmaderas; la resolución de 19 de diciembre concediendo al ciudadano Domingo Rodríguez el privilegio exclusivo para la fabricación de ladrillos y tejas de todas..." 

ERA EL COMIENZO DE OTRA ÉPOCA:Todas estas resoluciones, concesiones y licencias, que expresan un risueño anhelo capitalista y reflejan el festivo entusiasmo de todo el pueblo por el desencadenamiento de la industria creadora, no proceden de la iniciativa gubernamental. Emanan de lo más profundo de las energías y las ilusiones populares. El hecho mismo de que todas ocurren en el mismo año de 1875, apenas en el lapso requerido para la reorganización del Gobierno y la articulación de su 'Programa, implican que no se trataba solo de una apertura democrática sino de un cambio completo en el espíritu nacional. Los apóstoles de esta nueva época cuyo rostro habían entrevisto a través de la niebla azul del tabaco cibaeño, la habían anunciado con vibrantes palabras. Paradójicamente, esas palabras no las pronunciaría González, quien procedía de un "baecismo'' tradicionalmente vinculado al trapiche ancestral, sino Ulises Espaillat, un farmacéutico del Cibao que era, con Pedro F. Bonó, uno de los más brillantes ideólogos de la nueva era. La voz de Don Ulises, tenía vibraciones homéricas: "Fórmense, pues, ricas compañías que vengan a explotar nuestros textiles, y que la prosaica enjalma con que el borriquero adorna el lomo del paciente asno se transforme, como por encanto, en blancas y brillantes fibras que rivalicen en finura y delicadeza con el aristocrático batista. Muy santo y muy bueno. Que los infatigables químicos agoten su ingenio en descubrir el modo de extraer los principios colorantes de los vegetales que los contienen, y aún de los que no los contienen, y que grandes capitalistas monten fábricas en las cuales el dócil e impetuoso vapor haga mover poderosísimas máquinas que despedacen, trituren y pulvericen los pobres leños que la Providencia hizo hacer y crecer en nuestros bosques. Nada mejor. Que las velas afluyan por millares a nuestros puertos en busca del precioso guano, desperdicio de millones de seres organizados que ya no son, y que la industria del hombre transformará mañana en sabrosos y nutritivos alimentos, atestiguando así la sabiduría y omnipotencia del Creador, el poco fundamento del orgullo humano y su injustificable presunción. Que se establezcan por fin, hasta en los lugares más apartados del país innumerables sociedades literarias. Las bellas artes, por lo que contribuyen a suavizar las costumbres, son los poderoso elemento de civilización... Seamos, pues, todos literatos; seremos mejores. Que huya, en fin, la miseria de todos los hogares: que prospere el país; que todos sus moradores lleguen a ser tan ricos como Creso. Está bien. El oro es un elemento de corrupción, pero lo es también de cultura. En la misma fuente se lee que "a través de numerosas actividades bancarias, una parte sustancial del control sobre la industria pasó de los magnates originales de la industria a los magnates de las finanzas Y, de esa manera, el capitalismo industrial se convirtió en lo que se ha llamado "capitalismo financiero".  En su historia acerca del "capitalismo occidental", Barnes explica que "si Rockefeller es la figura típica de la época del capitalismo monopolista, el viejo J.P. Morgan fue el personaje principal del triunfo del capitalismo financiero" pero "los descendientes de los líderes del capitalismo monopolista asumieron a menudo posición prominente en la época del capitalismo financiero... por ejemplo, el Rockefeller más joven poseía intereses predominantes en el Chase National Bank, la organización pública bancaria más importante de los Estados Unidos". El proceso culmina en los Estados Unidos a principios del Siglo XX con la concentración del capital financiero en dos grandes emporios: El Chase National Bank y el National City Bank de Nueva York. En su conjunto, este proceso ha sido esquematizado en estos términos:"Así pues, el resumen de la historia de los monopolios es el siguiente:

1) Décadas del 60 al 70, punto culminante de desarrollo de la libre competencia. Los monopolios no constituyen más que gérmenes apenas perceptibles. 
2) Después de la crisis de 1873, largo período de desarrollo de los cárteles, los cuales solo constituyen todavía una excepción, no son aún sólidos, aún representan un fenómeno pasajero.

3) Auge de fines del Siglo XIX y crisis de 1900 a 1903: los cárteles se convierten en una de las bases de toda la vida económica. El capitalismo se ha transformado en imperialismo”. 

Aplicando este esquema a la historia de nuestro país, observamos que el carácter del período comprendido entre 1874 y 1905, que va desde el desplazamiento revolucionando de los sectores ligados al sistema comunero hasta la Convención de 1905 con los Estados Unidos, presenta una diferencia sustancial con el que viene después, tomando como base la penetración del capital extranjero. En razón de que no tenemos a mano ningún estudio de esta naturaleza, ignoramos cuál ha podido ser la mecánica cuyo funcionamiento nos explique esta inserción de los procesos mundiales en el proceso local, si es que realmente funciona esta mecánica. Tenemos que limitarnos, pues, a registrar los hechos y consignar la coincidencia. Este período de 1874 a 1905, en el cual todavía no se ha consumado la "era imperialista" propiamente dicha, es el del predominio del capital europeo en la vida nacional y, a falta de una designación más adecuada, le llamamos "ciclo europeo de la etapa pre-imperialista" en nuestro país. Pero ya en esta fase, sin disolver aún el predominio europeo, se puede observar cómo la balanza económica se inclina cada vez más acentuadamente hacia el predominio del capital americano, influyendo y dominando cada vez más profundamente la política gubernamental del país. 
El corte se produce de manera muy neta, -ya lo había advertido Peña-Batlle como se dice más arriba- en 1893, a raíz del ingreso de la IMPROVEMENT, una compañía americana cuyo papel se verá más adelante y, en esa virtud, reconocemos una segunda fase de concurrencia de la penetración del capital europeo con el capital americano, al que llamamos "ciclo americano" sin que todavía signifiqué el desplazamiento de la influencia europea. La secuencia histórica va a justificar que se reconozca la presencia americana dentro del marco del predominio europeo, antes de que este predominio desaparezca completamente del escenario nacional, y a permitir una diferenciación entre el "ciclo americano" así llamado y el "imperialismo norteamericano" propiamente dicho. De acuerdo con estas observaciones, la ERA IMPERIALISTA, caracterizada por el desplazamiento histórico de "Madame La Terre'' en favor de "Monsieur Le Capital", se descompone de la siguiente manera:
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Todo este largo proceso explica que, al producirse la apertura capitalista de 1874, el sector burgués tuviera que ser importado de allende los mares y precisamente de Europa, a pesar de la proximidad de los Estados Unidos de América.La explicación de esta vocación europea original se encuentra en el hecho de que las fuentes de capital a las que inicialmente apelaron los sucesivos gobiernos de la llamada Primera República, se encontraban más cerca que cualesquiera otras, Curazao y San Thomas. J. A. Jesurum e hijo y Jacobo Pereyra habían sido los principales intermediarios en la exportación maderera, tan estrechamente ligada a los terrenos comuneros, y actuaron también como agentes financieros a través de sus contactos con los mercados europeos de capital. La apertura de 1874 no iba a alterar de momento esta estructura. 
El capitalismo europeo siguió acudiendo, inclusive con el renovado entusiasmo infundido por el cambio histórico, pero en lugar de venir en la forma de las letras de cambio convencionales, prefirió la vía del pasaporte para llegar en la mente, cuando no en los bolsillos, de los europeos en persona. Nombres como el de los Vicini, Batlle, Bancalari, Thormann, Friedheim, Mellor, que en un momento dado figuran como prestamistas del Estado, y otros que no figuran como tales, representan a numerosas firmas que ya se habían establecido sólidamente en el campo de la industria y el comercio en gran escala en el país como resultado de este gran cambio histórico. Ciertamente otros capitales se establecieron en el país sin que ese fuera su origen. Los cubanos Ross, Amechazurra, Zayas Bazán, y otros que abandonaron Cuba a raíz de la llamada Guerra de los Diez Años (1868-1878), fundaron los primeros ingenios con capitales propios. Joaquín Delgado, el fundador del ingenio "La Esperanza", fue uno de ellos. También el capital norteamericano acudió al llamado de la época con una fuerte gravitación sobre la economía. Pero, de 1874 a 1893, la tónica capitalista que adoptó el país fue predominantemente europea, tanto por su volumen como por su influencia directa sobre el poder público. 
Los intereses alemanes principalmente establecidos en Monte Cristy y Puerto Plata, como los italianos, holandeses, belgas y franceses en el sur y otras partes de la República, le dieron su contenido a esta primera etapa de la constitución de la sociedad capitalista moderna en nuestro país. Hoetink hace notar que "totalmente de acuerdo con los cambios económicos que se efectuaron en el país, vemos aparecer lentamente como nuevos e importantes prestamistas a los individuos relacionados con la producción azucarera en el Sur". Y añade inmediatamente que "este cambio, que se dibuja claramente sobre todo en los años noventa, no solo significó un traslado del foco económico del Cibao hacia el Sur, significó además que comenzaron a actuar como acreedores los productores en vez de los comerciantes y que se hizo aún más evidente que antes, el carácter inmigrante del grupo de financieros. El tabaco del Norte quedó automáticamente desplazado como producto de primer rango en la economía nacional. Y, lo que a Moya Pons le parece ironía, en el hecho de que en 1880 "cuando los azules llegan al poder gracias al respaldo del tabaco, este producto empieza a perder mercado en Europa y a dar paso al azúcar como el principal producto de importación", seguramente no tiene nada que ver con los azules ni con las fluctuaciones de los mercados europeos sino fundamentalmente con la ruptura total y completa de las estructuras económicas y sociales del pasado como resultado de una gran revolución histórica. En esos mismos momentos la base maderera de la economía del Este, que solo en términos de la caoba, solo en el año de 1855 y solo por el puerto de Santo Domingo con destino a los puertos europeos, había exportado más de dos millones $300 mil pies, eI sufrió la misma decadencia aunque en grado mucho más acentuado. Y, naturalmente, otro tanto, y todavía en grado más catastrófico, le ocurrió a la primitiva producción azucarera del Sur a base de trapiches caseros.

Esta situación no solo significó el desplazamiento del polo económico del Norte hacia el Sur, sino que afectó el comportamiento mismo de la sociedad dominicana en toda su extensión. La poesía de Salomé inauguró estos senderos pero no es casualidad que en Macorís, junto con los colonos se multiplicaran los poetas y llenaran el parnaso nacional. Juan José Sánchez, con sus propios recursos poéticos, lo expresa de la manera siguiente:"La industria azucarera, abriéndose paso por entre las breñas de la anarquía, hizo detener al antiguo guerrillero; le invitó a contemplar los horizontes que trazaban los cañaverales; le hizo admirar las prodigalidades de esta tierra; le enseñó en las máquinas el poder de la inteligencia del hombre reposado y en el humo de las chimeneas, disipándose en la atmósfera le representó la vaguedad e inconsistencia de las esperanzas en la política mal entendida. El guerrillero, regenerándose con el ejemplo, cambió el fusil con que destrozaba la vida de sus hermanos, por la azada y la coa.
Obsérvese que, escribiendo en 1893, el autor no menciona el arado. Este silencio es crocante. El arado, que resulta ser el símbolo de la agricultura, era desconocido entonces y lo seguiría siendo hasta bien entrado el Siglo XX, antes que el arado llegó al país la luz eléctrica. ¡Claro! Era Inútil en un país secularmente edificado sobre el corte de maderas y la crianza libre del ganado. Solo el año de 1898 se importó este instrumento y durante largo tiempo permaneció arrumbado como una pieza absurda. Su importador, Juan Antonio de Lora, Ministro de Lilís, espera pacientemente aún su noble estatua...Pero, de todos modos, las palabras exaltadas de Juan J. Sánchez evocan las de Espaillat (..Que grandes capitalistas monten fábricas en las cuales el dócil e impetuoso vapor haga mover poderosísimas máquinas!"), y tanto el uno como el otro, acariciando el sueño o contemplando la realidad, ilustran subjetivamente la naturaleza y la profundidad del cambio que se operó a raíz de la Revolución de Noviembre de 1873. 
La vida nueva presentaba, empero, algunas paradojas. Una de ellas es que la onda capitalista que tradicionalmente había rondado la banda del Norte, reniega en 1874 de la tradición y enrumba precisamente al Este, la zona más enconadamente hostil a ella, donde tiene su asiento la ideología hatera, opuesta en principio y por principio a la fragmentación de los terrenos comuneros como suprema expresión de la propiedad privada. La otra paradoja es que la industria azucarera va a aniquilar a su predecesora, su propia madre, la primitiva fabricación de azúcar, que tenía su asiento en la banda del Sur. Pero por el momento no le vamos a prestar atención a esta última paradoja sino a la primera porque, como dice Knight, "en este punto tocamos e corazóndel asunto”. 
El corazón del asunto reside, pues, en las tierras comuneras'. Y de acuerdo con la impresión de Knight, en el hecho deque "la obra de manos y la tierra son sumamente baratas en Santo Domingo" (1927), como explica inmediatamente después de esa afirmación terminante. Es indudable que en esa época las cosas eran así. Pero el problema era mucho más profundo. Knight pudo muy bien haber afirmado que hasta 1874 las tierras y el laboreo de ellas por el campesino eran gratuitas, aunque por supuesto una afirmación tan peregrina le habría exigido una explicación que él, aún sin haberla hecho, aborda y explica a la medida de sus alcances, que no eran pocos. 
La verdad es que intervenía con no poca frecuencia el elemento monetario en el traspaso de terrenos de unas manos a otras -los "titulos deI"-pero el aspecto más importante de esa situación histórica es que existían grandes extensiones de tierra que podían ser aprovechadas mediante un simple acto de ocupación. La práctica de los siglos había consagrado este sistema, y difícilmente podría haber habido un atractivo mayor para la industria azucarera, tan golosa de tierra llana y abundante. Como dice Hoetink, "el poco valor de la tierra y la dificultad de oposición colectiva por parte de los comuneros. Le facilitaban a terceras personas que no posición acciones la usurpación de terrenos sin cultivar". Era natural que, al producirse la apertura capitalista de 1874, la propiedad privada pugnara por sobreponerse al viejo sistema comunero, y se manifestó en los términos de la contradicción entre la agricultura, secularmente atrasada, y la ganadería, que era el reducto más vigoroso del sistema ancestral. 
El Gobierno de Espaillat, aún dentro de la brevedad de su existencia, promulgó una ley que fue saludada y aplaudida como una "ley que consagra el derecho de propiedad adquirido por medio del trabajo", con estas palabras "Este es un triunfo positivo de la libertad".  Esta ley fue denominada:LEY SOBRE LA CONCESION GRATUITA DE LOS TERRENOS DEL ESTADO (8 de julio de 1876). Yen sus "considerandos" manifestaba: "Considerando: loque la agricultura es la base del fu turo desarrollo del país; Considerando: que contribuirá en mucho al progreso y ensanche de esta industria dar en propiedad los terrenos baldíos del Estado adecuados a la siembra de variosfrutos de exportación. En su artículo 10: la Ley declaraba que "los dominicanos tienen el derecho de ocupar el terreno del Estado que no esté habitado ¡otro, para sembrar principalmente en él caña de azúcar, café, cacao, tabaco, algodón u otros frutos mayores". Y en su artículo 80: Declaraba así mismo que, después de ciertos trámites que incluían "la medida del mismo terreno y copia del plano levantado por el agrimensor", se "expedirá en favor del interesado el título de propiedad, sin cláusula de reserva de ninguna especie". 
Esta Ley pasó por el mundo sin penas y sin glorias como otros tantos esfuerzos en igual sentido de que nos habla la historia. Pero para nosotros presenta un particular interés. En primer lugar, debe señalarse que no presentaba ninguna novedad ni debía despertar entusiasmo alguno al reconocer un derecho de ocupación que los dominicanos venían practicando de manera ininterrumpida desde los albores del Siglo XVII. Sin duda, no era ese el objetivo de la Ley. Volveremos luego a este aspecto de la cuestión. En segundo lugar, al establecer la medición de las tierras y la obtención de una copia del plano levantado por el agrimensor, se condenaba a sí misma a morir de inanición. Un día los campesinos del norte, según cuentan testigos que aún viven, atribuirían todos los males que supuestamente cayeron sobre ellos a "la invención de la agrimensura", que desde luego constituía la representación directa de la propiedad privada. En tercer lugar, la Leyes sometida a la consideración de la Cámara Legislativa tan pronto como Ulises Espaillat, la encarnación del proceso que se abre en 1874, llega al poder. Esto significa el ataque más profundo y directo a la situación ya abolida por la Revolución del 25 de noviembre de 1873. El objetivo de la Ley no era, obviamente, conceder unas tierras que el campesino obtenía sin necesidad de la Ley y menos del agrimensor. Tal como se observa en su articulado, el objetivo de la Leyera-la supresión del estado de indivisión en que se encontraban las tierras comuneras, y que habían nutrido el despotismo de los gobernantes de origen hatero a todo lo largo de la vida republicana. De modo que la Ley tenía un profundo sentido revolucionario que no podía escapar a la visión cultivada y consciente de un personaje como Ulises Espaillat, quien había vivido en los Estados Unidos y había proclamado su admiración por las instituciones democráticas americanas, fundadas precisamente en una solución admirable del problema de la propiedad de las tierras. Aunque posteriormente, en presencia de la aventura de Grant con Báez, renegó de estas vehemencias, su pensamiento conservó la naturaleza capitalista de sus concepciones y de sus experiencias, claramente puestas de manifiesto al llegar al poder con su concepción del Banco de Anticipo y la Ley de concesiones gratuitas de los terrenos del Estado. Para ser, pues, consecuente con su pensamiento y el de su clase social, Ulises Espaillat debía comenzar por quebrantar la raíz del despotismo de los gobernantes de la etapa que se superaba en esos instantes: el estado de indivisión de las tierras comuneras. En consecuencia, el objetivo de la Leyera el de quebrar esa indivisión mediante la medición de las tierras y el consecuente establecimiento del derecho de propiedad "sin cláusula de reserva de ninguna clase". 
Difícilmente pueda encontrarse un paso más coherente que el de esa Ley, por cierto bastante olvidada, principalmente porque careció de consecuencias prácticas. Solo el hecho de proclamar en su primer considerando que la agricultura era "la base del futuro desarrollo del país", Espaillat sentaba una tesis revolucionaria. Recuérdese que el arado era entonces desconocido en la República y que todavía le faltaban unos veinte años cuando menos, para apoderarse del campo. Esto significaba que la agricultura era el futuro en la misma medida en que el régimen comunero pasaba a ser el reducto del pasado... Desde luego, las consideraciones que anteceden parten de unos supuestos que, aunque han sido presentados ya en la primera parte de este estudio, exigen ser replanteados para mantener y consolidar la ilación del pensamiento del lector, aún a costa de ser reiterativos. El hecho es que, en efecto, el corazón del asunto, como expresa Knight, se encuentra en el nudo de ese problema que plantea el sistema de las tierras comuneras. En su obra, LA CAÑA EN SANTO DOMINGO de 1893, Juan J. Sánchez no puede obviar la necesidad de referirse a la naturaleza del sistema prevaleciente, en orden a la apropiación y explotación de las tierras en nuestro país, por los aspectos originales que presenta. Más de treinta años después, en igualdad de situaciones, el norteamericano Knight se va a enfrentar con el mismo apremio de explicar el sistema y rastrear en sus orígenes históricos. Dice Sánchez al comenzar el capítulo XV de su obra: "Casi desierto el territorio que ocupa hoy la República Dominicana, vacantes los campos desde tiempo inmemorial, se trazaban ex tensos sitios o demarcaciones de terrenos baldíos que como tales se vendían o se cedían a uno o a muchos individuos: los sitios de un solo propietario o de una sola familia SI! llamaron de propiedad' los que por acciones o derechos pertenecían a muchos se llamaron comuneros. Generalmente unos y otros si! destinaban para llagar los ganados o cortar maderas, pequeñas porciones, para huertas o conucos del que tuviera acción o permiso para ello. Así dividida la propiedad territorial en toda la superficie de la república, se adquiría aún se adquiere la posesión de las tierras a toda costa, sobre todo cuando se compraba o se compra una acción o derecho de propiedad en sitios comuneros, derecho de propiedad que en la república dominicana lo adquiere todo el que pueda y lo desee, sin distinción de nacionalidad". De acuerdo con esta presentación de Juan J. Sánchez, la propiedad de las tierras aparece después que "se trazaban extensos sitios o demarcaciones de terrenos baldíos que como tales se vendían o se cedían a uno o a muchos individuos". Pero aquí no se dice quien trazaba esos sitios ni en virtud de que derecho, como no fuera basado en la citada demarcación, se vendían o cedían esos terrenos. Este es precisamente el corazón del asunto el hecho de que unas tierras pertenecieran a una sola persona y de que por esa razón se les denomine en propiedad no tiene nada que ver con la propiedad del terreno, puesto que la individualidad de las personas no es lo que origina la naturaleza de la propiedad, y asimismo, el hecho de que concurra más de una persona y por eso se le denomine comuneros a esos terrenos. No establece diferencia alguna respecto de aquellos que se denominan en propiedad. Tanto el uno como el otro deben derivar su propiedad de una fuente original que en ninguno de los dos casos menciona Juan J. Sánchez. Knight sí los menciona: "En la época de la colonización española, el Gobierno había hecho grandes concesiones de terrenos, fijando sus linderos por los ríos, cadenas de montañas u otros Limites naturales. En esa época Santo Domingo era, en su mayor parte. Un país ganadero; existían pocas cercas y era importante que todo ganado tuviera acceso a las aguadas. Por estas y otras razones, incluyendo la ley española vigente y la comparativa solidaridad de las familias. Los herederos de terrenos rara vez establecían los linderos de sus propiedades. En vez de esto, se repartían el valor del terreno representado en títulos de peso (literalmente "por valor de un peso"). Hubo una gran cantidad de terrenos disponibles al disminuir la población por las emigraciones a las ricas tierras del continente, abiertas a la colonización por los españoles. Como resultado de esto, una persona podía ser dueña de una cantidad de títulos de peso en una gran parcela. Si deseaba dedicarse a la agricultura, marcaba sus linderos conforme al número de títulos de peso que poseía, en cualquier sitio que no estuviera ocupado. Ningún otro poseedor de títulos de peso podía adueñarse de la parte que él había delimitado, mientras la estuviera utilizando. Si dejaba que prescribiera su ocupación, tenía todavía su parte en la parcela total... "La explicación de Knight sería bastante aceptable si no partiera de un hecho que exige a su vez una explicación: Knight pone primero el ganado y después las tierras. "En esa época Santo Domingo era, en su mayor parte, un país GANADERO". Esto significa que ya ha debido estar regimentada la propiedad de esas tierras. Y de eso Knight no nos dice nada. Se coloca en la misma situación de Sánchez. Otra habría sido la situación si tanto uno como el otro autor hubieran conocido el acontecimiento de las Devastaciones de 1605-1606, y que fueron reveladas en toda su profunda significación por don Américo Lugo y posteriormente por Peña Batlle. El estudio de este acontecimiento le habría permitido a Knight, y desde luego a Sánchez, explicarse, la existencia de una impresionante ganadería montaraz, resultante de la destrucción de las haciendas y los ingenios de azúcar destruidos por las llamas; y la abundancia de tierras libres, abandonadas por sus propietarios fugitivos que se trasladaron a otras posesiones españolas a raíz de aquellos acontecimientos. Esas premisas habrían permitido a ambos autores, para mencionarlos solo a ellos, presumir la futilidad de establecer linderos en esas tierras. 
Las familias que permanecieron en el país, y cuya población continuó disminuyendo incesantemente, pudieron disponer no solamente de la tierra que pudo necesitar, sino también de sus frutos, principalmente el ganado que vagaba libremente por ellas. Solo en el Siglo XVIII, cuando el desarrollo de la colonia vecina, fomentada y explotada de manera formidable por los franceses, se convirtió en un mercado importante para la carne y los cueros, la miel de abeja y otros productos otorgados espontáneamente por la tierra, los habitantes de la antigua parte española devorada por las Devastaciones, comenzaron a experimentar la lenta penetración de la propiedad privada, expresada en el establecimiento de linderos y en los "títulos de peso ", sin que hiciera desaparecer del todo las raíces comunitarias originales, creada por las Devastaciones. Así parece entenderlo el DI. Alcibíades Alburquerque, aunque desgraciadamente sin desarrollar su pensamiento, cuando en su obra "TITULOS DE LOS TERRENOS COMUNEROS EN LA REPÚBLICA DOMINICANA", dice:"El historiador Delmonte y Tejada en su Historia de Santo Domingo, en el tomo tercero, página 19, describe el concepto jurídico del sistema agrario en los primeros años del Siglo XVII, así como el sistema económico de los hatos, su manejo, educación del ganado, cría de animales caballares, burros, etc."Considero muy interesante esa descripción del docto historiador, pues en su lectura se advierte la importancia histórica y jurídica del sistema agrario durante el Siglo XVII, que constituye los primeros vestigios del nacimiento de los derechos de tierra, fuente y (Junto de partida del régimen de la tierra durante la dominación hispánica)' luego transmitidos yadoptados con caracteres más definidos durante nuestra vida republicana.' 
Algo más adelante, Alburquerque, concluye: "Históricamente el Hato fue el origen de los derechos sobre la tierra representados en títulosde pesos en los sitios comuneros, a partir, probablemente, del siglo XVII': La cuestión realmente divertida, particularmente para un capital ávido de tierras en 1874, es que los títulos otorgados real o supuestamente en el Siglo XVI, debieron permanecer intactos en el país cuando los propietarios emigraron, cosa naturalmente difícil ya que no inconcebible, sino soportar trescientos años ininterrumpidos en el marco de un sistema que no exigía el título de propiedad. Knight, dando por sentada la existencia de tales títulos, da una explicación de su precaria existencia en estos términos: "Los desórdenes sucesivos y las flagrantes faltas en el sistema de registro de títulos, habían llevado la propiedad de las tierras a una situación caótica. Una ley aprobada en 1885 había anulado el requisito de la ocupación pacífica y continua durante treinta años, aceptando la posesión como fundamento del título de propiedad. Sin embargo, nuevas revoluciones ocurrieron y ningún sistema de registro fue establecido. Los libros de registro eran destruidos o se perdían; se manufacturaban títulos falsos; mucha gente no tenía títulos de ninguna clase para garantizar sus propiedades y los notarios eran a menudo sobornados... “La situación histórica descrita por Knight, que era por lo demás de todos conocida, resulta suficiente para comprender que el sistema de propiedad de las tierras funcionaba en Santo Domingo de manera peculiar. A la propiedad, que carecía del instrumento idóneo que le sirviera de fundamento, la sustituía la posesión. Y Knight no oculta que "la idea de tomar como base para la reclamación de parcelas de terreno el uso o posesión de las mismas, en vez de los títulos de propiedad, tiene su mérito..." Entusiasmado con la originalidad del sistema, Knight llega inclusive a hacer un esfuerzo poético por rastrear sus orígenes, no en la Devastaciones de 1605-1607, con lo cual habría encontrado nuevos elementos y mucho más dramáticos para justificar su entusiasmo, sino en la colonización de los romanos en el Mediterráneo occidental, cuyo sistema fue heredado por los mahometanos e impuesto en España, de donde él parece derivar su extraña supervivencia en Santo Domingo. Pero entonces habría debido explicar por qué en Santo Domingo y no en las restantes posesiones españolas.La verdad es que el sistema comunero propio de Santo Domingo, no solo ha tenido el mérito que le reconoce Knight, sino lo que es más importante, unas consecuencias de donde ha derivado el destino histórico completo de este país. A estas consecuencias hemos dedicado la primera parte del presente estudio. Y de ellas la más importante es la que hemos denominado CONSECUENCIA. La de volatilizar la propiedad privada y dar origen a un sistema de propiedad comunitaria de las tierras, como si todo el territorio nacional estuviera a la libre disposición de las necesidades inmediatas de sus habitantes. Y ahora podemos añadir que el empréstito Hartmont de Báez fue en el fondo contratado para cubrir la deuda ancestral creada por las Devastaciones. Pero llegaría el Siglo XIX y con él la demanda histórica de establecer la propiedad privada en todos los dominios como condición sine qua non del progreso y del desarrollo social y económico del país. Al presentarse esta situación, la nación entró en conflicto con su pasado. La ruptura se produce con la Revolución del 25 de noviembre de 1873. Con ella hace irrupción la corriente capitalista mundial en el país, la burguesía emerge como una fuerza histórica y desde el primer momento, con la Ley de concesiones gratuitas de los terrenos del Estado del Presidente Espaillat, se reanuda con las perspectivas más sonrientes una presión sobre las tierras comuneras, que habían resistido desde 1808 la presión burguesa mundial, pasando por la ocupación haitiana y los gobiernos republicanos de Santana y de Báez.
Desgraciadamente, el capitalismo había llegado tarde a su cita con este país, debido naturalmente a la resistencia del sistema comunero. A causa de ello, las fuerzas sociales que debían brindarle la bienvenida se encontraban prácticamente exhaustas. No encontró más que la euforia que emanaba de las masas. Aparecieron alegremente los espíritus emprendedores y los inventores de toda laya. Hizo su entrada triunfal la gran poesía. Grandes masas del campesinado se desplazaron a las ciudades y súbitamente apareció una actividad desconocida en todo el país. Pero no pudieron desarrollarse libremente las fuerzas que debían dar origen a una burguesía nacional fuerte, en el marco de un desarrollo gigantesco del capitalismo en el ámbito mundial. De manera que, al imponerse el desarrollo de manera espontánea, sin una dirección nacional consciente y al mismo tiempo enérgico, la euforia capitalista pronto perdió su poesía y se encaminó por unos senderos decididamente opuestos a los que demandaban las metas nacionales y patrióticas.
No le seda difícil a una mente exaltada mostrar el papel que esta pequeña nación ha representado, como anunciadora del capitalismo a todo lo largo de sus respectivas historias, desde los días del comercio intérlope en 1605. Por coincidencia, ese proceso que se inicia en el Nuevo Mundo con las Devastaciones en 1605, llega a su culminación exacta tres siglos después en 1905. Para nuestro país desde luego, esaes una historia de profundos desgarramientos. Ha debido pagar un precio muy alto por servir de espejo, como esas pequeñas gotas de roció que penden del extremo de una hoja al amanecer, para todo el mundo circundante incluyendo las esferas planetarias..."El conocimiento de la realidad económica y social de la República Dominicana de nuestros días exige, en cierto sentido, una atención especial a las peculiaridades de la legislación que presidió la distribución de tierras en la antigua colonia, y muy especialmente el hecho de que los terrenos se declararon comuneros, contribuyendo a la existencia de enormes predios sin cultivo... “RICARDO PATEE”.
El Siglo XX como ningún otro a nivel mundial, amaneció lleno de esperanzas. Se anunció con aquella que los franceses denominaron "la belle époque''. En todos los aspectos de la vida se respiraba una atmósfera de estreno como si fuera el siglo moderno por excelencia. Nacía el cine. Y la aviación. Nacía la pintura abstracta con el expresionismo alemán de 1905 y el cubismo con "Las Señoritas de Aviñón" de 1907. Nacía el automóvil. Nacía la comunicación inalámbrica. Nacía la máquina de escribir como instrumento básico de las oficinas y la operadora debió acortar su falda y su melena.
Los barrenderos debieron hacer desaparecer de las calles los residuos del siglo pasado para dar paso al bullicio de la nueva vida. Valía la pena tener 20 años aquella madrugada, iluminada por los fuegos de artificio, que anunciaron el arribo del Siglo XX. En Santo Domingo, el Siglo XX llegó también, sino lleno de esperanzas, al menos de ilusiones. Toda una generación que había nacido veinte años atrás, había pasado por este medio bajo el imperio de la voluntad caprichosa y enérgica de un hombre que era en definitiva un usurpador. Con el ajusticiamiento del tirano, esta generación, ya que no la nación entera, tenía justos motivos para esperar con la llegada del siglo, el advenimiento de un clima de progreso, de rejuvenecimiento del país y despliegue de un abanico de perspectivas nuevas. Probablemente, esta fruición no era compartida por la nación entera puesto que no habrán podido ser olvidadas las frustraciones de 1874. Encamadas en el derrocamiento de Ulises Espaillat. Estas frustraciones, que habrán sido anunciadas al borde de la tumba por la voz de Salomé, entonces la bien amada de la juventud, estaban todavía frescas en el alma del pueblo. Pero estalló la Revolución del 26 de julio de 1899 que fue también, como si remedara el futuro, una revolución de la juventud. La bala que, según algunos (Monclús) hirió mortalmente a Lilís, fue disparada por Jacobo de Lara, un mozalbete que entonces contaba 16 años de edad. Cáceres, a quien se le acredita el tiranicidio, contaba entonces y el jefe de la conspiración, Horacio Vásquez, al parecer el mayor de todos, contaba 39 años. 
La juventud llegaba al poder.  Ya sabemos que cuando esta revolución llegó al asiento del Gobierno, encontró firmemente instalado en la poltrona presidencial al fantasma de Lilís. El caos financiero, la corrupción en gran escala, el desconcierto administrativo, las deudas acumuladas, constituían el clima del trabajo gubernamental. Pero esto habría sido lo de menos. Se supone que una revolución es el instrumento adecuado para resolver estos problemas en última instancia. Pero las revoluciones tienen un ámbito geográfico. Más allá de las fronteras se agota su poder. Y resulta que era justamente más allá donde se encontraban los grandes problemas que amenazaban la supervivencia de la República. La clave del destino nacional se encontraba en una ley promulgada por Lilís: la Ley de Conversión de la Deuda Externa de 1897. De ella se ha escrito que "puede decirse que fue el fraude más colosal de que ha sido objeto la República". Debió haber sido muy grande para que superara el record del aventurero Hartmont en tiempos de Báez, que significó para la República el darlo todo a cambio de nada y quedar deudora todavía. Por su parte, Troncoso de la Concha sostiene que "esta ley)' los contratos firmados a su amparo con la San Domingo Improvement fue la semilla del mal árbol que en el transcurso de los años día estos frutos amargos: el Protocolo (1902), el Laudo (1904), la Convención de 1905, el Modus Vivendi (1905), la Convención del año 1907 y la de 1924". Es a este árbol al que llamamos imperialismo. 
Pero la cuestión para nosotros es la de establecer cuándo maduraron estos frutos porque, como se ve a simple vista, se trata de un proceso de maduración que se inicia con el Protocolo y termina con la Convención de 1924. Ya hemos visto que PeñaBatlle sitúa ese momento en la Ocupación militar de 1916 en cuyo caso sería este acontecimiento el que abriría el período que denominamos era imperialista. Sin embargo, poca duda cabe que al operarse esta operación militar, ya el árbol había dado sus frutos, toda vez que el imperialismo no es un fenómeno esencialmente militar sino económico y político.
La Convención de 1907 fue instrumentada durante el Gobierno de Ramón Cáceres, quien de este modo recogía los frutos del tiranicidio de Heureaux. Al rematarlo en Moca le arrebató, no solo la vida, sino también los fundamentos de su poder. El proceso histórico que llevaba en su seno la Improvement, se desencadenó con el pistoletazo que abatió a Litis y desembocó en la Convención de 1905. Cáceres era Vice-Presidente de Morales Languasco en 1905 y le sucedió cuando éste renunció o fue obligado a renunciar. Ya en el poder le tocó presidir la Convención de 1907, que vendría a ser la formalización definitiva del nuevo ordenamiento histórico de la República Dominicana. De Cáceres dicen consistenternente historiadores y cronistas que era hombre de más limitado que mediano saber. "Hombre de acción pero no un estudioso, reconocía sus propias limitaciones, y por esta razón así como por su falta de aplicación, evadía las decisiones de los problemas técnicos de su administración, los cuales, relegaba gustoso a sus consejeros..." Sin embargo, Cáceres inaugura una nueva filosofía del poder en la República Dominicana y lleva a cabo con extraordinario éxito un estilo nuevo de gobernar que echaba por tierra las concepciones teóricas hasta entonces conocidas. Probablemente, el éxito de Cáceres se debió a su desdén a la teoría y a su flexibilidad para delegar en otros las cuestiones importantes. 
La filosofía de su gobierno la había traído el capitán Dillingham en el "Castine" y, para ser debidamente traducidas a la lengua criolla, asumió el cargo de Ministro de Hacienda el verdadero padre nativo de las Convenciones, pues fue el único que participó en todas las conversaciones, las que produjeron las dos de 1905 y las de 1907: Federico Velázquez. Bosch lo explica de la siguiente manera: "La posesión de tierras con titulas legales fije una de las preocupaciones de los capitalistas norteamericanos que tenían ingenios de azúcar en el país, y para eso se requería un gobierno dominicano cooperador, debido a que entre las medidas indispensables para dar garantías a esos inversionistasuna era acabar con la propiedad colectiva o terrenos comuneros y la otra era entregar tierras del Estado a los ingenios".
Es indudable que el imperialismo es un fenómeno histórico que trasciende esos limitados objetivos, pero por donde quiera que se le busque un fundamento específicamente dominicano para explicar su papel en nuestro país, se desemboca inevitablemente en el problema de los terrenos comuneros. En la explicación de Bosch es obvia la identidad entre la eliminación de la propiedad comunitaria y su conversión en propiedad privada en favor de los ingenios. Como lo previó Espaillat las tierras comuneras constituían un estorbo enorme para el desarrollo de la industria. Si recordamos que su breve lapso en el poder fue suficiente para que Espaillat promulgara su "Ley de Concesión gratuita de los terrenos del Estado ", con un olfato capitalista asombroso, y que asimismo Cáceres promulga la "Ley de Concesiones Agrícolas" de 1911, se ve claramente la coherencia histórica del problema. Pero tanto una ley de concesiones como la otra no podían ser otra cosa que la expresión de un propósito fundamental: la liquidación del régimen histórico de las tierras comuneras. En Espaillat este propósito permaneció en su cabeza pero en Cáceres tomó la forma objetiva de la ley con el nombre concreto de ley sobre división de terrenos comuneros de fecha 17 de abril de 1911. En virtud de esa ley, la propiedad privada se establece en la República Dominicana como filosofía del Estado y aniquila de golpe todo el pasado. Duarte y Santana han debido estremecerse en sus respectivos mausoleos. La Ley sobre División de Terrenos Comuneros de 1911 es la primera que aborda este problema en toda la historia nacional. Fue a ella a la que los campesinos atribuyeron, por cierto injustamente, la maldición de la "invención de la agrimensura". Desde 1848 la República había legislado en relación con la actividad de los agrimensores, aunque sus disposiciones aparentemente no fueron sancionadas nunca por la práctica. Cáceres no tenía que saber nada de esto. Tenía sus consejeros y a su vez los consejeros tenían sus consejeros. Pero la circunstancia de que esta ley fuera dictada por él precisamente en los marcos de la Convención de 1907, que implicaba todo un programa de transformaciones históricas y como expresión de todo el proceso de desarrollo capitalista del país, no solo explica su importancia, sino que al mismo tiempo clarifica todo el contenido de este período y, por consiguiente, el contenido completo de la historia nacional. No podía ser de otro modo, La tierra es el medio de producción original y fundamental. Si algún sentido último puede tener el capitalismo, no será nunca otro que el de plantear el advenimiento de nuevos medios de producción. Pero nunca podrá significar la abolición de la tierra como el asidero últi.mo de la supervivencia del hombre sobre este planeta. Por eso tiene esa continuidad en la historia dominicana, 
Desde luego, no es la tierra la que hace la historia sino los hombres. Que aquí quede bien claro que de lo que trata esta historia no es del culto religioso de la tierra, sino de los procesos de luchas que ha originado desde los albores del Siglo XVII, y de las relaciones sociales que, en los términos de propiedad comunitaria y propiedad privada, ha determinado el aprovechamiento de los dones de la tierra. Aquí no interesa el contenido de esta Ley que está al alcance de la mano de todo el mundo, sino sus aspectos históricos en la medida que permiten fundamentar el esquema de periodización general de nuestra historia que aquí se propone. Y si el período que denominamos "Era imperialista", no se viera forzosamente insertado en un proceso de la historia de toda la humanidad, como todos los períodos recorridos por nuestra historia, la Convención de 1907 en cuyos marcos se produce esta Ley, debería constituir el punto de entrada material del imperialismo. Este fenómeno posee, no obstante, un rasgo distinto que lo caracteriza: la actividad financiera, cuyo contenido quedó plenamente establecido en la práctica con la Convención o convenciones, de 1905.El paso dado por Cáceres con esta Ley fue sumamente laborioso y no es una presunción muy absurda la de que le costó la vida. Cáceres cayó asesinado en 1911. Este hecho ha sido explicado en términos psicológicos: las ambiciones políticas de unos, los resentimientos personales de otros. Pero la acción solo funciona de esa manera cuando se separa de su contexto histórico. Si los caballos que impulsaban el coche de Cáceres se encabritaron al sentir los disparos, difícilmente se encuentre una explicación racional que vaya más allá de la conexión sensible de los caballos con los disparos. Pero los hombres son criaturas históricas. 
En cada uno de los hombres que participaron en la acción funcionaba un interés que trazaba una trayectoria de intereses en los que se encontraba envuelta la nación entera. Al amparo de la Convención de 1907, la administración pública marchó como una maquinita recién aceitada. En verdad, nunca había funcionado de esa manera. Se pagaba regularmente la deuda, los sueldos eran pagados sin interrupción. Se desarrolló una política vial, educativa, burocrática. La paz era tangible. En la Hacienda trabajaba silenciosamente un mago: Federico Velázquez. Pensaba, no sin fundamentos, que se ganaba lenta pero inexorablemente la Presidencia de la República. Y, aunque todo parecía indicarlo, jamás pudo alcanzar esta meta. Tan silencioso como su trabajo, marchaba sordamente el resentimiento popular. Velázquez era el hombre de las Convenciones. Cáceres era también un producto de estas Convenciones. Y, mientras la cosa marchara en la dirección del pago de las deudas con el exterior y se viera que en alguna forma el país se libraba de una coyunda secular y salvaba la soberanía en peligro, tanto el uno como el otro podrían esperar el reconocimiento nacional. Pero el problema de la tierra es otro. 
Nunca se debió olvidar cuál era la naturaleza del sistema de propiedad en nuestro país. El hecho de que cualquier dominicano en cualquier momento pudiera disponer de un pedazo de tierra libremente, siempre que tuviera necesidad de cultivarla y efectivamente la cultivara, debió haberse reconocido como un motor histórico de la nacionalidad. Ese era un punto demasiado sensible para que se tocara festinadamente. Y los hechos eran elocuentes. La Ley de división de los terrenos comuneros fue sometida al Senado para su discusión y fue por fin aprobada el día 17 de abril de 1909. Pasó la mitad de su recorrido. Entonces pasó a la Cámara de Diputados. Habiendo sido avalada ya por el Senado se podía presumir que el procedimiento duraría un par de meses a lo sumo. Pero este par de meses fue consumido en interminables discusiones. Y también el siguiente par de meses. Y el año. Y cuando la cosa llegó al par de años, es presumible que operaran algunas presiones para dar fin a ese encharcamiento. Eso resulta del hecho de que la ley fuera finalmente aprobada justamente el 17 de abril de 1911. Este 17 de abril parece hecho a la medida. Difícilmente unas discusiones que se extienden a través de los años, terminen en la fecha aniversario sino existió de alguna manera el propósito de que fuera así. Las discusiones no suelen terminar, y menos cuando se debaten intereses de esa naturaleza, con una exactitud tan deliciosa. Los dos años de discusiones que requirió la Ley para ser aprobada en la Cámara de Diputados, a pesar del apremio que se presume existía en que se pusiera cuanto antes en vigor, indica que la situación histórica tocaba un punto de crisis extrema. Moya Pons piensa que Cáceres creía que favorecía al país "legislando en favor de las grandes compañías azucareras extranjeras”. Y a continuación añade: "Pero su ley de exoneración de impuestos, unida a esa ley de partición de los terrenos comuneros, pronto sirvió para que esas corporaciones se apropiaran de las mejores tierras agrícolas del Sur y del Oeste del país, gracias a la complicidad de notarios y agrimensores criollos, que pronto descubrieron la forma de falsificar los títulos de los terrenos comuneros... 
Esta política económica de (aceres creó cierto resentimiento entre los propietarios y empresarios dominicanos" También lo creó sin duda en la gran masa de la población campesina y, elevándose de este fondo social, no debe resultamos absurdo e ininteligible, que arruara. o cuando menos, animara, suponiendo que no sea capaz de explicarlo, el gesto que cercenó la vida de Ramón Cáceres... Viendo las cosas en términos de personajes aislados, serían tres los nombres que encarnan este proceso, Báez a quien se debe el Empréstito Hartmont, Lilís que dicta la Ley de 1897 y Cáceres a quien se debe la Ley de Partición de los Terrenos Comuneros de 191 l. Pero el proceso viene de mucho más lejos. Todos los sinsabores que atravesó el país durante su vida republicana, se debió a la inmensa penuria económica, a la profundidad de su atraso, a la naturaleza anacrónica de sus fundamentos materiales cuya raíz remota se encuentra en las grandes devastaciones de 1605-1606, que a su vez fueron causa de la serie de devastaciones que las siguieron. Sánchez Ramírez, como primer gobernante nativo, fue el primero en cosechar en el poder los frutos de aquella inmensa tragedia. Ni él, a quien faltaba la elevación requerida, ni los gobernantes que le siguieron, estuvieron a la altura de una misión histórica que exigía facultades excepcionales, acompañadas de un patriotismo intenso y consecuente. 
No pudieron hacer otra cosa que aceptar el papel de juguetes de su destino. Solo el pueblo, actuando en función de las leyes histórica, pudo mantener aquel comportamiento capaz de asegurar su supervivencia. Y, si al cabo de este largo proceso, se incorporó a la línea histórica seguida por los restantes países del continente y se aseguró un lugar, por modesto que sea, en el concierto de las naciones, es porque las leyes históricas son inexorables y ese destino era inevitable.
La ley de partición de los terrenos comuneros de 1911 patrocinada por Cáceres, no llegó a cumplir su misión histórica en lo que se refiere a la abolición absoluta del arcaico sistema de la propiedad comunitaria de las tierras. Pero hizo posible, al menos, un transitorio y turbulento concubinato con la propiedad privada, o como se le llama en derecho, propiedad inmobiliaria. Knight, a quien se debe el estudio más profundo y documentado de este proceso, describe los resultados históricos de esta ley y por tanto configura netamente este período, en los siguientes términos: "Uno de los propósitos por los cuales se trató de simplificar los procedimientos divisorios, fue el de impulsar la adquisición de terrenos por grupos extranjeros, especialmente por los azucareros, para que estos comenzaran a actuar de acuerdo con la "Ley de Concesiones Agrícolas" de 1911. Se le permitía a un concesionario, conforme a esta Ley, levantar factorías, construir y mantener carreteras, ferrocarriles, puentes y muelles: mejorar puertos y ríos: apropiarse de aguas irrigación, hacer las construcciones necesarias incluyendo canales: operar barcos y remolcadores de nacionalidad extranjera: instalar vías telefónicas y telegráficas, estaciones inalámbricas y plantas eléctricas, con la estipulación de que no debían vender corriente sin la autorización del Ejecutivo. Los productos de esas empresas estartan exonerados de derechos de exportación durante ocho años, y los impuestos vigentes no podrían ser aumentados dentro de un plazo de veinticinco años. Los impuestos municipales fueron limitados al 2 por ciento ad valoren. Los buques o las lanchas solo pagaban la mitad de los derechos de puerto en vigencia. Los derechos de aduana sobre las maquinarias para tales empresas quedarían reducidos al 50 por ciento, por medio del descuento de papel sellado para el efecto. Todo lo que renta que hacer un concesionario era depositar su petición en forma legal y comprar o arrendar durante diez años (en el caso de la industria azucarera), la cantidad mínima de terreno, es decir "247.1 acres o sean 100 hectáreas". Las empresas existentes solo tenían que llenar los requisitos necesarios para estar dentro de la ley.Pero había una contradicción más espectacular. 
En medio del caos político y la inseguridad social, las empresas capitalistas prosperaban. El Gobierno, o por mejor decir los sucesivos y precarios gobiernos, se debatían entre los apremios de fondos necesarios para sostenerse en medio de las crisis insurreccionales. Pero estos fondos no faltaban nunca a las grandes empresas. Un caballero de las finanzas, Don Santiago Michelena, puertorriqueño de origen y norteamericano de nacionalidad, había resultado encargado de recibir los depósitos de la Receptoría. En 1912 cuando, según refiere Knight, "la revolución estaba bien encaminada, una compañía americana, dirigida por dos hombres llamados Jarvisy Niese, abrieron formalmente el Banco Nacional de Santo Domingo. Era un banco de emisiones, y aspiró desde el principio a quitarle a Michelena la cuenta notoriamente lucrativa de la Receptoría: Esta actividad no sufrió la menor paralización cuando un par de meses después, como cuenta el mismo autor, "la revolución se extendió". Todo lo contrario. El Gobierno del Arzobispo Nouel recibió un empréstito "para pagarla deuda flotante creada por la revolución" y no uno sino tres solicitantes se habían disputado el crédito: el Banco Nacional de Jarvis, el Royal Bank of Canadá y el National City Bank of New York, que era la representación real de Santiago Michelena. Según la versión de Tulio M. Cestero: "MisterJarvis, un ávido promotor norteamericano, aspirante a la conquista financiera del país dominicano, Presidente del Banco Nacional de Santo Domingo (un ramal de la Improvement) mostraba en octubre de 1912 en La Habana, al Director de un diario, un telegrama de Washington en el cual se le comunicaba que los Estados Unidos intervendrían en Santo Domingo y que la intervención se apellidaría INTERVENGON JARVIS... “Quiere decir que la Intervención estaba planteada en el Departamento ya en 1912 y que las "cargas que la civilización pone sobre los hombros del hombre blanco" no tenían nada que ver con los impulsos levantiscos del incivilizado pueblo dominicano, sino con el curso del desarrollo financiero en esa área determinada. 
La intervención, que efectivamente se produjo en 1916, no llevó ciertamente el nombre de Jarvis porque no fue realizada en su beneficio, pero todo indica que si tampoco llevó el nombre de beneficiario alguno, bien pudo el National City Bank of New York ponerle el suyo. Sin embargo, los entrelazamientos financieros que tenían lugar en el seno del imperialismo después de la primera década del siglo XX, eran ya tan infinitamente complejos, se movían en un cañamazo de compañías anónimas tan laberíntico, que resulta acaso una simplificación atribuirle a una sola empresa las consecuencias históricas del proceso financiero en su conjunto. Todo parece indicar, siguiendo el curso del estudio de Knight, que en Santo Domingo fue el National City Bank de Nueva York quien dio la cara. Pero este era un banco más. Otros participaron con responsabilidades aparentemente idénticas en todo el proceso. Nombres como el de Kuhn Loeb y C., o el Morton Trust, aparecen vinculados a empréstitos efectuados al Gobierno dominicano o como depositarios de los fondos de la Receptoría y otros gajes de la vida financiera. Parece pues una simplificación de Knight el cargar exclusivamente en la cuenta del National City Bank los rasgos de este proceso. "Solo es necesario mencionar, de paso, las varias razones que asisten a los dominicanos para tratar con dureza al National City Bank, sin que esta actitud alcance a los demás bancos. El Gobierno Militar lo introdujo. Sus conexiones con los azucareros extranjeros no podían hacer esa institución simpática a los dominicanos, de ningún modo... “Sin embargo, dice el propio Knight que "la industria azucarera creció con rapidez tanto antes como después de 1917, fecha en la cual se instaló el National City Bank". El problema de la penetración imperialista parece mucho más complejo que el que puede atribuírsele a una determinada institución bancaria. En la primera década del Siglo XX se había completado ya la monopolización de toda la actividad financiera de los Estados Unidos en dos grandes monstruos. Financieros, a la cabeza de los cuales figuraban el National City Bank of New York y el Chase Manhattan Bank, que eran los centros de un inmenso entrelazamiento de intereses bancarios. Los tratadistas norteamericanos de este proceso histórico prefieren encarnar esos dos grandes monstruos financieros en las personas que llevaron a cabo la etapa final del proceso de monopolización, esto es, J. P. Margan y John D. Rockefeller. La Casa Margan y la Casa Rockefeller constituían, pues, el núcleo de lo que se llama "imperialismo norteamericano" y, como se ve, no se trata de personas, sino de un proceso histórico que está completamente por encima de las instancias personales. O dicho de otro modo, no fueron Margan y Rockefeller los "lores de la creación" del imperialismo, sino que por el contrario, el imperialismo los creó a ellos. De la misma manera, trajo a Santo Domingo primero al National City Bank y poco después a los "marines': La Ocupación militar de 1916 duró hasta 1924 pero no fue otra cosa que el brazo armado de la Convención original de 1905. Al retirarse las tropas, dejaron una dictadura férrea de 30 años que se denominó "Era de Trujillo" aunque, aplicando el rigor histórico, no inauguraba una era en el curso histórico de la República Dominicana. La llamada Era de Trujillo fue una estilización del poder, cargada de profundos rasgos personales que, por lo demás distaba mucho de ser la primera y de poseer características originales. Antes hubo toda una sucesión de gobernantes que impusieron su propio estilo en el poder.

El primero fue Juan Sánchez Ramírez. Tras de él pudieron aspirar a similar distinción Pedro San tana, Buenaventura Báez, Ulises Heureaux, Ramón Cáceres y quizás algún otro, Carlos Morales Languasco, por ejemplo, aunque debidamente. En realidad de verdad, solo dos personajes de nuestra fragorosa historia podrían representar el advenimiento de una Era histórica: Juan Sánchez Ramírez, el primer gobernante nativo durante la Era Imperial, y Ramón Cáceres, el primer gobernante, con la Convención de 1907 como instrumento definitivo, de la Era Imperialista. Ulises Heureaux, con todos los méritos que pudo acumular, con lo profunda que fue su huella en el proceso, con los fuertes rasgos personales de su gobierno y con los innumerables ingredientes de novedad que introdujo en la vida histórica, fue solo el precursor, el obrero laborioso que echó la zapata. Su régimen fue el de la transición difícil y concluyó en el momento exacto. Cinco años más, y hubiera sido el padre de la nueva Era. Aquí podría concluir esta tarea de periodización de nuestra historia. Si la Era que actualmente vivimos lleva en sus entrañas los rasgos de la que ha de seguirla, no es labor que corresponde a los historiadores del presente. Pero la secuencia histórica nos revela que en el fondo de todos los procesos que ha vivido esta nación, desde el momento mismo que ella se constituye, hay una constante: el sistema de propiedad de las tierras en cuyo seno se debate una contradicción más duradera que cualquiera otra de las múltiples contradicciones que impulsan la marcha del progreso: la de la propiedad común y la de la propiedad privada. Como ha observado Pattee, con esa perspectiva que disfruta el observador extranjero, es necesario dirigir la atención a los terrenos comuneros para conocer "la realidad económica y social de la República Dominicana de nuestros días". Por eso, y sin aspirar al privilegio de ese conocimiento definitivo, debemos concluir esta tarea con aquel que fue el florón. Más perdurable (precisamente porque esa perdurabilidad estaba en su esencia), que es la implantación del "Sistema Torrens" al ordenamiento de la propiedad inmobiliaria en este país. Este sistema de registro de los títulos de propiedad de los terrenos constituía una verdadera innovación, no solo en este país, sino en todo el Hemisferio. Había sido ideado por un oscuro funcionario inglés, Robert Richard Torrens quien, de un modesto cargo de colector de rentas aduanales en Australia llegó a ocupar una posición en la Asamblea Legislativa. 
En 1858 fue aprobado su proyecto de Ley de registro simplificado de los títulos de tierras que lleva su nombre, aunque debió enfrentar una violenta oposición por parte de los abogados en ejercicio. Esta ley eliminaba toda posibilidad contenciosa, una vez que los títulos eran registrados y perimían los plazos para la contestación, y los abogados estimaban que su papel profesional perdía todo sentido. La Ley se impuso y Torrens, nacido en Irlanda, fue ennoblecido en Inglaterra con el título de Sir. El Sistema Torrens fue puesto en vigor en nuestro país durante la' Ocupación en 1920. Este hecho conduce a algunas consideraciones.
La primera es la de que, no habiendo sido posible hasta entonces implantar un sistema estable de parcelación de las tierras comuneras, el éxito de la Ley de 1920 solo fue posible en virtud de una fuerza material inconmensurable. Es indudable que la opinión pública se dividió porque la resistencia a la Ley no movilizó aparentemente a las fuerzas nacionales sino a los sectores más desesperados. El centro de la resistencia estuvo en las tierras del Este en las cuales, por la naturaleza del desarrollo histórico, las tierras comuneras habían conservado las esencias más puras. El Norte era históricamente partidario de la parcelación de las tierras. El Sur mantuvo siempre una posición vacilante. Y fue precisamente en el Este donde la industria azucarera encontró las condiciones, tanto en el orden topográfico como en el jurídico, más propicias para su desarrollo: tierras llanas en abundancia y débil expresión de la propiedad privada. Los "gavilleros", o bandas armadas de campesinos, fue la respuesta.
Otra consideración se desprende del hecho de que, a la hora de articular un sistema de propiedad de las tierras, los legisladores de la Ocupación militar se vieron obligados a recurrir a un sistema prácticamente desconocido y que se había puesto en vigor con éxito en Australia, un país situado en las antípodas. Es obvio que un sistema original tenía que ser sustituido con otro sistema original. Si en el curso de este trabajo hemos señalado reiteradamente la originalidad, que había sido reconocida por un especialista como Ots Capdequi, del sistema de propiedad imperante en este país, la circunstancia de que para ser abolido haya habido que acudir a unas fuentes tan remotas y tan innovadoras, contribuye a afirmar la originalidad del sistema tradicional e histórico imperante en la República Dominicana hasta entonces.
Sin embargo, sus nobles antecedentes no fueron suficientes para que el sistema venido de Australia funcionara con la misma eficacia en Santo Domingo. La firmeza del sistema tradicional de las tierras comuneras, que ya se evidenció en los lejanos días de la Ocupación haitiana, volvió a ponerse de manifiesto un siglo exacto después.
Esta ley, según nos explica el Dr. Alburquerque en su estudio mencionado, "propició el reconocimiento del derecho sobre el terreno ocupado o poseído en aquellos sitios en que por su fertilidad habían sido cultivados, o que para esos fines estaban ocupados", pero las publicaciones que apoderaban al Tribunal de Tierras, creado para el saneamiento de las tierras "no conllevaban la obligación de depositar los 'pesos de titulas' que significaban los titulas sobre Terrenos Comuneros o Sitios Comuneros".  Y agrega: "Esa circunstancia permitió que durante muchos años y hasta que se pusieron en vigor los nuevos procedimientos de las referidas leyes Nos. 833 (de 1945) y 1542 (de 1947), en cuanto al depósito de los pesos de títulos para su depuración, una gran cantidad de ellos permanecieron en las manos de sus propietarios, sin que el Tribunal de Tierras tuviera un control inmediato y positivo sobre esos títulosl” Y concluye: "La Ley de Registro de Tierras del año 1920, aún sin haberse aplicado, fue la que mayor influencia causó en la abstención de los propietarios de hacer valer sus titules de pesos en los procedimientos catastrales, y la que impidió que muchos títulos no fueran depositados para los fines de su depuración, esa abstención voluntaria probablemente fue causada por una coacción moral de un infundado temor en la aplicación o alcance de esa Ley... “Esta actitud resultaba más triste por cuanto el tercer considerando de la Ley establecía sus propios fundamentos en los términos siguientes: "Para remediar este estado de cosas, establecer la confianza en los derechos de la propiedad, y devolver la tranquilidad al país es necesaria una medida enérgica que determine los verdaderos derechos de propiedad de las tierras y obligue a su registro según un método científico... “Knight considera que "había la franca intención de destruir las posesiones colectivas", puesto que "uno de los objetivos de esta leyera el de obligar a registrar los titulas de terrenos, incluyendo los títulos de pesos comuneros". De modo que, en términos históricos aunque jurídicos y económicos. El "Sistema Torrens" no obtuvo el resultado ideal aunque, "finalmente, dice Knight, la importancia concedida a los titulas individuales, claros y bien determinados, dio a los azucareros precisamente la oportunidad que ellos habían estado esperando durante atlas... “Y, de esta manera, cubrieron su periplo histórico las tierras comuneras, sin que pueda asegurarse que han desaparecido del todo. Todavía se producen eventuales conflictos en los que se descubre su activa presencia aunque encubiertas tras la denominación de terrenos del Estado. Pero, de todos modos, podrían descubrirse en muchas otras zonas que nada tienen que ver con los procesos jurídicos e historiográficos. Y no resulta muy aventurera la afirmación de que súbitamente se le vea cruzar una esquina de las ciudades modernas de hoyen nuestro país, sacudiendo una melena o cimbrando una cintura femenina que se remonta al fuego original al que debe su existencia el pueblo dominicano...
Conclusiones de este proceso según Pedro Mir
La discusión del presente proyecto de periodización general de la historia dominicana, nos conduce a una conclusión suprema:EL MOTOR QUE, EN ULTIMA INSTANCIA, HA IMPULSADO A LA NAClON DOMINICANA A TODO LO LARGO Y LO ANCHO DE SU RECORRIDO HISTORICO, ES EL SISTEMA ORIGINAL DE APROVECHAMIENTO DE LAS TIERRAS QUE CONOCEMOS COMO EL SISTEMA DE LOS "TERRENOS COMUNEROS".Pero, la discusión de este criterio general, exige para su convalidación numerosa y variada, las primeras manifestaciones populares en ese sentido se descubren ya durante el ejercicio del poder haitiano (1822-1844), entre los sectores más estrechamente vinculados al sistema antiguo de los terrenos comuneros y aquellos que, por la naturaleza más avanzada de sus medios de producción, debían inclinarse a la partición de esos terrenos y al fortalecimiento de la propiedad privada de las tierras. 
Con el advenimiento de la República, aparecen dos sectores antagónicos en la lucha por el poder, identificados en la literatura de la época como la contradicción entre la Capital y Santiago, que no es sino la discordia entre los partidarios de la perpetuación del sistema comunero del Este y del Sur, y los partidarios de la partición de las tierras, en dirección capitalista y burguesa, con su asiento en el Norte.
La independencia, como expresión de la lucha de la burguesía por el poder, es dirigida en Santo Domingo por los sectores más enconadamente hostiles a la burguesía, lo que constituye una nueva paradoja, explicable por la naturaleza peculiar de la estructura económica del país, fundamentalmente basada en el sistema de los terrenos comuneros que impregnaba a toda la sociedad.La primera revolución popular, strictu sensu, que pone fin a la prolongada hegemonía de los sectores vinculados a los terrenos comuneros, y al mismo tiempo cierra el período de las acciones coloniales de las potencias imperiales, tiene lugar en 1874 y, al mismo tiempo que liquida el esquema tripartito histórico de la vida económica ancestral, abre las puertas al desarrollo capitalista, al poder burgués y a la plenitud de la independencia nacional. La nueva Era histórica se inserta en el proceso de transformaciones del capitalismo a nivel mundial e inaugura un nuevo estilo de lucha popular encaminada, no ya a la defensa de la integridad del territorio, sino a la defensa de la soberanía plena de la República. La defensa de la soberanía se objetiva en las luchas populares con la dictadura nativa, derivada de la lucha competitiva de las diversas representaciones del capital europeo, durante un primer ciclo que se extiende de 1874 a 1893. La naturaleza competitiva del capitalismo transforma las contradicciones internas del capital europeo en contradicciones con el capital americano, sin que se modifique el carácter de la lucha popular, durante un segundo ciclo que se extiende de 1893 a 1905. El Siglo XX se inaugura con el advenimiento con la transformación del capitalismo en "imperialismo" a nivel mundial, y en nuestro país con el ingreso de esta formación superior del capitalismo, que se inicia con la llamada CONVENCION DE 1905 Y se materializa con la Ocupación militar americana de 1916, con la cual queda legalmente abolido el sistema arcaico de los "terrenos comuneros".
La cadena de empréstitos atraviesa todas las transformaciones históricas y todas las modalidades del capitalismo mundial, y escalando los diversos peldaños de la catástrofe, comenzando por el Empréstito Hartmont, siguiendo por el de la Westendorp, pasando a los de la Improvement, "poniendo en práctica todas las formas de la bancarrota", hasta culminar con la Ocupación militar de 1916, que sella la abolición legal del obsoleto aunque simbólico sistema de los "terrenos comuneros" en 1920. 
La presente tentativa de periodización general de la historia dominicana, concluye en 1920. Pudo haber concluido en 1905. Ese año marca la iniciación de la Era imperialista, y debió haber sido suficiente con caracterizar el comienzo de ese acontecimiento como el último extremo del esquema general. La prolongación hasta 1920 se justifica, empero, por la significativa implantación del "Sistema Torrens" el día primero de julio de ese año. Con ese acto se sellaba la defunción del sistema arcaico de los "terrenos comuneros" que, durante tres siglos exactos, suponiendo que la sociedad surgida a raíz de las Devastaciones se encontrara establecida ya en 1620, constituyó la espina dorsal del proceso histórico de aquella población que un día pudo proclamarse con toda propiedad como pueblo dominicano. En definitiva, el esquema general no podría haber sido otra cosa que el desarrollo del punto de partida... La búsqueda de otras constantes era inevitable. Una de ellas' y acaso la más perturbadora, era el espíritu aparentemente levantisco de los dominicanos, pero al llegar a la raíz del problema reaparecían los terrenos comuneros. Lo mismo sucedía al contemplar la debilidad de los grandes próceres y la energía, por lo general acompañada de un éxito inexplicable, de los enemigos del proceso popular. Otro tanto ocurría con esa persistente inclinación a enajenar el patrimonio nacional hasta llegar a ese punto delirante en que, como nos cuenta Rodríguez Demorizi, "las imploraciones se dirigieron hasta el precario Reino de Cerdeña"... Otros motores históricos -el clima, la raza- han sido propuestos. "Reconozco -alegaba Don Francisco Henríquez y Carvajal en el periódico Novedades de Nueva York en diciembre de 1916, a raíz de ser expulsado de la presidencia de la República por la Ocupación- que el influjo de la raza en el desarrollo de los pueblos es un factor sociológico tan importante como puede serlo. Por ejemplo, la situación geográfica; pero ese no es el único. Ni actualmente el principal... "Sin duda, ambos factores eran importantes en 1916, pero el proceso general del pueblo dominicano debía ser contemplado en función de un solo motor desde su origen más remoto, tres siglos atrás, en 1616. Es claro que ese motor era la lucha de clases y, si se admitía que la raíz de la lucha de clases era, en última instancia, de naturaleza económica, se desembocaba inevitablemente en los "terrenos comuneros". La cuestión era entonces la de buscar el origen de los terrenos comuneros hasta dar con la lucha de clases en el siglo XVIII y por fin con las manifestaciones objetivas, la lucha armada, que daban constancia de la presencia del pueblo de manera inequívoca en 1804 durante los acontecimientos de Santiago de los Caballeros.

Américo Lugo. Escritos históricos. Vol 100 
Disposición especial sobre pastos. Entre las disposiciones que impusieron a los pueblos de las Indias el carácter de comuneros hay una que reglamenta el ganado de manera especial en la Española: “En cuanto a la ciudad de santo domingo de la Isla Española se guarde lo referido (que el uso de todos los pastos, montes y aguas de las provincias de las Indias sea común a todos los vecinos de ellas), con que esto se entienda en lo que estuviere dentro de diez leguas de la dicha ciudad en circunferencia, no siendo perjuicio de tercero; y fuera de las diez leguas permitimos y tenemos por bien que cada hato de ganado tenga de término una legua en contorno, para que dentro de ella otro ninguno pueda hacer sitio de ganado, corral ni casa con que el pasto de todo ello sea asimismo común, como está dispuesto; y donde hubiere hatos se puedan dar sitios para hacer ingenios y otras heredades, y en cada asiento haya una casa de piedra y no menos de dos mil cabezas de ganado, y si tuviere de seis mil arriba, dos asientos; y diez mil cabezas arriba, tres asientos, y precisamente en cada uno su casa de piedra, y ninguna persona pueda tener más de hasta tres asientos. España, para ayudarnos a comprender los sucesos de que ahora se trata, será bien referirnos antes al estado en que se hallaban las Indias occidentales y a la situación particular de la Isla Española, después de echar una ojeada sobre España reflejando en algunos rasgos de la época el carácter del pueblo español y del monarca que lo regía. Era este Carlos V de Alemania y I de España, que llegó flamenco a esta en 1517, viniendo de Gante, para salir español de Barcelona en 1529 rumbo a Italia después de haberse fundido su alma en el crisol ibérico con la dura prueba de las cortes de castilla y Aragón y, sobre todo, con el hecho que ha debido de revelar mejor a su preclara mente el temple del pueblo español como instrumento para su aspiración a la supremacía europea: me refiero a la resistencia contra los vejámenes de los favoritos extranjeros, por parte de los comuneros dirigidos por Juan de Padilla, uno de los más grandes españoles de todos los tiempos, el cual, abandonado, herido y prisionero, antes de morir decapitado en Villalar el 24 de abril de 1521, escribió una carta a la ciudad de Toledo en que decía: “A ti, corona de España y luz del mundo; a ti, que fuiste libre desde el tiempo de los godos y que has vertido tu sangre para asegurar tu libertad y la de las ciudades vecinas, tu hijo legítimo, Juan de Padilla, te hace saber que tus antiguas victorias van a ser renovadas con la sangre de su cuerpo”. Otra enseñanza fue la rebelión de los agermanados de Valencia. Autorizados por Carlos en 1520 a armarse contra los argelinos, volvieron sus armas contra la nobleza después de constituir una junta dirigida por el cardador Juan Lorenzo y en que figuraban tejedores, alpargateros y labradores, plebeyos que toman el castillo de Játiva al mando de un confitero y derrotan al virrey diego Hurtado de Mendoza al mando de un terciopelero, el heroico Peris, y conmueven durante más de dos años el país. Y en 1538, por último, la voluntad de Carlos se estrella ante la entereza de las cortes de Toledo, negadas a aceptar la imposición del tributo de la sisa.
A causa, principalmente, de la crueldad de ovando, ya los indios se habían extinguido en general. La cuestión de la mano de obra se resolvió con la importación de esclavos negros.
Habíase ordenado por cédula dada el 25 de octubre de 1538 “que los muchos esclavos indios y negros que hay en la ciudad de santo domingo sin doctrinar, les sea enseñado la doctrina cristiana como cosa que importa al servicio de dios y bien de las ánimas”. No se puede negar el decidido celo religioso mostrado desde el primer momento por la casa monárquica de Austria en las Indias, consecuencia del ideal de unidad religiosa que se superponía en la metrópoli al principio de unidad política.
Pero precisamente la falta de unidad política patente en el individualismo particular y regional y mantenida por el carácter democrático del Estado español, de una parte; y por otra parte la excesiva distancia, amenguaban los efectos de aquel celo hasta el punto que la referida orden no era sino una disposición platónica más. En cuanto a las leyes de Indias de índole política verdaderamente importantes, que aparte de su sentido de aplicación general podríamos desde luego llamar dominicanas, fueron casi siempre desacertadísimas, como la de los repartimientos, las de 1541 sobre pastos, montes y términos comunes, y la que en 1603 ordenó la destrucción de los pueblos de la banda del norte. 68. Ley sobre pastos, montes y términos comunes. Terrenos comuneros. Órdenes inútiles. La real orden dada en Talavera el 15 de abril de 1541, reiterada luego en Barcelona el 1º de mayo de 1543 no ha podido ser más funesta: ella dio origen al sistema de los terrenos comuneros, o sea la posesión en común, entre particulares, de grandes porciones de terreno; sistema que impidió por siglos el desarrollo de la agricultura en el país, limitándola a la ganadería. 
Esa disposición fue la causa principal de la despoblación y de la miseria perpetua de la colonia, y del establecimiento de los franceses en la isla. ¿Qué importaba la orden dada en 153834 para que todo poseedor de tierra las labrase y habitase en el plazo de tres meses, so pena de perderlas? ¿Qué la de 1540 para “que todos los maestres lleven plantas de olivares, morales y rosales? la Española quedó convertida en un hato. Un siglo después el coloso español se veía obligado a contemplar cruzado de brazos, la creciente prosperidad de la colonia francesa a que dio ocasión la despoblación del territorio casada por la r. o. de 1608. La isla solo estaba poblada de ganado. Acueducto. Conducta de Vázquez de Ayllón. No pudo Fuenmayor acabar el acueducto con la merced que para ello había sido hecha en 1537 de quinientas vacas y otros tantos novillos. A pesar de los grandes sacrificios hechos por los vecinos desde los tiempos de ovando para traer agua del río Jaina, consintiendo en que se echase desde entonces sisa en la carne y contribuyendo, además, con quinientas reses vacunas, la obra apenas había empezado. La sisa había producido más de $40,000 pesos, de los cuales, según Vadillo y Guevara, tenía Lucas Vázquez de Ayllón en su poder veinte y cuatro mil, y trataba y contrataba con esta suma para su provecho personal. $70 Moneda. Pérez de Almazán. Carlos V dispuso en 1535 se labrase moneda de vellón en la casa de Moneda de la ciudad de santo domingo. En 3 de noviembre de 1536 se ordenó a Fuenmayor que labrase allí moneda, pero solamente de plata y vellón. En 9 de agosto de 1538 se dispuso que los reales valiesen a treinta y cuatro maravedís, y no más; porque en las licencias que se dieron antes se permitía que valiesen a cuarenta. Esta limitación fue mal recibida del pueblo, y Fuenmayor trató en vano de aplicarla. Promoviose en 1539 expediente a instancia de la justicia, regidores y vecinos “sobre que allí no valgan los reales de plata a treinta y cuatro maravedís por los grandes inconvenientes que resultaban”. Con Álvaro caballero la Audiencia envió a solicitar en 1540 que se permitiera acuñar plata en la isla y se dispusiese que los reales valieran a cuarenta y cuatro maravedís. Así lo concedió el rey en marzo de 1541, sin embargo, de lo proveído; y diose en abril siguiente la orden que se había de guardar en la labor de la moneda de vellón. Asimismo se quiso limitar el valor del oro. En 1540 se dispuso que el oro valga en la Española por la ley que tuviera. Trataremos con más detenimiento de esta importante materia (moneda), en la sección relativa a Industria y Comercio
Javier Malagón Barceló. El Derecho Indiano y su exilio en la República Dominicana. Vol 106.
El régimen de la tierra en la América española durante el período colonial, de José María Ots Capdequí. Tal vez uno de los problemas que, de la historia del Derecho español de las antiguas provincias de España a este lado del Atlántico, mayor interés ha despertado, no sólo entre los especialistas de la historia jurídica indiana, sino entre los estudiosos del Derecho, magistrados, abogados e incluso personas ajenas a la profesión jurídica, es el de la propiedad territorial en el período de la colonia. Es, como dice Ots, un problema vivo y cuya regulación tiene consecuencias jurídicas aún en los momentos actuales en la mayoría de los países americanos de origen español. Y esta afirmación no es difícil de comprobar: los «terrenos comuneros» en Santo Domingo y Cuba, con modalidades propias, proceden, sin solución de continuidad, de la época colonial; el «ejido» de casi todas las naciones americanas; problemas de «ocupación y posesión» están, o estaban en la época en que el profesor Ots dio el cursillo en la Universidad de Santo Domingo, recogido en el volumen que reseñamos, siendo objeto de discusión en la Corte Suprema de Justicia de Colombia, en relación a terrenos cuyos títulos son del siglo XVIII o anteriores a él, etc.  En todos estos casos y otros semejantes ha de acudirse a la legislación de Indias o a la castellana o a ambas, para poder determinar la verdadera situación jurídica respecto al título que se alegra en la cosa en litigio.Para ello es preciso concretar una serie de cuestiones, pues no hay que olvidar que en los tres siglos que España estuvo en América, la legislación no fue uniforme, sino que presenta una serie de curvas y variaciones que la diferencian enormemente desde el siglo primitivo de ella (el XVI) hasta el XVIII. Todo ello unido a otros problemas colindantes, tales como el de diversas clases de propiedad (por ejemplo la del colono frente a la del indio), las cuestiones inseparables de la propiedad raíz, la de la población con la serie de repercusiones que presenta dado el medio geográfico, en relación a la posesión natural y civil; las cargas que sufrió la propiedad por medio del censo, la prescripción como modo de adquirir, etc. y finalmente, el problema tal vez más discutido de los que la historia de las instituciones de España en América han planteado: el divorcio entre el Derecho y la aplicación del mismo. 
El profesor Ots en los capítulos de su estudio, que corresponden a las doce lecciones de que constó su cursillo, va estudiando la evolución de la norma legal indiana que regula la propiedad territorial desde el momento en que se inicia el descubrimiento de las Antillas hasta el fin de la dominación de España en América, y paralelamente la situación de hecho y la doctrina de los juristas representada principalmente en las obras de Juan de Matienzo, oidor que fue de las Reales Audiencias de Lima y Charcas, Gobierno del Perú; de Juan de Solórzano, oidor de Lima, más tarde del Supremo Consejo de Indias y de Castilla, y uno de los coautores de la Recopilación de las Leyes de Indias, de 1680, Política indiana; y de Antonio León Pinelo, relator del Supremo Consejo de las Indias, Tratado de confirmaciones reales. Es digno señalar que los tres autores citados residieron en las Indias y que vivieron sus problemas como hombres y como juristas y, por lo tanto, sus obras no son meras digresiones de orden especulativo, sino que están plenas de experiencia personal y realidades, de ahí la enorme influencia que ejercieron en la obra legislativa, en la magistratura y en los juristas. Inicia el autor su estudio trazando un fondo histórico que ha de servirle de punto de apoyo y referencia en las cuestiones estrictamente jurídicas que va a desarrollar, examinando los intereses privados y la intervención del Estado en la obra del descubrimiento, conquista y colonización de América, llegando a la conclusión de que si, en general, predominó la iniciativa privada, no estuvo, sin embargo, ausente el Estado, sino que por el contrario, este hace sentir su acción dando lugar a una pugna entre el Estado y los particulares que en el orden del régimen de la tierra han dado: Lugar en ocasiones a un divorcio «entre el Derecho y el hecho». La doctrina jurídica que trata de articular con una concepción amplia, orgánica, todo el problema de la tierra, tropieza con la resistencia que oponen los intereses privados, intereses privados que como vamos a ver, estuvieron amparados en buena parte de los propios oidores de las audiencias, porque estos oidores tenían la mentalidad formada en las viejas doctrinas del Derecho Romano justinianeo, y esas doctrinas chocaban con el carácter intervencionista que en este y otros aspectos sociales es nota característica del Derecho Indiano. Estudia a continuación, partiendo del significado medieval castellano, los conceptos de «realengo y regalía» y la proyección de esta doctrina jurídica a los territorios de la Corona de Castilla en América, y la significación de la tierra como regalía, pero regalía con características especiales: En su contenido jurídico y en su desarrollo histórico. En todas las demás regalías se acusa un interés, el interés fiscal: son bienes de la Corona y la Corona sólo tiene a la vista, con relación al posible disfrute por los particulares de estos bienes, el interés fiscal. Pero con respecto a las tierras se interfiere con dicho interés (que no deja de manifestarse ya a mediados del siglo XVI) el interés político y el económico. A la Corona de España le interesaba, ante todo, «poblar» estos territorios; crear núcleos de población ya formados. A la Corona de España le interesaba también que la tierra se explotara de una manera efectiva; que la tierra se cultivara. El interés político y el económico prevalecen sobre el interés fiscal. Este último sólo se acusa en tiempos de Felipe II debido a la necesidad de incrementar por todos los medios los recursos del tesoro. Este doble juego de intereses (que no debían ser encontrados, puesto que el interés fiscal siempre debía ser complementario del interés económico) condiciona toda la política seguida por el Estado español en orden al régimen de tierras (pp. 27 y 28). Cierra el estudio de las cuestiones previas al conocimiento estrictamente jurídico del régimen de tierras, examinando el problema de las relaciones dominicales entre el suelo y el subsuelo. En la historia del régimen de la tierra en el período colonial, cabe diferenciar, dice el profesor Ots, tres momentos: 
1ro) etapa de las experiencias, de disposiciones a menudo rectificadas, pero en las que, sin embargo, se fijan normas que luego se incorporan definitivamente a la doctrina que al cabo ha de prevalecer, etapa en la cual la doctrina jurídica en torno al problema de la tierra está virtualmente absorbida por la política de población desplegada por el Estado español en sus provincias de Indias, y que tiene su expresión más orgánica y sistemática en las célebres Ordenanzas de población de 1573, dada por Felipe II; 
2do) el que se inicia con la promulgación de la Real Cédula de 1591, que constituye algo así como una «primera reforma agraria» y que pasa, en casi su totalidad, a la Recopilación de las Leyes de Indias de 1680; 3ro) este momento se produce a lo largo del siglo xviii, cuando en América se presentan, en todos los órdenes, las mismas inquietudes que ese siglo trajo en diversos países de la Europa Central y Occidental. Su expresión jurídica, en lo que se refiere al régimen de la tierra, la tenemos en la conocida Real Instrucción de 1754, la que Ots califica de «segunda reforma agraria del período colonial». Esta etapa llega hasta la Independencia.
Jesús de Galíndez.  Escritos desde Santo Domingo y artículos contra el régimen de Trujillo en el exterior
PROBLEMAS PECULIARES DE LA REPÚBLICA DOMINICANA: Estos problemas son esencialmente dos: el de los terrenos comuneros y el de los grandes ingenios extranjeros. El problema de los terrenos comuneros, reliquia histórica de los días de la colonización, complicada en el sucesivo devenir de los tiempos: ventas, muertes, herencias, fraudes, particiones, alza de precios, invasiones, industrialismo…; la misma vida del pueblo dominicano se refleja en la madeja de sus tierras comuneras. Problema grave, que es preciso liquidar ante todo, si se quiere abordar con seguridad el problema general del agro dominicano. Y el problema de los grandes ingenios extranjeros, que a la situación general agraria del país, ha venido a sumar al menos los siguientes problemas de carácter jurídico, prescindiendo deliberadamente de los políticos y financieros, latifundio, desalojos de pequeños financieros; latifundio, desalojos de pequeños poseedores, contratos de trabajo, conflicto internacional de leyes y uno de los más notables ejemplos de industria derivada de la agricultura. Estos son, a mi juicio, los dos peculiares problemas de la República Dominicana, con lo cual no quiero decir que sean exclusivos de ella, y que forzosamente han de tener preeminencia en su Derecho Agrario. Sin olvidar por ello a ese pequeño cultivador nacional, a ese campesino cuyo tipo será posiblemente el cibaeño, que merece toda la atención que ya le han dispensado los gobernantes, y que cada día despertará más su interés.

LEGISLACIÓN DOMINICANA DE CARÁCTER AGRARIO: La República Dominicana no tiene propiamente una legislación especial agraria. Y, sin embargo, tiene nada menos que una «Ley de Registro de Tierras» y un «Tribunal de Tierras». Esto requiere una aclaración de mi parte. El hecho se debe, precisamente, a esas peculiares características que ofrecen sus tierras, sobre todo al problema de los terrenos comuneros. La interesantísima legislación dominicana, que supone tal vez uno de los más notables injertos de la legislación sajona del Sistema Torrens en una legislación de tipo francés, ha pretendido resolver la confusión de los títulos de propiedad territorial dando una seguridad a los propietarios. 
El primer ensayo, típicamente nacional, el de la Ley de 1911, enfoca tan sólo el problema de los terrenos comuneros; de ahí su nombre: Ley de Mensura y Partición de Terrenos Comuneros. La legislación vigente, extranjera en su origen e impuesta por el Gobierno de ocupación norteamericano, adaptada después por los sucesivos legisladores nacionales, supone una finalidad mucho más amplia; comprende, es natural, el problema de los terrenos comuneros, pero abarca también a las demás tierras de la República, a las no comuneras, y a las que siéndolo antes, fueron después partidas e individualizadas. Pero, repito, no es propiamente una legislación agraria en el sentido actual de la palabra. Corresponde a uno de sus apartados, el relativo al registro de tierras. Siquiera su contenido no se limita a esta materia, sino que se desborde sobre apartados distintos, y así de recias características propias a la transmisión y adquisición del derecho de propiedad, y a la constitución de derechos reales, especialmente la hipoteca. 
Por eso la Ley de Registro de Tierras dominicana tiene un interés intrínseco formidable, que se acrece si se repara en lo que decía hace un momento; que supone un injerto sajón, en el tronco francés; son dos conceptos jurídicos totalmente diferentes, que se han fundido, y el retoño merece la máxima atención de todos los juristas, no ya dominicanos, ni siquiera americanos, sino del mundo entero. Y para poder comprender mejor su significación, para poder interpretar sus preceptos, es preciso adentrarse en el sistema jurídico un sajón. Pero no agota el contenido del moderno Derecho Agrario. Es verdad que hay leyes especiales que tocan algunos de sus otros apartados. Así la O. E. 291 de 1919, relativa a la prenda agrícola sin desplazamiento, es decir, a uno de los avances más interesantes de esta nueva rama jurídica. Así las leyes relativas al trabajo en los ingenios azucareros, que tocan el problema del contrato de trabajo en el campo. Así la reducción reciente de los plazos de la prescripción, que todavía no ha merecido de los juristas el atinado comentario que merece. Así tantos otros preceptos que podrían encontrarse dispersos en la legislación dominicana. Pero su marcha de avance, su progreso, aún no se ha detenido. Y estoy seguro de que muy pronto la legislación agraria dominicana será completa y una de las más perfectas del mundo, pues no en balde cuenta ya con un órgano tan interesante como lo es el Tribunal de Tierras, que está llamado a ser no sólo el tribunal encargado de sanear los títulos de propiedad, sino el encargado de decidir cuántas cuestiones surjan en torno al campo, a la propiedad de sus tierras, a su arrendamiento, al contrato de trabajo, a los poseedores precarios, al crédito agrícola. Mucho se ha hecho, pero hay que completar la obra, llevando como guía ese interés social, ese calor humano, esas necesidades de la economía nacional, que rigen la nueva rama jurídica.
SU ENSEÑANZA UNIVERSITARIA: En la Universidad de Santo Domingo bulle un ansia de inquietud espiritual. No es una universidad anquilosada, y pretende salirse, en la medida de sus fuerzas, de la rutina decadente. Por ello no puede extrañar que en el cuarto curso de la Facultad de Derecho exista una asignatura titulada «Legislación de Tierras». 
A mi juicio, discúlpeseme esta crítica sin malicia, la designación es incorrecta. Se corre el grave peligro de que el nombre arrastre hacia la Ley de Registro de Tierras, con lo cual el contenido de la asignatura perdería amplitud. Por ello creo que debía llamarse «Derecho Agrario», para abarcar dentro de sí, no sólo lo que hoy constituye la materia y jurisdicción del Tribunal de Tierras, sino cuantos problemas se relacionen con el campesino y su producción. Felizmente, esta materia, de nueva creación en el cuadro docente de la facultad, ha tenido la suerte de ser encomendada a un catedrático de tal competencia, dinamismo e inquietud espiritual, como lo es el actual decano, Lic. J. A. Bonilla Atiles. En poco más de un curso de enseñanza, ha estructurado ya su disciplina de tal forma que, desbordando con mucho los límites de la Ley de Registro de Tierras, se ha adentrado en el estudio del derecho sajón, en la verdadera significación y vida del Tribunal de Tierras; ha analizado con agudeza el problema, histórico y actual, de los terrenos comuneros; ha estudiado con acertada visión crítica del régimen hipotecario francés, y su reforma; ymuy en breve, sus cátedras constituirán una obra valiosa, dentro y fuera del país.6 Pero estoy seguro de que su inquietud científica, su conocimiento de los problemas humanos y su claro sentido de la justicia social le llevarán a ampliar aún más su visión, y a abarcar en su conjunto la vida del campesino, de ese cultivador cuyo esfuerzo y anhelo laten en todas sus explicaciones. Y confío también en que su esfuerzo no será aislado, sino que creciendo en extensión e intensidad la curiosidad que ya existe en muchos juristas cobre cada día más vuelos en la República Dominicana esta nueva rama jurídica, surgida del secular tronco del Derecho Civil por imposiciones de la vida misma, de la sociedad y de la economía nacional.

EL ESTUDIO DE LA LEGISLACIÓN COMPARADA: La realidad, otra clase de realidad más sangrienta; nos ha mostrado también una nueva necesidad: la del intercambio entre los pueblos. Los nacionalismos de opereta, encerrados tras altas barreras aduaneras y ridículas fortificaciones, que no sirvieron para detener al agresor más fuerte y sirvieron, sin embargo, para alarmar al vecino que no ayudó a su tiempo; el aislacionismo suicida; han conducido fatalmente a la nueva conflagración mundial en que nos vemos envueltos. Se precisa una mayor cooperación, una mayor solidaridad; y para ello es preciso conocerse entre sí. Soy nacionalista, pero creo en la solidaridad; sé que gran parte de los problemas de mi patria son comunes a la humanidad, y los que son peculiares a ella han de resolverse con la mutua comprensión de todos, no con rencores que hacen renacer los problemas años más tarde. Y esa visión, que hoy en día ocupa un plano primordial en la actualidad mundial, forzosamente ha de reflejarse en todas y cada una de las esferas jurídicas.
Son aún grandes las diferencias que separan las legislaciones de todos los pueblos, y tal vez nunca se llegue a una uniformidad completa. Pero se han dado grandes pasos en busca de una armonización, ya que no de tal uniformidad. No voy a detenerme a ensalzar los beneficios del estudio de la legislación comparada, en el que también la Universidad de Santo Domingo ha mostrado su inquietud al crear el Instituto de Legislación Americana Comparada y suministrar la docencia de dos cátedras especiales. Sólo quiero recordar aquí, para cerrar este artículo, la importancia que puede tener en el moderno Derecho Agrario, los estudios de legislación comparada. Nueva disciplina en formación, en plena adolescencia, necesita conocer y valorar los éxitos y fracasos obtenidos en otros países. Las necesidades locales podrán variar, pero hay un fondo universal, profundamente humano, que es común a todas las latitudes y climas, a todas las razas y colores. El campesino de la montaña de mi tierra vasca, tiene algo de común con el campesino del trópico exuberante: la impronta de la madre tierra, que jamás se puede olvidar. Y ese hálito de justicia social, que matiza el moderno Derecho Agrario en todos los países, es universal precisamente porque es humano. Por eso, quisiera cerrar este trabajo con un ruego a aquellos juristas en cuyas manos pueda caer por azar este artículo, y que comulguen en estos mismos ideales. Mi deseo es reunir datos en relación con la legislación agraria de los distintos países de América, a los fines de este estudio de legislación comparada que considero tan necesario y provechoso; y agradecería muy de veras cuantos datos, legislación o bibliografía me fueran proporcionados.Ciudad Trujillo, marzo de 1942. Revista Jurídica dominicana, vol. IV, núms. 1, 3 y 4, junio, octubre y diciembre de 1942.

Wilfredo Lozano. La dominación imperialista en la República Dominicana 1900 – 1930
La Convención en sí misma no era más que una muestra parcial de las posibilidades de dominación del neocolonialismo en el país. Si el control de las aduanas era importante para el desarrollo de los intereses norteamericanos no lo manifestaba en cuanto pondría en sus manos la fuente principal de entradas económicas del país, colocando así al margen de los grupos caudillistas los dineros del Estado. Lo era tal por el hecho de que esto reportaría un mayor control político, a través del control estatal, base del modelo de desarrollo y expansión neocolonial en ejercicio, de este modo la Convención se inscribía en un proyecto de dominación más vasto que le asignaba un sentido estructural. En el terreno internacional la Convención de 1907 se ajustaba con el proyecto político a la sazón en vigencia de los norteamericanos en el área del Caribe, era la llamada Política del Garrote del presidente Roosevelt. En la perspectiva económica, dicha Convención podría permitir la consecución de una legislación lo suficientemente adecuada al capital norteamericano capaz de asegurarle la ampliación y consolidación de sus inversiones en el país, específicamente en el área de la industria azucarera. 
A partir de la firma de la Convención, Cáceres se ve cada vez más forzado a una serie de concesiones al capital extranjero, como carta de crédito que le reportaría la estabilidad política necesaria para su permanencia en el mando, concesiones que irán minando su base social inicial. Es en el Gobierno de Cáceres cuando por primera vez se intenta organizar una legislación adecuada capaz de asegurar la eliminación de la propiedad comunera,'4 es la llamada Ley Sobre División de Terrenos Comuneros que intentó, tímidamente, introducir cierto dinamismo a las formas de propiedad en el agro. Cierto es que en los hechos esta legislación fracasó, pero lo importante de la ley no es tanto su fracaso, sino la inquietud que en las esferas dominantes ya expresaba: Se hacía necesaria la dinamización de las estructuras de propiedad terrateniente, como paso esencial a la expansión terrateniente extranjera en el área de la producción azucarera. Esto último vendrá expresado por la ley de Franquicias Agrícolas de 1911. Bajo su amparo, y en esto casi todos los tratadistas se manifiestan de acuerdo, fue que se dio la gran escalada inversionista norteamericana en el terreno de la industria azucarera. 
La ley permitía una gran variedad de concesiones y franquicias, tanto al capital extranjero como al nativo: franquicias para la importación e instalación de la infraestructura industrial necesaria, exención de impuestos y cargas fiscales a los productos de exportación por espacio de ocho años a partir del primer año de producción, facilidades para la utilización de los recursos naturales, etc. En los hechos, esta legislación legalizaba la propiedad terrateniente extranjera ya que no establecía en ninguno de sus acápites mecanismo alguno que asegurara el control del ensanchamiento de las tierras ligadas a la producción agrícola de las industrias protegidas por la ley. Por el contrario, apenas se exigían "títulos auténticos que justifiquen la propiedad de los terrenos o el arrendamiento de ellos, o el derecho al usufructo por un término no menor de diez años, y sobre una cantidad que no baje de 5O hectáreas, si se trata de cultivo de nueces, café, cacao, tabaco, frutales y frutos menores, y de 100 hectáreas si se trata de algodón y otras fibras, caña de azúcar, arroz y semejantes", Pese a que la ley preveía iguales posibilidades para las concesiones a nacionales como a los extranjeros, en los hechos quienes se vieron beneficiados fueron estos últimos. Por una pluralidad de causas. Los productores tradicionales de cacao, tabaco y café, principales productos de exportación después del azúcar, no tenían necesidad de amplias inversiones de capitales para la realización de la cosecha, dada la naturaleza de sus producciones; asimismo, carecían de la suficiente capacidad económica como para introducir un nivel tecnológico que compitiera con la producción azucarera; por otro lado tal iniciativa hubiera sido bloqueada por el capital extranjero. Los sectores exportadores no se hallaban interesados en este tipo de inversiones productivas, por las razones arriba descritas.
El caso de la industria azucarera era distinto, ésta necesitaba de altas tasas de capitales para su producción, lo cual requería de una política arancelaria flexible que abaratara los costos de la infraestructura industrial importada, asimismo estos capitales tenían en sus manos las necesarias fuentes de financiamiento que les permitiría (incluso por la vía del préstamo) la instalación de la infraestructura industrial referida; en este sentido, el capital bancario y financiero internacional estaba interesado a la sazón en este tipo de inversiones productivas en el área del Caribe, dada la coyuntura económica que se vivía; todo esto reportaba un margen de movimiento político mayor respecto al Estado a los grupos azucareros que el sostenido por los grupos locales. Por otro lado, las plantaciones de café, cacao y tabaco, a tenor de que necesitaban una extensión de terreno sustancialmente menor que la requerida por el ingenio para las cosechas y de que tenían un tiempo de instaladas relativamente mayor, dada la marginal participación de sus producciones en el mercado internacional se veían estructuralmente restringidas en los hechos para la ampliación de sus dominios y extensión terrateniente. Así, lo que para el productor de cacao y de tabaco podría significar sustanciales pérdidas, tal era el uso extensivo del factor tierra, para el ingenio representaba uno de los recursos necesarios para la obtención del beneficio. A la muerte de Cáceres no ya sólo el capital financiero norteamericano era un hecho, sino la escalada de las inversiones norteamericanas en el país condicionaba el porvenir de la estructura económica y social dominicana en su conjunto. No obstante, el modelo de dominación neocolonial permanecía presa de una debilidad sustantiva: la precariedad de las instituciones políticas, .en los mismos términos que las hemos visto operar en las páginas anteriores. Pero ahora el neocolonialismo era un hecho condicionante a nivel político interno, lo cual redefinia sustantivamente el horizonte político. De nuevo se desata la lucha entre caudillos y la consecuente inestabilidad política, convirtiéndose ahora la Legación Norteamericana en uno de los determinantes, si no el mayor, del futuro de dichas luchas. Ya en el 1913 los Estados Unidos, durante el Gobierno del general Bordas Valdez dejaron a entrever sus planes de control neocolonial. Obligaron a los grupos jimenistas y horacistas a la consecución de un pacto político en Puerto Plata, mediante el cual se comprometían a respetar la estabilidad de dicho gobierno. No obstante, al poco tiempo, cumplido el mandato provisional del presidente Bordas Valdez, éste manifestó sus deseos de continuar en el poder.
Augusto Sención Villalona. Historia dominicana desde los aborígenes hasta la guerra de abril
En 1824, el Gobierno haitiano promulgó una ley que suprimía los terrenos comuneros. Boyer quería promover una agricultura para la exportación y conformar una clase campesina que produjera para el mercado. La medida fue rechazada por los hateros y los campesinos, quienes preferían dedicarse a la ganadería. Los hateros también se oponían a la abolición de la esclavitud y percibían una amenaza constante de que se aplicaran leyes adicionales que cambiaran el sistema de propiedad. Ante el rechazo de los hateros, Boyer trató de aplicar la ley que suprimía los terrenos comuneros. Sin embargo, se percató de que muchos terratenientes poseían más tierras de las que indicaban sus títulos de propiedad. Entonces, les quitó buena parte de sus tierras, las cuales pasaron a ser propiedad del Estado, al igual que las tierras de la Iglesia, que estaban sin uso, y las tierras de gente que emigró del país.
El despojo de tierras se hizo por medio del fraude, como la quema de archivos donde se registraban las propiedades de algunos terrenos comuneros, la creación de títulos de propiedad falsos, etc. También hubo despojo violento de tierras de familias campesinas, a las que se les amenazaba y se les obligaba a vender a precios bajos. Para facilitar el despojo de los campesinos, Cáceres obligó, mediante ley, a la partición de los terrenos comuneros, muchos de los cuales no eran legalizados a favor de los campesinos y pasaban a manos de los poderosos, entre ellos los capitales norteamericanos. Se despojó de sus tierras a muchos campesinos y hasta a algunos terratenientes en las zonas de plantación de azúcar y en lugares cercanos a ellas. Para tal fin, se aprobaron dos leyes:
-La de impuestos a la propiedad territorial que proveía recursos al gobierno y obligaba a muchos propietarios a vender sus parcelas debido a que no podían pagar el impuesto.

- La de registros de tierras que obligada a dividir los terrenos comuneros y despojar de sus tierras a quienes no podían legalizarlas. 

Además, se falsificaron muchos títulos para robar tierras. Siendo este el unico país del mundo con más titulos de terrenos, que extencion fisica de dichos terrenos.
Pedro L. San Miguel. La guerra silenciosa. Las luchas sociales en la ruralia dominicana. Vol 135 

En Santiago, por ejemplo, los invasores colaboraron con la élite citadina en proyectos como la conservación del puente sobre el río Yaque, la regulación del tránsito urbano y la limpieza y el ornato de la ciudad. En el ámbito regional, impulsaron la construcción de carreteras, el mantenimiento del Ferrocarril Central Dominicano y la implementación de varias leyes. Aunque no exentas de tensiones y de conflictos, las perspectivas de los ocupantes y de la élite santiaguera coincidieron en no pocas ocasiones. Fue el Gobierno Militar norteamericano el que finalmente logró la implementación del «servicio de prestaciones» laborales que fijaba la Ley de caminos, así como de las leyes sobre el registro de la propiedad territorial y sobre la partición de los terrenos comuneros. Al menos por considerar que el campesinado era una masa bárbara, que precisaba de una mano firme que la controlase y la dirigiese hacia la «civilización», muchos sectores de la élite dominicana estuvieron dispuestos a tolerar y hasta a colaborar con los estadounidenses. Para estos –sobra decirlo–, las masas rurales estaban lastradas por sus creencias, sus estilos de vida, por la misma anarquía política del país y hasta por sus orígenes raciales. (Calder, Impacto, 1989. La percepción de los estadounidenses sobre el país, que oscilaba entre el folclorismo y el racismo más acendrado, se patentiza en el testimonio del oficial de los marines Arthur J. Burks, quien perteneció a las tropas de ocupación (Burks, País, 1990). Tales percepciones contaban con una larga tradición, como se evidencia al comparar sus opiniones con las vertidas por Hazard en Santo, 1982. Ambas obras comparten un mismo discurso colonialista, como se desprende de: Spurr, Rethoric, 1993; Thomas, Colonialim’s, 1994; Love, Race, 2004; y Renda, Taking, 2001).  Además del trabajo, los olivoristas compartían los bienes de consumo –como la bebida y la comida– y el dinero. El principio de la reciprocidad también era sostenido por la existencia de formas colectivas de posesión y uso de la tierra, tradición que se remontaba al período colonial. Los llamados terrenos comuneros eran propiedades de tamaño indeterminado que eran poseídas por un grupo de copropietarios, los que validaban su acceso a ellos en virtud de unos pesos de acción. Estos les permitían hacer uso de los recursos del terreno comunero, ya se tratase de la tierra, los pastos, los bosques o las aguas (San Miguel, Campesinos, 1997, pp. 189-199; Albuquerque, Títulos, 1961; Fernández Rodríguez, «Origen», 1980, pp. 5-45; y Vega Boyrie, «Historia», 2000).  A juzgar por los pocos estudios disponibles, a principios de siglo los terrenos comuneros todavía jugaban un papel de gran importancia en la vida económico-social del Valle de San Juan, aunque, al igual que en el resto del país, existían terratenientes y comerciantes que habían iniciado un proceso de concentración de la propiedad de la tierra. En no pocas ocasiones, se valieron de métodos fraudulentos para obtener ese control. En el caso particular de San Juan de la Maguana, algunos terratenientes comenzaron a experimentar con nuevas técnicas de cultivo, entre las que se encontraba la irrigación de las tierras dedicadas a la siembra de arroz. Entre esos terratenientes se encontraba Wenceslao Ramírez, el principal caudillo político de la región, antiguo patrono de Olivorio y padre de José del Carmen «Carmito» Ramírez, primer agrimensor titulado que tuvo San Juan de la Maguana y quien se convirtió también en un gran propietario (Lundahl y Lundius, «Socioeconomic», 1990, pp. 217-221. La tradición oral dominicana remite insistentemente al papel de los agrimensores en el despojo de los terrenos comuneros. Por tal razón, valdría la pena explorar de manera más sistemática el papel de «Carmito» Ramírez y su relación con los campesinos de la zona. El papel de la agrimensura en el despojo del campesinado –que conllevaba el predominio de un nuevo saber sobre la ruralía– es sugerido en el cuento de Bosch, «El socio» en: Más, 1987, pp. 161-186). La comuna olivorista planteó un reto al orden político que pretendían erigir los estadounidenses y sus aliados dominicanos. 
En San Juan de la Maguana, como en toda la República Dominicana a inicios del siglo XX, el poder se definía en torno a las relaciones entre los caudillos regionales y los representantes del Estado. En algunas regiones, el Estado había logra do aumentar su hegemonía; más en otras su presencia era precaria. El Valle de San Juan era una de estas últimas. En él, el Estado lograba concretizarse mayormente por medio de los vínculos entre los jefes locales y los representantes del poder central. Olivorio mismo había pertenecido a la clientela política de Wenceslao Ramírez. Eventualmente, como destacan Lundahl y Lundius, el «dios campesino» terminó convirtiéndose en un poder local con el cual tuvieron que negociar los caudillos tradicionales y los representantes del poder central. Al igual que con cualquier otro caudillo, las relaciones entre los olivoristas y las autoridades fluctuaron entre la hostilidad más o menos abierta y la colaboración. 
Así, en 1912, Ramírez acudió a La Maguana a solicitarle a Olivorio su adhesión al movimiento insurreccional que se fraguaba en contra del Gobierno. Más tales relaciones estaban cargadas de tensión, mínimamente porque podían colidir las perspectivas y los intereses de los diferentes caudillos o dirigentes. En muchos sentidos, Olivorio y su movimiento representaron una ruptura con las prácticas que tradicionalmente pautaban las relaciones entre las élites y los sectores subalternos. Caudillos provenientes de los sectores populares habían existido siempre; valgan como muestras los nombres de Benito Monción, Gaspar Polanco, Gregorio Luperón, Ulises Heureaux y Desiderio Arias. Mas, luego de alcanzar prominencia, poder y riqueza, los líderes solían distanciarse de sus orígenes y adoptaban los estilos de vida, y las prácticas y los rituales sociales de las clases altas; como parte de su ascenso social, usualmente se convertían en grandes propietarios, lo que sellaba su integración a los sectores dominantes. Olivorio, por el contrario, mantuvo su adhesión al mundo campesino del que provenía. A pesar de convertirse en un líder político y de la preeminencia que alcanzó, continuó siendo lo que fue desde el principio: un líder religioso con propiedades taumatúrgicas. La misma religión que fundó se centró en las creencias, las prácticas y el entramado ceremonial propios de los sectores subalternos. Como religión, el olivorismo se caracterizó por rescatar una serie de creencias afro e indoamericanas, además de incorporar dogmas y rituales del catolicismo popular proveniente de Europa y del vudú originario de Haití. Sus vínculos con Haití pueden, incluso, haberle brindado al movimiento olivorista una dimensión étnico racial fundada en las herencias africanas. Aunque marcado por el caudillismo y el clientelismo tradicionales, el olivorismo suponía una relación cualitativamente distinta entre la dirigencia del movimiento y sus bases. Fue así en la medida en que los principios de la reciprocidad y el comunitarismo normaban las relaciones del colectivo de fieles. Adorado como profeta y hasta como deidad, Olivorio mantenía una posición de preeminencia absoluta entre sus seguidores. Pero era un mesías que vivía entre los humanos: que bebía, comía y bailaba junto a los hombres y las mujeres; que fornicaba igual que los otros miembros de la comunidad. Junto a ellos también le hizo frente a las tropas que los acechaban. Lundahl y Lundius identifican dos ciclos de agresiones de las autoridades contra el olivorismo; el parte aguas entre uno y otro fue la ocupación estadounidense de 1916. Antes de ese año, las relaciones entre el olivorismo y los poderes locales y nacionales habían oscilado entre la indiferencia, la colaboración y la confrontación. Pero a partir de entonces comenzaron a cambiar, haciéndose más hostiles. Como medida defensiva, Olivorio organizó sus propias milicias, las que llegaron a aglutinar a cientos de seguidores. Muchos de ellos deben haberse reclutado entre los bandidos, los con traban distas y los forajidos que se unieron a Olivorio; seguramente entre ellos se encontraban varios que confrontaron a las autoridades cuando estas intentaron cerrar la frontera domínico-haitiana a partir de 1905, al establecerse el control de los Estados Unidos sobre las aduanas dominicanas. Esta medida puso en peligro el tradicional trasiego comercial –usualmente ilegal– que realizaban los rayanos, como se denomina a los habitantes de la frontera, por lo que, desde sus inicios, enfrentó la oposición de la población. Los que intentaron negociar con Haití fueron clasificados como contrabandistas y perseguidos por las fuerzas armadas fronterizas. Como resultado, ocurrieron numerosos encuentros violentos en los que perecieron o fueron heridos agentes aduane ros y militares. En ocasiones, los mismos puestos de aduana resultaron atacados. Durante la revolución de 1912, las aduanas fronterizas fueron incendiadas sistemáticamente, parece que con la convivencia de sectores terratenientes cuyas ventas de ganado en Haití habían sido perjudicadas por el con trol fronterizo. Incapaces de vigilar y de controlar la totalidad de la zona fronteriza, las autoridades norteamericanas tuvieron que aceptar que continuara el contrabando. Los miembros de la comunidad de Olivorio se encontraron entre los habitantes de la región fronteriza que mantuvieron sus tratos con Haití, a pesar de que sus actividades habían sido criminalizadas. A raíz del control norteamericano del Estado dominicano, a partir de 1916 se inició un segundo ciclo de agresiones contra los olivoristas. 
Los estadounidenses intentaron aplicar una serie de medidas al conjunto de la sociedad que fueron resistidas por los olivoristas. Entre ellas se encontraron el desarme de la población, necesaria desde la óptica de los ocupantes para evitar las sublevaciones y las guerras internas. Para muchos civiles, la entrega de sus armas implicaba la rendición de su medio de defensa ante cualquier agresor, ya fuese un particular o un representante del Estado. Entre las masas rurales, las armas de fuego eran, también, un símbolo de hombría y masculinidad que emblematizaba su sentido del honor y del respeto.  Según Mejía, en el Cibao, «los padres, al llegar los hijos (varones) a la pubertad, le entregaban (un revólver)o ellos lo adquirían con el primer dinero que ganaban». Además, para los grupos que mantenían conflictos con las autoridades, o cuyos estilos y medios de vida dependían de actividades no gratas a ellas –como era el caso de los contrabandistas–, la entrega de las armas representaba una rendición que ponía en peligro su subsistencia y hasta su existencia física. Por ello, a «mucho tuvieron que hasta que matarlo paquitaile la aima». En tal posición se encontraron los olivoristas. Debido a su problemática relación con las autoridades, los olivoristas estaban renuentes a entregar sus armas. A ello posiblemente se sumó el hecho de que la comunidad mantuvo su tráfico comercial con Haití. Más importante aún fueron los vínculos que aparentemente sostuvieron los olivoristas con los campesinos sublevados en Haití debido a las medidas implementadas por los norteamericanos en el vecino país, que fue ocupa do militarmente en 1915. 
Una de tales medidas fue el trabajo compulsorio en las carreteras, que generó tal descontento entre la población rural que contribuyó a inflamar la rebelión contra los ocupantes. Bajo el liderato de CharlemagnePéralte, miles de campesinos haitianos (denominados cacos) lucharon contra los norteamericanos, quienes tenían buenas razones para pensar que existía una conexión entre los rebeldes de Haití y los olivoristas; estos, por su lado, debían sospechar que la experiencia haitiana bajo la dominación norteamericana presagiaba su propio destino. No tardó mucho, en efecto, para que los estadounidenses colaboraran con las autoridades dominicanas en la implementación de la Ley de caminos, aprobada en 1907 pero de limitada efectividad hasta el período de la ocupación. Es de suponer que entre los seguidores de Olivorio se encontrasen campesinos que habían huido de las prestaciones laborales, como se denominó oficial mente al trabajo compulsorio en los caminos. Las afrentas comunes a los campesinos dominicanos y haitianos deben haber generado entre ellos una razón adicional para continuar los tradicionales tratos comerciales a través de la frontera. 
También deben haber instado a los olivoristas a brindar a los cacos haitianos armas, suministros y refugio. Con razón los gringos desataron una intensa persecución contra los olivoristas. Su saña no fue lo único que contribuyó al desenlace fatal del movimiento. Según Lundahl y Lundius, Olivorio fue víctima de una «conspiración de los ricos», patente en la ruptura del clan Martínez con el «dios campesino» y en su apoyo a los norteamericanos. Guiados por «Carmito» Ramírez, que era agrimensor, por lo que debía conocer muy bien el terreno, los marines atacaron el refugio de los olivoristas en 1917; a raíz de ese ataque, la comunidad quedó virtualmente desmantelada y Olivorio,
Al combatirlos, las tropas de ocupación realizaban una labor de «limpieza» de los campos del Este, agobiados por las depredaciones de las bandas o gavillas. Tal interpretación fue suscrita incluso por un norteamericano liberal como Sumner Welles, quien catalogó a los insurrectos de las provincias de El Seibo y San Pedro de Macorís como «una especie de bandolerismo». Concepción anclada en toda suerte de prejuicios nacionales, raciales y de clase, la visión de la oficialidad yanqui sobre el gavillerismo se convirtió en doctrina de Estado durante el trujillato.  Como ha demostrado Andrés L. Mateo, los ideólogos del trujillismo construyeron una «paz» mítica, un orden de estabilidad y prosperidad, hechura del tirano, que se articuló «en oposición a dos contrafiguras históricas: los “Gavilleros” y los Caciques Regionalistas». Trujillo se destacó, precisa mente, en la persecución de los gavilleros del Este luego de ingresar a la Guardia Nacional Dominicana, fuerza constabularia organizada por los norteamericanos durante la ocupación. Agigantada su participación en la «pacificación» hasta alcanzar proporciones míticas, Construcción problemática –continúa Mateo– debido al contenido nacionalista del gavillerismo, la mitología trujillista terminó por negarle a este todo mérito en la reivindicación de la patria hollada por los gringos. Cuando se vieron obligados a tratar ese asunto –por ejemplo, en sus fraudulentas y fantasiosas «biografías militares de Trujillo»–, los epígonos del régimen enfatizaron la naturaleza delictiva del gavillerismo, lo que convertía al tirano en un verdadero héroe de la paz. Debido a lo espinoso que resultaba el tema del gavillerismo dentro de la discursiva oficial del trujillismo, usualmente se estableció un cerco de silencio en torno al tema. Irónicamente, ese silencio fue compartido, con muy contadas excepciones, por intelectuales dominicanos de vocación liberal y democrática, cuya concepción sobre las luchas nacionales en contra de la intervención privilegió casi de manera absoluta a las élites sociales y políticas. Después de todo, con relación a aspectos importantes, las concepciones de muchos de ellos sobre la nación, la modernidad y el progreso coincidían con las de los estadounidenses. Entre la intelectualidad dominicana prevalecía un proyecto civilizador en el cual las masas rurales emblematizaban el atraso, la pre modernidad y el primitivismo. Para ella, A la ofensiva de los terratenientes por aumentar sus propiedades se sumó la acometida esta tal por lograr una modernización en el sistema de tierras. La Ley sobre división de terrenos comuneros (1911) y la Ley de registro de la propiedad territorial (1912) muestran ese embate esta tal; a ellas se sumaron, bajo la ocupación estadounidense, la Ley de registro de la propiedad territorial (1920), que habilitó al Tribunal de Tierras con el fin de «sanear» los títulos de propiedad. Tales medidas se enmarcan en los intentos de modernización de las estructuras económicas y sociales emprendidas por los grupos dominantes y el poder entre finales del siglo XIX e inicios del XX. Similares fueron los intentos de fomentar la producción campesina, que buscaban erra dicar las prácticas agrícolas que no se avenían a la economía comercial ni a las pretensiones modernizadoras de las élites. Ellas formaron parte de los intentos por domesticar a las masas rurales. Mas sus resultados variaron dependiendo de las condiciones regionales. Según Julie Franks, en el Este, el Tribunal de Tierras no jugó un papel determinante en el surgimiento de los grandes latifundios cañeros. Alega que, al iniciarse la ocupación militar, en el año 1916, ya las compañías cañeras habían aglutinado el grueso de sus propiedades, a pesar de que muchos de sus terrenos contaban con «títulos dudosos». 
En la provincia de Santiago la actividad del Tribunal de Tierras se sintió de forma sistemática a partir de los años 30. En esta región, sus acciones tampoco incidieron en lo sustancial sobre la estructura agraria. Parece, pues, que el Tribunal de Tierras actuó en esencia como un instrumento para condonar las apropiaciones y los despojos cometidos previamente, o para legitimar las relaciones de propiedad que había propiciado la economía mercantil, cada vez más vigentes en el campo dominicano. Así, en aquellas zonas donde no existía una fuerte economía campesina, que contase con vínculos directos con los sectores económica y políticamente dominantes, las medidas estatales fueron usadas por los empresarios y los latifundistas para ampliar sus propiedades agrarias. En el Este, e incluso en ciertas regiones del Cibao donde existían extensos terrenos comuneros –tales como algunas zonas cercanas a Bonao–, hubo personas que lograron hacerse de grandes propiedades gracias al acaparamiento de los mismos. Las regiones que carecían de una sociedad campesina con un dinamismo y una amplitud similares a los del Cibao central, fueron particularmente propicias a la concentración de la propiedad agraria. Aunque no vacías, en regiones donde la economía campesina estaba menos desarrollada, los terratenientes y los empresarios contaban con mayores oportunidades para apropiarse de las tierras de los campesinos. El fraude con los títulos fue uno de los medios para lograrlo. En el Cibao central, por el contrario, existía de antaño una economía campesina de orientación comercial, y que, por ello, contaba con lazos con los sectores dominantes a nivel regional, sobre todo con los comerciantes exportadores. Para estos, resultaba crucial mantener sus líneas de abastecimiento de los productos agrícolas de exportación, tales como el tabaco y el café, por lo que no fomentaron la expropiación masiva del campesinado, como sí ocurrió en las regiones donde surgieron nuevos cultivos comerciales, sobre todo en las áreas cañeras. Otras regiones del país, donde la economía mercantil estaba en ciernes, fueron poco afectadas por las medidas esta tales y, en consecuencia, por la geofagia de los terratenientes; en algunas, casi no se sintieron, por lo que permanecieron virtualmente inalteradas.
A principios del siglo xx, el embate estatal se manifestó de otras maneras. Se expresó, por ejemplo, en sus esfuerzos por convertir a la población de la ruralía en una fuente de mano de obra que posibilitara al Estado modernizar la infraestructura.
CRÓNICA DE UNA «REFORMA AGRARIA AL REVÉS»: Memorial de los despojos de sus tierras que han sufrido los campesinos, y de los incontables atropellos, agravios y persecuciones que han padecido por defenderlas; y de las denodadas luchas que han ofrecido para resguardar su principal medio de vida.
A principios de los años 60 del siglo pasado, la cuestión agraria se perfilaba en la República Dominicana como un problema acuciante. Los enormes desequilibrios en la propiedad de la tierra, el que la mayoría de la población fue se rural y que la economía del país dependiese principalmente de su producción agrícola, de mostraban la urgencia del problema agrario. Los acontecimientos en Cuba, donde un Gobierno revolucionario había iniciado una reforma agraria que propició la movilización de los campesinos y el incremento de los conflictos sociales, pusieron sobre el tapete la posibilidad de que, en la República Dominicana, las masas rurales lanzaran una ofensiva por la tierra. La coyuntura política no podía resultar más inquietan te para los grupos de poder y para los Estados Unidos, empeñados ambos en evitar una versión dominicana de la situación cubana.
 Desde su perspectiva, el problema de la tierra tenía una doble dimensión: una económica y otra política. Con relación a la primera –la económica–, la cuestión a la que se enfrentaban era la de dinamizar la producción agropecuaria de manera que sirviese de base para una eventual modernización de la economía del país. Con relación a lo segundo –su dimensión política–, había que evitar que los conflictos sociales en la ruralía alcanzasen niveles explosivos. Ello fue una preocupación central de los grupos de poder en la República Dominicana, sobre todo a raíz del proyecto de Constitución impulsado por los sectores populistas, encabezados por Juan Bosch y el Partido Revolucionario Dominicano (PRD). Tal proyecto contenía una serie de cláusulas –como la prohibición del latifundio– que fueron recusadas enérgicamente por los sectores propietarios. Más aún: el núcleo de su cuestionamiento a la nueva Constitución se centró en «la cuestión agraria». Fue, también, una de las cuestiones sobre las cuales gravitó su oposición al gobierno de Bosch. La incautación por parte del Estado de las tierras que habían pertenecido al grupo Trujillo planteó como un problema central cuál sería el destino de las mismas. Había, por supuesto, grupos de poder que aspiraban a disfrutar de esas tierras, alegando algunos de ellos que Trujillo les había confiscado propiedades ilegalmente. Otros meramente que rían participar de un espléndido botín que sobrepasaba las 3,200,000 tareas, lo que constituía cerca del 9% del total de tierras en explotación. Finalmente, otros entendían que ese extraordinario fondo agra rio debía repartirse entre los campesinos que carecían de tierra. Así pensaban los sectores políticos progresistas, para quienes la reforma agraria era una medida de justicia social que con tribuiría a solventar la situación de destitución en que vivían amplios sectores del campesinado dominicano. Irónicamente, grupos orgánicos de las clases propietarias también contemplaron un tipo de reparto agrario entre los campesinos pobres. Para estos, la distribución de las tierras del grupo Trujillo contribuiría a disminuir las tensiones sociales. De paso, su repartición entre los campesinos serviría como una garantía a sus propias tierras, las que se verían libres de ser afecta das por una posible reforma agraria. No por casualidad, en 1963 la Asociación de Hacen dados y Agricultores –organismo de los sectores terratenientes– propuso la realización de una reforma agraria usando las tierras del Estado incautadas al grupo trujillista. Eso, alegaban, no resultaba «incompatible con el mantenimiento de las unida des agrícolas existentes». Lo que encerraba su propuesta era, precisamente, esto último: preservar sus propiedades a toda costa, frenando los reclamos por una redistribución de las tierras que minase su posición económica, social y política. La suya era una reforma terrateniente, en la que había que distribuir para conservar. En la práctica, tal llegó a ser la función del Instituto Agrario Dominicano (IAD), fundado en 1962 con la intención de implementar la reforma agraria. Creado bajo las influencias de la Alianza para el Progreso y de los acuerdos de Punta del Este de la Organización de Estados Americanos (OEA), a lo largo de la década de los 60 el IAD formó parte de un amplio «programa de contrainsurgencia», uno de cuyos pilares era impedir los movimientos autónomos del campesinado. A través del IAD se pretendía «canalizar pacíficamente» las expectativas que provocó entre el campesina do la caída del régimen trujillista y la captación por el Estado de una gran cantidad de tierras que habían pertenecido al tirano y a sus allegados. Su fundación marcó el inicio formal de la reforma agraria en el país y, por ende, de una nueva etapa en las relaciones entre el campesinado y el Estado. Sin embargo, el IAD tuvo una opaca actuación, limitándose en muchos casos a entregar títulos de propiedad a campe sinos que ya habían ocupado tierras, usualmente de las que habían pertenecido al grupo Trujillo. 
Al IAD se le comenzó a ver la costura desde el momento de su fundación. Para empezar, porque la ley que lo creó dejó sin precisar aspectos tan cruciales como la definición del latifundio, al igual que los criterios para determinar lo que serían las unidades agrícolas apropiadas para dotar a las familias campesinas. En fin, fue una ley de principios abstractos que dejó sin garras ni dientes al IAD, organismo que debía implementar la reforma agraria. Que darse así o adquirir dientes y garras era, en lo fundamental, una cuestión política. El «problema de la tierra» y la suerte del campesinado en general fueron aspectos destaca dos en la campaña electoral de 1962. Para Juan Bosch, candidato presidencial del PRD, resultaba crucial modernizar las estructuras económicas y sociales, responsables, según él, del des tino político que había vivido el país hasta entonces. Resultaba imprescindible, también, para mejorar las condiciones de vida de las masas campesinas. 
Afirmaba Bosch:Un país de pobres es un país pobre.  No son 50 tareas lo que hay que entre gar al campesino; son 100, para que gane por lo menos 100 pesos mensuales. Con 100 pesos mensuales ya se puede vivir. Y nosotros necesitamos que este pueblo vi va; y para vivir tiene que comer, tiene que tener casa, tiene que tener medicinas, tiene que tener ropa. Porque vivir no es vivir como los animales, sino vivir como las personas. Para llevar su mensaje a las masas campesinas, el candidato presidencial del PRD se trasladó a un sinnúmero de áreas rurales y transmitió por radio decenas de discursos que se distinguieron por su llaneza y por constituir una especie de pedagogía cívica. Entre sus propuestas sobresalió la de distribuir las tierras que habían pertenecido al clan Trujillo. Sobre el particular, el programa del PRD proponía: «Reparto de tierra a razón de más o menos100 tareas por familia, hasta la cantidad de 70,000 familias de agricultores». Tal propuesta del PRD superaba significativamente la de los repartos que había realizado el IAD hasta el momento –poquísimos, por demás–, que se habían circunscrito a distribuir 60 tareas por campesino. Como si fuera poco, el PRD ofreció a los productores agrícolas garantizarles los precios de sus cosechas, la creación de cooperativas y la ampliación del crédito. Todo ello se acompañaría con la prestación de servicios estatales y el respeto de los «derechos de los trabajadores y los campesinos». A sus ofrecimientos programáticos, el PRD aunó una activa labor de organización política en las áreas rurales. Al cabo de unas pocas semanas de proselitismo, llegó a contar con unos 150,000 seguidores organizados en la Federación Nacional de Hermandades Campesinas (FENHERCA), que actuó como brazo político del PRD en las áreas rurales. 
Las expectativas en torno a los proyectos sociales de Bosch aumentaron con su victoria electoral en diciembre de 1962: entre los campesinos, porque esperaban que implementase un amplio pro grama de distribución de tierras y de reformas sociales; y entre los sectores más retrógrados, porque temían que así ocurriera. Para estos, el populismo de Bosch invocaba el espectro del comunismo. La cuestión de la tierra parecía constituir una de las pruebas de fuego de su gobierno. Mas, a cuatro meses de haberse juramentado Bosch en el poder, la reforma agraria marchaba con pies de plomo. A pesar de que la reforma agraria había sido «la espina dorsal de las proyecciones del Gobierno del Presidente Bosch», el IAD se caracterizaba por su burocratismo, y su falta de re cursos y de coordinación con otras agencias estatales. Los contadísimos asentamientos que se realizaron no pasaron de ser meros repartos de parcelas individuales. Y lo que se proyectaba hacer durante los próximos seis meses no difería en lo sustancial de lo que se había hecho hasta entonces, es decir: «repartir unas cuantas parcelas de tierra». Por demás, la burocracia estatal, proveniente del trujillismo, y los terratenientes se encarga ron de hacer todo lo posible por obstaculizar la reforma. De acuerdo con Gleijeses, los terratenientes que alegaban haber sido despojados por Trujillo «inundaron» los tribunales con reclamaciones judiciales, lo que contribuyó a frenar el programa agrario del Gobierno. Tratando de mantener un precario equilibrio sobre la cuerda floja que atravesaba, Bosch apeló a los terratenientes para que donaran tierras para la reforma agraria, llama do que tuvo poca acogida. Cuando algo fue aportado, mucho dejaron que desear las tierras cedidas: una importante firma comercial donó un predio en el cual «no se producía ni la maldición». Por supuesto, el «compañero Presidente» tenía las manos llenas con otros asuntos.
 En esos meses, el centro neurálgico del país no era el campo, sino la capital. Allí convergían las fuerzas opositoras a su Gobierno, provenientes de virtualmente todos los bandos políticos. Sus desenlaces fueron el golpe de Estado de septiembre de 1963 y la Guerra Civil de 1965. La situación no cambió mucho luego del golpe contra Bosch. En sus primeros años, el IAD se limitó a realizar unos pocos y esporádicos asentamientos. Por ejemplo, el 8 de agosto de 1964 fueron asentadas 200 familias campesinas en las tierras de la antigua Hacienda Fundación, en San Cristóbal, que había pertenecido a Trujillo. Incluso, en casos como este, el IAD se limitaba a reconocer un hecho consumado: la recuperación por parte de los campesinos de tierras que les habían sido arrebatadas durante la tiranía. En total, solo ocho asentamientos se realizaron en ese año, los que apenas comprendieron unas 180,000 tareas, distribuidas entre 2,214 familias (unas 81 tareas por familia). Durante el año de la guerra no se realizó ningún asentamiento; al año siguiente se realizaron solo cinco, que abarcaron menos de 40,000 tareas re partidas entre 321 familias (casi 125 tareas por familia). No estaban los tiempos para atender a la reforma agraria ni para resolver las carencias de los campesinos. 
En el ínterin, la situación política del país se había transformado dramáticamente. Ello se evidenció en las elecciones de 1966, cuando las masas rurales, que habían apoyado a Bosch de forma contundente en 1962, dieron un giro y votaron de forma abrumadora por su principal contrincante, Joaquín Balaguer. El resultado de la guerra civil, la compactación política de los sectores de poder en torno a Balaguer, el apoyo que recibió este de parte de los Estados Unidos y la falta de garantías para que el PRD pudiera desarrollar una campaña libre de cortapisas, incidieron poderosamente sobre los resultados electorales. Además, el Gobierno de Bosch no llenó las expectativas de las gran des masas rurales; en justicia, careció de las condiciones mínimas para implementar su pro grama de reformas económicas y sociales. A ello contribuyó la campaña que hicieron en su contra ciertos sectores sociales e ideológicos con fuertes vínculos orgánicos con el campesinado, como los terratenientes y los caciques rurales; los jerarcas de la Iglesia católica, que acusaron a Bosch de comunista y de ateo; y los militares y los burócratas, quienes sintieron amenazados sus tradicionales privilegios y su impronta sobre el campesinado debido a la campaña de Bosch contra la corrupción. Además, en el seno mismo del campesinado existían grupos –sobre todo los más acomodados– que veían con recelo. No fue casualidad que las provincias Cibaeñas de Duarte, Espaillat y Santiago, núcleo del campesinado más próspero del país, se encontrasen entre las cuatro únicas que ganó la Unión Cívica Nacional (UCN) –organización opositora a la candidatura de Bosch– en las elecciones de 1962. Y no precisamente por un estrecho margen. Los comicios de 1966, en los que no faltaron dispositivos fraudulentos en contra de Bosch y a favor de Balaguer, fueron el resultado de esa amalgama de factores. En ello también incidieron, como ha señalado Cassá, los «reflejos ideológicos tradicionalistas moldea dos durante el período trujillista»; Balaguer era lo más cercano a los esquemas trujillistas de autoridad. Por demás, durante su campaña electoral, Balaguer recurrió a una discursiva «campesinista» que influyó sobre el ánimo de las masas. Con frecuencia adoptó una retórica agrarista e hizo ofrecimientos de tierra a los campesinos. «Resuelto» el problema del poder gracias a la alternativa conservadora representada por Balaguer –alternativa en la cual la represión y el terrorismo de Estado jugaron un papel central–, los sectores estatales tuvieron que enfrentar una serie de cuestiones que habían quedado opacadas debido a los intensos conflictos políticos de los años previos. Entre ellos se encontraba el problema agrario. 
En su discurso de toma de posesión, en 1966, el mismo Balaguer aludió a la necesidad de atender el problema agrario, postura que debe entenderse a la luz de una doble perspectiva. En primer lugar, porque resultaba crucial redefinir el papel que jugarían las actividades agropecuarias en el modelo económico que se implementó a partir de 1966. Orientado a modernizar la economía vía la industrialización dependiente, las actividades agropecuarias serían –en palabras de Lozano– «la fuente de excedentes con los cuales se financiaría el crecimiento capitalista en el ámbito urbano-industrial y comercial». En el caso de las actividades orientadas al mercado interno, ellas se dirigirían de manera prioritaria a satisfacer la demanda de una población urbana que aumentaba rápidamente. En segundo lugar –aunque no menos importante–, atender el problema agrario era crucial para sostener el pacto social sobre el cual se erigía el liderato político del propio gobernante. Balaguer había sido, ciertamente, la ficha de los sectores de poder contra el proyecto populista de Bosch y el PRD. Él lo sabía. Más, para poder jugar cabalmente ese papel, precisaba de una base política autónoma. Por ello, al igual que Trujillo, Balaguer intentó solidificar su posición entre las masas rurales, apoyo más que decisivo debido a que, mal que bien, las reglas del juego político habían cambiado, al menos formalmente. Ahora los partidos debían cortejar al campesinado, que se había convertido en una clientela política nada despreciable. Si bien ya no era el Concho Primo de principios de siglo XX, el espectro de una conflagración social que tuviese al campesinado como uno de sus actores principales era lo suficientemente pode rosa como para inquietar a los grupos de poder, que preferían mantener apaciguada a la «bestiacalibanesca». Por eso, Balaguer se sabía el «gran necesario»: jugaría el papel de domesticador. Lo haría según sus propias reglas y de acuerdo a las necesidades de su poder personal: fue construyendo una base política que le brindó una gran capacidad de acción frente a los diversos sectores de poder, tanto de los tradicionales como de los modernos. Gracias a su dominio «bonapartista», logró, además, neutralizar a los sectores castrenses que potencialmente podían alterar su función media dora entre las contradictorias fuerzas sociales y políticas del país. Muchos militares fueron coopta dos por medio de prebendas y cargos. Su apropiación y su uso ilegal de las tierras del Estado se convirtieron en fenómenos harto comunes durante la segunda mitad de los años 60. Durante esos años se reactivó la distribución de tierras por el IAD. Entre 1966-1970, el número de familias asentadas alcanzó las 6,071 en un total de 88 proyectos agrarios. Las tierras repartidas superaron el medio millón de tareas. Tales repartos, sin embargo, estaban muy lejos de resolver la grave situación de penuria en que vivían los campesinos pobres del país. Así, mientras que los planes oficiales hablaban de la necesidad de asentar anualmente un mínimo de 10,000 familias, la realidad era que desde su fundación hasta 1971 el IAD había beneficiado en total a menos de 14,000. ¡El déficit era de más de 86,000 familias! Y los problemas no se limitaban a que la reforma agraria seguía realizándose a «cuentagotas». La naturaleza de los repartos, basados en la distribución de parcelas individuales, la mayoría de las cuales no recibían crédito, asistencia técnica, ni insumos, representaba otra limitación. Tampoco se crearon mecanismos para garantizar la comercialización de la producción ni los precios; mucho menos se alentó la organización de los campesinos en asociaciones autónomas. 
Los campesinos «reformados» fueron dejados a su suerte. Sin apoyo esta tal, endeudados muchas veces y carentes de alternativas, una proporción nada despreciable –calculada en un 30%– terminó por abandonar, traspasar o vender sus parcelas. La ironía era tan profunda que llegaron a cancelarse los «certificados de asignación» a los campesinos que dejaron de «cumplir con los requisitos establecidos» por el IAD. Para colmo, con frecuencia las parcelas se repartían a base del «amiguismo y la filiación política» más que de criterios estrictamente económicos o sociales. Los campesinos pagaban los platos rotos por las deficiencias de la reforma agraria. La eficiencia del sector reformado dejaba mucho que desear. Tal y como se venía realizando, la reforma agraria contribuía a la extensión del minifundismo de baja productividad y, en con secuencia, agravaba los problemas estructurales del agro dominicano. Esos rasgos de los asentamientos estatales le venían de maravillas a quienes recelaban de la reforma agraria. Los asentamientos del IAD –argüían– eran la mejor muestra de que por medio de la distribución de la tierra resultaba difícil, sino imposible, lograr la modernización del agro y aumentar la producción agrícola con el fin de sustentar la modernización económica que re quería el país. 
La alternativa real se encontraba –según esta visión– en brindar más y mayores garantías a la «propiedad privada» y en incentivar al capital, tanto al nacional como al foráneo, de manera que se lo grase una verdadera modernización del sector agrario. Por eso se atacaba lo que se denominaba la concepción «marxista» de que «la tierra es de quien la trabaja», criterio reduccionista –se argumentaba– ya que consideraba como trabajo únicamente al «trabajo directo». Por demás, «trabajo directo» también era el «del hacen dado que desde un punto cualquiera dirigiera la actividad de sus propiedades agrarias». Había, en fin, que defender la «propiedad privada». El Estado debía ser «cauteloso» en su política de expropiaciones, la que debía fundarse en las leyes vigentes y en los «principios modernos» aplicados en otros países. En primer lugar, debían expropiarse solo aquellos fundos que no cumpliesen con determinados criterios de eficiencia productiva; en segundo lugar, había que «tener en cuenta el valor real de lo expropiado» y las tasaciones debían ser realizadas por tribuna les independientes; en tercer lugar, se aconsejaba expropiar solo una fracción de las fincas que no cumpliesen con los requisitos de productividad, de manera que los dueños invirtieran el dinero así obtenido en la mejora de sus tierras; finalmente, debían estar exentas de expropiación las tierras ganaderas. A la luz de este tipo de discursiva productivista, que apelaba a la eficiencia y a la modernidad, se ocultaba un genuino temor a las implicaciones que podían tener los reclamos agraristas. Por eso recomendaba cautela. Por ello pedía frenos contra «todo el que trate de vulnerar el derecho a la propiedad privada en nombre de un falso interés social o político». Por tal motivo también criticaba aquellas posturas que propendían a la «politización del campo»: unas con el fin de convertir al campesinado en un «instrumento electorero», otras con el pro pósito de transformarlo «en un agente subversivo». Después de todo, argüía el articulista citado: «Nuestros campesinos, no tienen capacidad para asimilar las ideologías políticas que se deba ten actualmente en el mundo». Por ser en su mayoría analfabetos, son «proclives al engaño y permeables a la demagogia y la agitación». El mensaje era claro: la reforma agraria era ineficiente; se podía hacer de otra manera, de forma «científica», como prescribían los tratados. Pero, eso sí, respetando la propiedad privada y evitando la «politización del campo». Lo que no era sino un eufemismo para referirse a la conveniencia de que los campesinos se dejaran guiar por quienes creían en el bien supremo del «derecho a la propiedad» –el de quienes controlaban la propiedad, entiéndase, no el de los campesinos sin tierra, que en ese tipo de derecho no creían mucho–. Tales inquietudes eran muestra de su temor ante unas masas rurales que mostraban cada vez más su disposición a validar la propiedad campesina. La creciente presión era patente en las esporádicas ocupaciones de tierras que realizaban los campesinos, muchos de ellos envalento nados por la retórica agrarista de la campaña electoral de 1966, cuando se hicieron promesas. No era el agrarismo lo que avanzaba sino el «agarrismo». A una estructura agraria ya de por sí sesgada, en los años 60 se añadieron los numerosos casos de usurpaciones de tierras del Estado y una nueva oleada de desalojos de campesinos, motivados por el crecimiento de los latifundios. Las mis más cifras oficiales mostraban que, luego de una década de «reforma agraria», las desigualdades aumentaban en vez de disminuir. La coyuntura económica en el ámbito internacional, favorable a los productos de exportación, incitaba a las agroindustrias a expandir los límites de sus fincas. Hacia finales de la década de los 60, la Gulf&Western, propietaria del Central Romana, se lanzó a expandir sus ya dilatados cañaverales en detrimento de los colonos. Tales planes confrontaron la oposición de los colonos cañeros, quienes se valieron de su presencia en el ayuntamiento del municipio de La Romana para protestar contra ellos. También confrontaron la oposición del obispo Pepén, quien expresó públicamente que las tierras que el Central quería sembrar de caña debían ser usadas para distribuirse entre los campesinos pobres. Las transformaciones que venía sufriendo la sociedad dominicana desde los años 50 también incentivaron la expansión de los latifundios. El crecimiento de la población urbana generó una mayor demanda por bienes agropecuarios. La carne de res y la leche, los víveres, el arroz y los granos eran destinados de manera creciente a los mercados urbanos. No menos significativo resultaba el uso de bienes agrícolas como materia prima en las industrias nacionales. Los terratenientes intentaron aprovecharse al máximo de la bonanza económica. Las tierras ganaderas, por ejemplo, continuaron su crecimiento. Para 1971, más del 56% de las tierras del país dedicadas a la producción agropecuaria estaban destinadas a la ganadería. Las tierras ganaderas eran empleadas de manera muy deficiente, por lo que la relación entre área de tierra por cabeza de ganado era excesiva mente alta. Una res ocupaba en promedio cerca de 13 tareas, «cuando la relación moderna tierra/unidad bovina» –se alegaba– «es de 3 a 5 tareas por ejemplar». Para colmo de males, cerca de una cuarta par te de las tierras de pastos dedicadas a la ganadería eran terrenos aptos para la agricultura. En varias regiones del país, parecía que «las vacas se comían a la gente». En las provincias del Este, además de confrontar la competencia de la caña de azúcar, los campesinos se enfrentaban a la existencia de grandes latifundios ganaderos controlados por un reducidísimo número de familias y de empresas, entre ellas la omnipresente Gulf & Western. De las tierras en explotación en el Este en 1971, que ascendían a 9.7 millones de tareas, se cultivaban cerca de 2 millones en caña y 5.6 millones eran pastizales. Buena parte de las tierras dedicadas a la ganadería eran terrenos estatales ocupados ilegítimamente. Por ejemplo, en el paraje Río Piedras, entre las provincias de Hi güey y El Seibo, se calculaba que había unas 200,000 tareas del Estado que habían sido usurpadas por varios ganaderos de la zona. Muchas de las tierras permanecían baldías. Entre los casos mencionados se encontraba el de un terrateniente que contaba con unas 20,000 tareas, de las que daba a trabajar «a medias» alrededor de 800 a unos 40 aparceros; el resto de las tierras permanecían in cultas. Los campesinos que denunciaron tal situación también aludieron a una familia residente en La Romana que controlaba cerca de 50,000 tareas baldías en el lugar conocido como El Cuey. En el Este, a una estructura agraria con sesgos monstruosos, se añadían unas estructuras de poder cuasi medievales. No sin razón, al oriente dominicano se le comparó con el nordeste brasileño. En algunas áreas del Este los conflictos por la tierra alcanzaron una gran intensidad. Tal fue el caso en Nisibón, donde los ganaderos no les habían dejado tierra a los campesinos «ni para una letrina». Según el testimonio de Manuel Santana, uno de los afectados por la geofagia, parte de unas tierras que se disputaban los campesinos y los ganaderos habían pertenecido originalmente a «los Ciprianes y los Corderos» y el resto era «tierra abierta». Ramón Bonet, un campesino que nació en 1901, refirió la existencia de terrenos comuneros antes de que se hicieran «las prime ras mediciones». Juanico Guerrero, quien llevaba cultivando arroz desde los años en el lugar conocido como La Ciénaga, recordaba el sitio «cuando era montería». Luego de una cuaresma –alegó– el pajonal cogió fuego, lo que contribuyó a limpiar el terreno, y desde entonces un sinnúmero de agricultores se dedicaron a cultivarlo.
 Enemesio «Boro» Reinoso señaló que un tío suyo, Crispín Reinoso, se encontraba entre los ocupantes originales de los terrenos y que a él le constaba que los «trabajaderos de la ciénaga» –es decir, sus tierras labrantías– habían sido «levantados» por sus habitantes «a puro machete» cuando esos terrenos no eran sino «cambronales y pesetas». El Estado contribuyó al poblamiento del territorio durante la Era de Trujillo, creando un pequeño asentamiento en el lugar con cerca de 300 familias. El mismo Gobierno «pagó la tumba» de la vegetación y construyó unas «casitas» para los asentados. La zona continuó siendo una región de «trabajado res» hasta que «comenzaron a llegar los grandes», durante la parte finales de los años 50, a raíz de la construcción de una carretera, que facilitó el transporte hacia los centros urbanos, por lo que aumentaron las posibilidades de comercialización de los productos agropecuarios. Desde en ton ces los terratenientes fueron concentrando la propiedad agraria. A Guerrero le reclamó la tierra que cultivaba un tal Emilio Sánchez, con quien tuvo que litigar en los tribunales. Y a pesar de que el fallo favoreció a Guerrero, Sánchez continuó adquiriendo terrenos mediante compras y ejerciendo «presión» sobre los agricultores, «logrando sacar» a varios de ellos de las tierras. A principios de los 70, había acaparado cerca de 15,000 tareas. En el seno del campesinado mismo surgieron grupos que se aprovecharon de las tierras del Estado o sin titular con el fin de hacerse de porciones de ellas. Y si bien sus fincas no alcanzaban las dimensiones de los grandes latifundios, sí constreñían las posibilidades de subsistencia de los campesinos más pobres. Ante las denuncias sobre las posesiones ilegales de tierras estatales en el municipio de El Seibo, Mero Sánchez reconoció que ocupaba unas 1,000 tareas desde el año 1952, en las que mantenía «un ordeño de 20 vacas». Sánchez se escudó tras su considerable «carga de hijos» –tenía 21 vástagos– y alegó que las tierras ocupadas por él no eran aptas para la agricultura por estar ubicadas en las lo más. No obstante, admitió que era dueño de 750 tareas en el paraje Los Carpinteros y que recientemente –su testimonio lo ofreció en 1972– había comprado 100 tareas en el lugar de El Cuey. Ovidio Castillo fue otro propietario de origen campesino que llegó a acumular una serie de predios, incluyendo 400 tareas de tierras estatales que destinaba a yerba; no obstante, en Los Ranchos, en Higüey, poseía 500 tareas propias desde finales de los años 50, en las que mantenía cerca de 60 cabezas de ganado. Por su parte, hacia el año 1960, cuando apenas era un emprendedor joven de 24 años de edad, Vinilo Castillo «entró» a unas 1,000 tareas de propiedad estatal. Se dedicó a comprar «franjas de mejoras» a diversos campesinos, «hasta reunir la cantidad de tierras que detenta» junto a un herma no, quien poseía «otras 500 tareas». Vinilo poseía un genuino espíritu empresarial. Era dueño de una parcela en Rancho de Mana, de dos tareas, en las que había construido su residencia, y era arrendatario de 300 tareas adicionales en Los Ranchos, por las que pagaba un canon de 300 pesos anuales. Su empuje le venía de familia ya que su padre era dueño de 800 tareas en Hato de Mana, tierras en las que mantenía unas 50 cabezas de ganado. No es de extrañar el interés de los Castillo en la crianza de ganado. 
Entre el campesinado dominicano, la ganadería posee un prestigio singular. Al hatero –apelativo de origen colonial con el cual se denomina a los propietarios dedicados a la ganadería– se le tiene por persona de recursos amplios; en las regiones más pobres, basta con tener unas cuantas reses para ser considerado un «rico». Si el «hato» alcanza a varias decenas de cabezas de ganado, al dueño se le reputa como un verdadero potentado. No fue, pues, casualidad que Elidió Ciprián se dedicase a la crianza en las tierras que le cedió Bernardo de la Cruz, gran propietario junto a quien «entró» en esos terrenos en los años 40. De las 700 tareas que explotaba, Ciprián dedicaba unas 100 al cultivo y el resto a la ganadería. Según él, en los terrenos de De la Cruz llegaron a habitar «ciento y pico de ocupantes»; todos, menos él, habían vendido a «los higüeyanos capitalistas», quienes se quedaron con la mayoría de esas tierras. Uno de ellos fue Lucas Guerrero, quien a partir de 1962 «fue comprando tierras, en zonas que eran de “bosques”». Una década más tarde, era propietario de más de 1,500 tareas en las que mantenía un centenar de «vacas de ordeño». Otro predio que tenía en Hato de Mana, de 700 tareas, también era dedicado a «potreros». Guerrero alegó que un hermano suyo era dueño de cerca de 4,000 tareas de tierra. Por razones que no están del todo claras, pero que sugieren que entre ellos existía alguna disputa por esas propiedades, parte del alegato de Guerrero fue desmentido por un sobrino suyo, hijo del aludido hermano. El sobrino de Guerrero se adjudicó unas 2,000 tareas que explotaba junto a dos hermanos suyos; en ellas mantenía 190 cabezas de ganado, 50 de su propiedad y el resto «a medias». Aducía que había adquirido esas tierras a partir de 1965, cuan do comenzó a comprar «mejoritas por 15 y 20 pesos». Si bien la concentración de la tierra alcanzaba niveles intolerables en el Este, esa no era la única zona del país donde los campesinos confrontaban tal situación. En diversas regiones del Cibao grandes terratenientes ocupaban tierras estatales que teóricamente debían ser distribuidas por el IAD. En el municipio de Bonao, un grupo de campesinos alegó que la familia Lachapelle ocupaba 40,000 tareas de propiedad estatal. El poblado de Piedra Blanca se encontraba rodeado por las tierras de dicha familia, razón por la cual habían desaparecido «los pequeños predios de agricultores», alegó Salvador Félix Peña, vocero de los campesinos que realizaron la denuncia. Por carecer virtualmente de agricultura de subsistencia, los precios de los productos agrícolas eran muy altos en Piedra Blanca ya que estos debían ser transportados desde otras secciones del municipio de Bonao. A finales de los años 60, muchos campesinos que habían disfrutado por décadas del uso o de la propiedad de determinadas. La expulsión de los Cuevas se realizó pese a que esas tierras habían sido cultivadas por su familia –señaló Enrique– desde «los tiempos de mis abuelos».
Mediante la genealogía, los campesinos establecían su identificación con la tierra; después de todo, era común que los terrenos que ocupaban o reclamaban hubiesen pertenecido a sus ancestros. Las injusticias contra sus mayores fueron invocadas por Justo Ruiz, a principios de los 70, para justificar los reclamos de los campesinos de Hato Mayor a las tierras ocupadas por la familia Santoni. Según él, en la década de los 30, los Santoni «se apoderaron, despojaron a nuestros padres, a nuestros abuelos». Esos expolios continuaron durante las décadas siguientes; en los años 50, se «desalojaron a centenares de familias que estaban ahí cultivando sus tierras normal y tranquilamente». De acuerdo con Ruiz, en tales despojos jugó un papel destacado Nicolás Santoni, «un francés» supuestamente compadre de Trujillo, quien originalmente arrendó 16 tareas y «con eso techó 42 mil tareas con todos los campesinos adentro». Aunque el dato no se precisa en el relato de Ruiz, el método de apropiación descrito por él hace pensar que las tierras en cuestión eran terrenos comuneros y que, valiéndose de la imprecisión de los títulos y de los linde ros de tal tipo de propiedad, Santoni fue capaz de acumular una gran cantidad de tierras. Presionados y aterrorizados por los Santoni –continúa Ruiz–, «nuestros padres y abuelos, se vieron en la obligación de no reclamar sino de salir» de las tierras. 
En una profunda expresión de su identificación con los terrenos en disputa, Ruiz señaló: «No hay mejor testigo para explicar esa historia que las propias plantas que nosotros los campesinos, los campesinos en lucha que hoy estamos, tenemos. Ahí tenemos coco, son antecesores que se ven en la mata que son matas de más de 50 años, Porque creemos que eso era de nuestros padres y de nuestros abuelos y nos pertenece». Sembrados por sus ancestros, las plantas y los árboles establecían un vínculo entre las injusticias sufridas por ellos en el pasado y los legítimos reclamos de sus descendientes en el presente. Con su «pasión por los antepasados», los campesinos expresaban su «deseo de perdurar». Cual mudos testigos, los árboles evidenciaban la continuidad con el terruño de sus mayores. Testimoniaban, además, el esfuerzo y el trabajo de los campesinos en la mejora de las tierras, lo que también les hacía acreedores a ellas. Para Orígenes Rodríguez, de Las Zanjas, en San Juan de la Maguana, como para otros campesinos, resultaba totalmente incomprensible que la misma Comisión de Aparcería intentase constreñir su acceso a las tierras que venía cultivando hacía más de 30 años, propiedad de Arsenio Rodríguez. Le resultaba igualmente inexplicable que trataran de asignarle tierras en un lugar distinto al que había ocupado hasta entonces. Parecido sentido de identidad expresó Álvaro Mateo con relación al conuco que ocupaba en aparcería, el que había sido fomentado por él. En esas tierras había nacido y trabajado «desde pequeño». Debido a los intentos por reubicar a estos agricultores en otros lugares, la Comisión de Aparcería se ganó la re probación de los campesinos de Las Zanjas, quienes reivindicaban sus derechos sobre las tierras que habitaban. Derechos sobre las tierras que labraban también reclamaron los habitantes de La Ciénaga, en Miches, debido a que habían sido rescatadas por ellos. Gracias a su esfuerzo, habían desarrollado áreas de cultivo en lo que antes eran puros terrenos pantanosos y «cambronales». 
No obstante, un grupo de terratenientes pretendía usurpar sus tierras. «Ahora que la parcela está bonita me la querían quitar», se quejaba en junio de 1972, Félix Antonio Ureña, un joven campesino que había «entrado» en un pedazo de terreno«cuando era terreno virgen y monte». En virtud de ese acto de saqueo, se pretendía «disfrutar mi sudor». El sudor regado en la limpia, el chapeo, la preparación y el cultivo de las tierras constituía un fuerte vínculo entre los labriegos y sus conucos. Por tal razón, reclamaban derechos sobre las tierras mejoradas por ellos, irrespectivamente de a quién perteneciesen formalmente. Y ese principio lo aplicaban tanto a tierras que pertenecían a particulares como a los terrenos del Estado o de propietarios indeterminados. En terrenos pertenecientes al CEA, desarrollaron unos 80 labriegos una pequeña comunidad rural en la sección Pico Blanco, del municipio de San Pedro de Macorís. Ubi cada en unos terrenos pedregosos que se mantenían «casi abandonados» –el último «chapeo» había sido efectuado en 1951–, un grupo de picadores de caña del CEA se internó en ellos a principios del año 1971, limpiando la maleza y sembrando yuca, maíz, guandules, plátanos y ñame.69 Demostrando una gran capacidad organizativa, los campesinos desarrollaron su propia «reforma agraria»: un comité compuesto por ellos se encargaba de ubicar y de entregar tierras a los que se unían a la comunidad. Replicando un principio de antigua tradición y que se remonta a los terrenos comuneros de origen colonial, en Pino Blanco «cada hombre se ocupa de toda la tierra que puede trabajar. Sin embargo, hasta ahora no sobre pasa ninguno a las 50 tareas». Preocupados por la suerte de la comunidad que con tanto esfuerzo habían fundado, los habitantes de Pino Blanco seleccionaban cuidadosamente a las personas que aspiraban a formar parte de la misma. Todo candidato tenía, en primer lugar, «que demostrar que es gente honrada» y, en segundo lugar, «que está dispuesta a trabajar lo que se le da». Era el trabajo lo que demostraba su compromiso con la comunidad; también lo que le confería derechos sobre las tierras que le asignaban. «Las matas son mi título», acotó categóricamente un campesino octogenario de Uvero Alto cuando se le inquirió sobre el particular. Ni papeles, ni leyes, ni autoridades brindaban mayor preeminencia ni prerrogativa.

«NO QUEREMOS MÁS CUENTOS»: Legión eran los campesinos que no querían «más cuentos», sino que les re partieran tierra, por lo que, a pesar de su moderación, la reforma agraria oficial constituía una potencial «fuerza explosiva», que incluso fue percibida como el preludio a «nuestro 1789». Los campesinos aprovecharon la coyuntura propiciada por la implementación de las leyes agrarias para aumentar su presión sobre los organismos autorizados a administrar los programas rurales estatales. Como en cargada de efectuar la reforma agraria, el IAD fue la agencia que más presiones sufrió; surgieron organizaciones campesinas con el fin expreso de conseguir que efectuara repartos de tierras. Una de las manifestaciones de las presiones campesinas sobre el Estado fueron las invasiones o rescates de tierras, las que aumentaron a raíz de la aprobación de las leyes agrarias. Por constituir en su mayoría una «presión no violenta», las ocupaciones de tierras por los campesinos constituyeron una especie de movimiento de «desobediencia civil».Tal y como se dieron en la República Dominicana a principio de los años 70, su propósito primordial era forzar a las autoridades a tomar determinaciones en torno a propiedades específicas que eran reclama das por grupos de campesinos. Con frecuencia, las luchas agrarias poseían una fuerte tónica restitutiva ya que intentaban recuperar tierras.
Las interpretaciones productivistas incidían también sobre los sectores de la izquierda. Dore Cabral alegaba: «las grandes fincas o empresas manejadas por el Estado, donde trabajan obre ros agrícolas que perciben salarios, son la forma de propiedad más progresiva del campo dominicano». Para él, la colectivización era un medio de transformación del capitalismo vigente en el campo, por lo que su abandono constituiría «una regresión histórica». Aun así, abogaba por modificaciones en las fincas colectivas, sobre todo con el fin de ampliar los beneficios y la autonomía de los campesinos asentados. Tal reforma debía efectuarse con el fin de disminuir las desigualdades entre los miembros de los proyectos colectivos. Postura en la que primaban las consideraciones económicas y las proyecciones futuristas –la colectivización anunciaba a la sociedad del mañana–, menos atención se le prestó a la dimensión autoritaria que contenían los proyectos colectivos, que jugaron un papel nada despreciable en la reticencia de los campesinos a incorporarse a ellos, pese a los beneficios económicos reales que se obtuvieron en muchos de los proyectos colectivos. Fue este un punto neurálgico de la reforma agraria, que se discutió con mayor amplitud a raíz del evidente rechazo de cientos de campesinos a la colectivización, y que propició que emergieran voces que sugirieran métodos alternativos para adelantar tal fin. Para estos sectores, debían impulsarse las «formas asociativas de producción», y no tanto la colectivización. Aparte de sus elementos estrictamente económicos, tal modelo conllevaba una participación directa de los productores en la toma de decisiones, incluyendo la de incorporarse voluntariamente a los proyectos de tal índole.118 Irónicamente, los debates sobre la colectivización, que enfatizaron el apego campesino a la propiedad individual, pasaron por alto la experiencia histórica del campesinado dominicano, la que demuestra la existencia de formas colectivas de propiedad, como los terrenos comuneros, al igual que la presencia de formas asociativas de producción con la intención de realizar labores comunitarias.119 Enmarcadas estrictamente en el contexto de las ideologías de los años 70, en esas discusiones sobre la colectivización estuvieron ausentes las raíces y las prácticas históricas del campesinado dominicano. Y, sin embargo, su resistencia a la colectivización su ge ría un decidido propósito de hacerse sentir, de que se tomasen en cuenta sus opiniones a la hora de definir los programas oficiales y de establecer sus políticas agrarias. Su rechazo denotaba su anhelo de participar. Mientras que los campesinos reformados intentaban transformar los asentamientos estatales, miles de campesinos sin tierra continuaban sus luchas por obtenerla. Al disminuir los repartos agrarios luego de 1974, las invasiones renacieron con renovados bríos. Entonces ocurrieron algu nos de los conflictos agrarios de mayor envergadura desde los años 60. Producto de esos conflictos fueron las muertes de Florinda Muñoz Soriano, conocida como Mamá Tingó, campesina de Yamasá que fue ultimada por órdenes de un terrateniente, y de Porfirio Frías (míster Beca), también «asesinado por haber luchado en demanda de la tierra».120 En julio de 1976, afloraron los conflictos en Puerto Plata, donde 150 campesinos ocuparon la subsecretaría de Agricultura exigiendo que se les entregaran 15,000 tareas de propiedad estatal, pero que permanecían en manos de los terratenientes. Mientras, en la provincia Sánchez Ramírez se reclamaba por el reparto definitivo de más de 100,000 tareas del IAD, muchas de las que continuaban siendo usufructuadas por latifundistas. Según el padre, Carlos Guerra, párroco de Cevicos, el IAD había asentado en la provincia un número ridículamente bajo de campesinos –apenas 261–, a pesar de la gran cantidad de tierras disponible para tal fin. La «guerra civil en el campo» continuó en el Este, donde los campesinos seguían «atacando» –verbo usado por un espantado propietario– los límites de los latifundios. Mientras continuaba la «“guerra” contra las cercas de las fin cas», un alto funcionario daba por finiquitada la reforma agraria declarando que «ya no había más tierras que pudieran ser “captadas” por la aplicación de la ley de latifundios».122 Enmarañadas, en ocasiones, las demandas campesinas con las manipulaciones de Balaguer –cuyos seguidores azuzaban a los labriegos a invadir las tierras de los opositores al gobernante–, los propietarios atribuían las ocupaciones principalmente al revanchismo y a la inquina del Presidente. No obstante, el interesado apoyo del oficialismo a las movilizaciones campesinas solo encubría sus legítimos reclamos por la tierra. Si los campesinos invadían tierras se debía, según una declaración de seis párrocos del Este, del 31 de julio de 1976, a la desesperación y al hambre, a pesar de que «los que viven mantecosamente los acusan de subvertidores del orden, de violado res  de la propiedad privada, de anarquistas». Al proceder de acuerdo con las pautas que les dictaban los representantes del poder, con frecuencia los campesinos actuaban impelidos. 
Álvarez Sánchez, Arístides (1999, p. 17) al referirse al motivo de importancia del Sistema Torrens en el país, expresa “que la implantación de este sistema no fue movido únicamente con el propósito de organizar un método realmente científico y seguro para el registro de las tierras y sus mejoras, sino además, con el fin de resolver el problema de los terrenos comuneros que afectaba a todo el país y que constituía un verdadero desastre y caos profundamente perjudicial a la economía nacional, a la estabilidad social y al buen crédito de la nación, ya que personas inescrupulosas se habían dado a la tarea de hacer una provechosa industria de la fabricación de títulos o acciones de pesos falsos, sobre todo en la Región Este del país…”
Según el Artículo 2262 Código Civil dominicano, todas las acciones tanto reales como personales, se prescriben por 20 años, sin que se esté obligado a presentar ningún título ni que pueda oponérsele la excepción que se deduce de la mala fe.  Sin embargo, esta prescripción será sólo de diez años cuando se aplique a terrenos comuneros objeto de saneamiento catastral, quedando reducido este último plazo a cinco años si la persona que invoca la prescripción establece la prueba de que inició y mantuvo su posesión en calidad de accionista del sitio comunero de que se trata.   
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